
  


  
    
      
    
  


  
    Cristina Segui denuncia en este libro, de una manera clara y rotunda, las actuaciones que, bajo el paraguas de la búsqueda de la igualdad de género, han llevado a crear un auténtico aparato financiero y malversador que hace millonarios a políticos y reinonas mediáticas, aterroriza a los jueces y a empresarios con guerrillas civiles feministas apostadas en los juzgados, y maltrata a las mujeres que, si quieren escapar del yugo, deberán declararse feministas y trabajar para enriquecer a sus «hermanas».


    Un libro demoledor cuyos datos desmontan las consignas del Ministerio de Igualdad y sus actuales dirigentes.
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  «Lo que está mal, está mal aunque lo hagan todos. Y lo que está bien, está bien aunque no lo haga nadie».


  INTRODUCCIÓN


  El poeta francés Charles Baudelaire fue el autor original de la cita que parafraseó dos siglos más tarde Kevin Spacey en Sospechosos habituales mientras caminaba por la calle y encendía un cigarrillo: «El mejor truco que el diablo inventó fue convencer al mundo de que no existía». Hoy ha sido lograr convencer al mundo de que existe, hace el bien y es necesario. «Satanás se disfraza de ángel de luz. Por tanto, no es de sorprender que sus servidores también se disfracen como servidores de la Justicia». Hoy, el mal promete el paraíso en la tierra y la buena nueva del fin de la desigualdad. Todos igual de pobres en el bolsillo y, sobre todo, igual de mediocres y pobres de espíritu.


  Esta es una de las mejores frases que describen a la izquierda española. La izquierda occidental más mendaz y oportunista de Europa, que un día hurtó y patrimonializó la lucha de otros por los derechos de la mujer para legalizar y reglamentar la maquinaria del Estado que hoy genera una guerra de sexos, malversa el dinero público y arrasa los derechos fundamentales de sus ciudadanos con sus métodos políticos violentos, regresivos, coactivos y empobrecedores.


  El socialismo del siglo XXI ha encontrado en la teórica cruzada por la igualdad y el bien de la mujer una forma de robar e intervenir los activos privados, y no solo eso: ha logrado que ni el Congreso, ni la oposición, ni la Justicia se atrevan a frenar el saqueo y la expropiación comunista.


  El feminismo izquierdista es una checa social, es la bota del Estado socialista sobre el cuello de sus ciudadanos, es el fin de la legitimidad de los jueces, el golpe definitivo a la prosperidad económica y el final de la libertad del individuo, que no es nadie fuera del pensamiento marxista colectivista.


  Los que hemos viajado a los antiguos países socialistas del Este, hemos conocido la huella irreparable que ha dejado en las mujeres rusas, ucranianas o albanesas. La huella no era la del «patriarcado», sino la del comunismo, del que huían. No volver a someter a las mujeres a esa ideología criminal debería ser la consigna hegemónica del 8-M y del 25-N. Basta con leer el manifiesto de estas dos convocatorias para reconocer las mismas fórmulas de los países socialistas que fueron un puro fiasco para el desarrollo humano. Es por eso que las mujeres de la sociedad civil, o lo que quede de ella, deberían combatir el actual feminismo gubernamental, institucional, académico y mediático. Y las que se han apuntado a él, abjurar.


  Las mujeres que hemos nacido libres tenemos que dar las gracias y combatir a un movimiento que amenaza esa libertad. A las mujeres no nos discriminan los hombres, nos discriminan las medidas, las políticas y las plañideras con sueldo millonario a cargo del contribuyente que afirman que la única forma de que tengamos trabajo es que nos lo den por ser mujeres.


  Hasta ahora, España ha sido un ejemplo de los espectaculares éxitos alcanzados por las mujeres en las democracias libres occidentales. Las consignas marxistas del 8-M y todas sus convocatorias satelitales son calcadas de las de la Rusia socialista que derivaron en puestos de trabajo manual con pésimos salarios y la marginación total.


  La primera semana de marzo del 2020, la vicepresidenta del Gobierno de España ofrecía una entrevista en la que animaba a todas las mujeres de España a llenar las calles el día de la manifestación feminista del 8-M, cuyo manifiesto era una oda contra el capitalismo.


  Mientras, en su despacho, Iván Redondo, el director del Gabinete de Pedro Sánchez, responsable del Departamento de Seguridad Nacional y secretario del Consejo de Seguridad Nacional, elaboraba, gestionaba y guardaba los once informes que, entre enero y marzo del mismo año, alertaron al Gobierno de España de la gravedad de la pandemia del coronavirus, ignorados todos hasta que pudo ser celebrado el 8-M. Así, el presidente del Gobierno decretó el estado de alarma con el contagio ya extendido de forma masiva.


  La periodista preguntaba en plató:


  —¿Qué les diría usted a las mujeres que están dudando en ir a la manifestación?


  Calvo respondía:


  —Les diría que les va la vida, que les va su vida. Que les va seguir tomando decisiones para proteger su seguridad.


  Pocos días después de la convocatoria, todas las comisarias políticas de la pancarta resultaron infectadas: Carmen Calvo, Arancha González Laya, Begoña Gómez, la madre del presidente del Gobierno, Isabel Celaá… y tantas otras feministas del resto de su aparato mercenario. Lo que este país ignora todavía es a cuántos miles de mujeres «invisibilizadas» y «victimizadas» por el feminismo les fue la vida realmente.


  Lo importante de aquella manifestación, reproducida por todo el país y gran parte de Occidente, era hacer prevalecer y difundir el concepto acientífico de la «violencia de género» que atenta contra todas las ciencias policiales que sí salvan vidas. El dinero público para acabar con los asesinatos de mujeres tiene que estar en el bolsillo de alguna exokupa de Maravillas, amiga de Irene Montero, reconvertida en asesora de género para el Estudio sobre «personas no binarias», en lugar de dedicarlo a dotar de recursos a nuestras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.


  Estas aristócratas empobrecedoras son peligrosas, letales, para las mujeres y sus hijos. Aseguran que las mujeres son asesinadas por el simple hecho de ser mujeres, como argumentan Carole Pateman y el resto de las feministas radicales enemigas de las democracias liberales. Falacia comprada por los medios de comunicación cuya labor consiste en difundir la propaganda misándrica enviada desde Moncloa, destinada a doblegar la razón y el pensamiento crítico del pueblo; medios que repetían con diligencia goebbeliana que «el machismo mata más que el coronavirus».


  Una falacia que, en lugar de combatirla, lamentablemente hizo suya un sometido Pablo Casado el 21 de noviembre de 2020, por indicación de algún estudio de mercado politológico que obviaba a toda la población y votantes cuyos derechos han sido arrasados por la ideología de género. «Claro que hay violencia de género, hay violencia contra la mujer por el hecho de serlo… Esta lacra tiene un componente específico, que hay que abordar. El negacionismo es letal». De esta forma, el principal partido de la oposición validaba no solo el mayor instrumento de violencia estatal contra el individuo del siglo XXI, sino que también justificaba todo su leviatán de redes clientelares destinadas a malversar el dinero y los recursos públicos y compraba para su discurso político un término, puro chantaje conceptual que la izquierda antisemita había exportado cínicamente del Holocausto judío para matar civilmente al discrepante de su verborrea marxista, el «negacionismo».


  Este libro es una llamada a la responsabilidad de todas las mujeres que han entregado su representación a una izquierda que canta «el violador eres tú» y acosa a los jueces del caso de la manada, mientras se opone a la prisión permanente revisable para cientos de violadores. Una izquierda reencarnada en un movimiento que exigió en las calles la derogación de la doctrina Parot, que sacó de la cárcel a violadores de mujeres como el violador del estilete, el violador del portal y el violador del ascensor, gracias al voto decisivo del catedrático español designado para la tarea por José Luis Rodríguez Zapatero.


  «Este gobierno es el gobierno de las mujeres», repite sin cesar la rutilante ministra de Igualdad, que, junto a su novio, cumplió las aspiraciones políticas de una asesina condenada a treinta años de prisión en los ochenta por matar a un hombre, Pilar Baeza, quien concurrió como candidata de Podemos a la alcaldía de Ávila y fue defendida por todo el aparato una vez descubierto «el pastel», incluidos Pablo Echenique y Juanma del Olmo, dirigentes de Podemos que justificaron el asesinato acusando al inocente asesinado de «violador», lo que les costó una condena, actualmente recurrida, de 80.000 euros por parte del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 8 de Leganés, por «vulnerar el derecho al honor de un fallecido». No puede haber mejor metáfora de lo que es en sí misma la Ley Integral de Violencia de Género: la utilización de la mujer y el drama que viven las auténticas maltratadas, para blindar y convertir en intocable una decisión política que, en este caso, era convertir en delincuente sexual a un hombre inocente y a su asesina en víctima.


  Se pretende la inversión de la carga de la prueba y la culpabilidad por defecto, si no se demuestra lo contrario, porque el feminismo es, para sus militantes y el Estado socialista, el órgano político juzgador de la población, al margen de los jueces. Al menos, hasta que la judicatura esté completamente tomada mediante el proceso para «moldear a los jueces en perspectiva de género».


  Lo cierto es que la izquierda política española siempre ha resuelto sus presuntos casos de agresiones sexuales internamente, sin acudir a la Justicia, sin pruebas y, en algunos casos, incluso sin las víctimas. Hecho absolutamente insólito, impensable sin la carta de impunidad feminista para «luchar contra el patriarcado». Una salvajada judicial, innegablemente ilegal, aplicada en el seno de sus propios partidos y extrapolada y materializada en el seno de la sociedad con las leyes feministas, cuya única utilidad comprobada es la aniquilación, al discriminar por razón de sexo, de los derechos fundamentales consagrados en el art. 14 de la Constitución Española, la suplantación del poder judicial por los políticos y la increíble y desconocida realidad de que, de los 300 secuestros de niños en España, como mínimo el 73% tienen como protagonista a la progenitora amparada por las leyes de los legisladores del PSOE y de Podemos.


  Una ley hecha de una forma perversa para que los jueces tengan que instruir con las convicciones personales y desviaciones morales de políticos como Irene Montero, Carmen Calvo y Victoria Rosell, por encima la ley, transformando sus sentencias en castigos infectados por el prejuicio sexual y la liquidación de la igualdad de los ciudadanos.


  Desde la instauración de esta ley en 2004, toda opinión individual o movimiento más o menos organizado y contrario a ella han sido sistemáticamente silenciados por los medios de comunicación. Las directrices de los directores de los programas de televisión eran claras y dadas en las salas de espera previas a la entrada en los platós: «No se habla de la violencia de género». Los políticos de izquierdas han logrado, incluso, atenazar a la oposición en el Congreso nacional y los parlamentos autonómicos: «¡Fascista!» era su sentencia legislativa desde el atril contra todo discrepante. Y con ello se han llevado por delante muchas vidas profesionales de hombres y mujeres que han combatido las leyes de género.


  A pesar de su contenido, la Ley de Violencia de Género fue aprobada en el Congreso por unanimidad porque ningún diputado tuvo el valor y la dignidad de votar en contra. Se ausentaron del Congreso 30 diputados en el momento de la votación: 17 del PP, 10 de otros grupos y tres del PSOE, entre ellos Alfonso Guerra y… adivinen: la hoy institutriz del feminismo, la vicepresidenta del Gobierno Carmen Calvo.


  Los dos partidos sobre cuyas espaldas un número importante de mujeres ha depositado la ardua tarea de la protección de todas son el PSOE, partido en cuyo seno está el único político condenado por pegar a su mujer, el exsecretario general del PSE, Jesús Eguiguren, y Podemos, el partido que elaboró leyes feministas y de protección de la infancia con Infancia Libre, una entidad que, de acuerdo con las fuentes policiales de la investigación, funcionaba como una «organización criminal» en manos de secuestradoras parentales condenadas.


  Una relación profesional absolutamente coherente, si tenemos en cuenta que Podemos es el partido que ha implantado como protocolo de purga la denuncia de un acoso sexual falso para eliminar a sus oponentes internos, ha convertido a sus hombres en jefes de Recursos Humanos y teniendo como resultado que sus órganos dirigentes estén integrados por sus novias, compañeras y amantes.


  Una de las víctimas de Podemos ha sido el abogado José María Calvente, a quien Iglesias acabó indemnizando con 35.000 euros en octubre del 2020 después de despedirle utilizando una falsa acusación de acoso sexual a la abogada Marta Flor para machacar al coordinador legal de la formación chavista por haber declarado ante el juez que “el líder de Podemos y vicepresidente del Gobierno preparó junto a la madre de sus hijos, y ministra de Igualdad, el “montaje del caso Dina”. Revelador. Unidas Podemos, el único partido político con nombre femenino y que corporativiza los homenajes a las mujeres maltratadas en las puertas de todos los ayuntamientos y parlamentos, recurriendo a una falsa acusación de acoso sexual para acabar con la vida de un hombre, propósito confirmado por la Audiencia de Madrid el 22 de diciembre de 2020 en senda sentencia que confirmó que Podemos se había inventado una trama sexual contra Calvente.


  Una vez demostrado que los hechos de la denuncia por acoso sexual de Podemos contra Calvente no han sido acreditados, la Fiscalía de Lola Delgado; ergo, del presidente del Gobierno Sánchez, declinó su obligación de perseguir el delito como lo hace en los casos de decenas de miles de hombres en España, hecho que hubiera exigido solicitar el sobreseimiento libre, y no el provisional como hizo la fiscalía. Todas las televisiones y radios españolas untadas de dinero por el Gobierno durante 2020, exceptuando las pequeñas e independientes, silenciaron el asunto. La perversión de ambos contrapoderes, el mediático y el del ministerio público, eran esenciales para que el vicepresidente del Gobierno y ministro de Asuntos Sociales y Agenda 2030 saliera impune de haber realizado en público una denuncia de un delito sexual con el fin de desprestigiar, acosar, y amedrentar a un empleado despedido. Iglesias había acusado a Calvente en una comparecencia pública, un año antes del Auto, flanqueado de Ione Belarra y Noelia Vera, dos feministas sumisas del partido que asentían y callaban para darle relumbrón y solvencia a la treta mafiosa de Iglesias mientras el «macho alfa» repetía: «Se trata de un caso de acoso sexual muy grave que todos conocen, y todo aquel que acuse a Podemos de algún delito, lo que tiene que hacer es acudir a los tribunales, y que los tribunales diriman».


  Los tribunales dirimieron y Podemos y Marta Flor vieron archivada su denuncia falsa de «acoso sexual», pero lo relevante del caso Calvente, no es tanto que Podemos haya fabricado aquella trampa para su abogado, sino que ha logrado convertir esta práctica en un protocolo normalizado para destrozar personas a nivel social y judicial. Un sistema criminal susceptible de ser aplicado a 23 millones de hombres en España. Y para ello, su principal herramienta es la mujer.


  Las víctimas de esta picadora de carne estatal e ideológica, por la que se pasan todos los derechos fundamentales son, principalmente, los niños. Son víctimas de la pervertida moral feminista proyectada en sus leyes educativas con claros tintes de perversión infantil inspirados por varias de sus feministas icónicas, entre ellas, Simone de Beauvoir. Son víctimas de las leyes feministas que les llegan a apartar de sus padres, abuelas, tías y hermanos durante años y en ocasiones para siempre y son víctimas de toda la maquinaria puesta en marcha para enterrar los casos de abusos sexuales y prostitución en los centros tutelados de Baleares y de la Comunidad Valenciana. El 21 de agosto de 2020 Irene Montero escribía: «La lucha contra la explotación sexual y la industria proxeneta es una prioridad para el Ministerio de Igualdad. Además, los prostíbulos deben ser cerrados por motivos de salud pública y, especialmente para proteger a las mujeres en situación de prostitución». Ella misma había frenado con su voto en el Congreso una comisión de investigación sobre abusos a los menores de Baleares seis meses antes, a lo que habría que sumar tres vetos más a sendas comisiones de investigación pedidas en Baleares y dos contra las peticiones de auditoria del Instituto Mallorquín de Asuntos Sociales, IMAS.


  Esas niñas no solo eran víctimas de su abandono y de la aberrante perspectiva educativa volcada en ellas por las feministas, también de la fascinación de estas políticas «empoderadas» por la sumisión al islamismo y por los servicios que prestan al gran capital globalista, que usa las invasiones migratorias como otra fuente de negocio.


  La feminista se presenta como la portavoz de una política de inmigración nefasta frente estas avalanchas migratorias de menas (menores extranjeros no acompañados) concentrados en centros de acogida. El Estado no tiene un proyecto serio sobre cómo construir en España un proyecto de país moderno y competitivo con una ciudadanía diversa, más allá del dinero que ganan algunos políticos con el hacinamiento de menores no acompañados, aprovechándose así de «la pobreza». Son muchos los españoles de padres inmigrantes que se merecen un trato igualitario y que rechazan ser el complemento de la foto exótica y coartada para la construcción de sociedades paralelas que, desde Galapagar y la clínica Ruber, las feministas denominan «multiculturales».


  Feministas españolas que ven los espacios públicos en España anegados de macro y micromachismos, pero que para recibir a delegaciones iraníes se ponen el hiyab, la prenda usada en países como Egipto, Irán y Afganistán, a medida que han avanzado los islamistas, para instaurar su modelo social consistente en someter a la mujer, controlar su presencia en el espacio público e, incluso, impedirle la educación.


  Feministas antipatriarcales que se ponen el hiyab a miles de kilómetros de millones de mujeres que luchan hasta el punto de jugarse la vida por liberarse de la opresión y del control.


  ¿CÓMO LLEGÓ IRENE MONTERO AL MINISTERIO DE IGUALDAD?


  Durante toda su carrera política, la primer ministro británica Margaret Thatcher nunca escondió su desprecio por las militantes feministas. «La batalla por los derechos de las mujeres ha sido ganada ampliamente», repetía constantemente al ser preguntada por sus logros individuales. «Me horrorizan los sonidos estridentes que emiten algunas feministas», dijo en 1982. «Odio el feminismo. Es un veneno», confesó en otra ocasión a su consejero, el historiador Paul Johnson. Yo siempre lo he odiado por los mismos motivos, que me llevaron a combatirlo escribiendo este libro.


  En 1990 el locutor de radio Terry Wogan trató de poner en evidencia alguna debilidad de Thatcher en su discurso feminista, como si serlo fuera una especie de obligación para desempeñarse en la vida pública, «No parece que la oposición haga alguna concesión por el hecho de que usted sea una mujer». A lo que ella contestó naturalmente: «No. ¿Por qué deberían hacerlo? Yo no hago ninguna concesión con ellos por el hecho de que sean hombres». No es que aquello fuera feminismo del bueno o del malo. Es que, simplemente, no había feminismo. Punto. Hablaba una mujer con la inmensa libertad que le daba renunciar al secuestro del colectivismo, despreciar el victimismo. Disfrutar desde el supremo poder y orgullo que sí te da girarte hacía un movimiento plañidero, igualitarista, violento, malversador, tóxico y coactivo para decirle, como se le diría a cualquier chantajista o maltratador emocional: «Que te jodan. No vuelvo nunca más. No voy a ser una de tus víctimas»


  Transcurridos treinta años desde que pronunciara aquellas palabras, no existe atisbo de aquella personalidad y dignidad en la gran mayoría de nuestros políticos. Ni en ellos, ni en ellas. El feminismo actual y hegemónico es representado en España con meridiana precisión y desde su innegable decadencia intelectual, por Irene Montero, Adriana Lastra y muchas otras como ellas, inscritas en la banda de la izquierda. Se trata de mujeres sin otro mérito reconocido que ser la cuota sentimental del vicepresidente del Gobierno de España, en el caso de la primera, y el de tener el carnet del partido desde niña, la obediencia debida y la sumisión de una sirvienta partidista, en el caso de la segunda. Todo ello para compensar sus enclenques recursos intelectuales


  Fracasadas en el entorno de competencia profesional fuera de sus sedes de partido y convertidas en mujeres dependientes e inseguras, han hecho de su drama personal el del conjunto del país


  En ese sentido, más que ser iniciativas en favor de la mujer, las medidas auspiciadas por el feminismo de la ministra de Igualdad, Irene Montero y la portavoz del PSOE, Adriana Lastra, parecen impulsos. Buscan la criminalización del «amor romántico» y la privación al resto de las mujeres de su derecho a anhelar la masculinidad en la pareja. Incluso de buscar el placer sexual pleno y saludable, que por otro lado inspira mucha más confianza que el enamoramiento que parecen sentir ellas por el vicepresidente y el presidente del Gobierno «feminista» que se ha mandado fabricar un Manual de resistencia, en el que, con todo lujo de detalles, Sánchez nos detalla cómo un ególatra puede hacerse el amor a sí mismo en detrimento de su esposa, Begoña Gómez, otra aristócrata del movimiento feminista que da la medida exacta de cómo las que alardean de empoderamiento, a menudo acaban colocadas con el comodín de la llamada del «macho alfa»


  Es un caso paradigmático el de la primera dama de Moncloa. El 28 de agosto de 2018 el periodista Fernán González demostró en exclusiva que la mujer del presidente era una mímesis casi perfecta de su marido y de su doctorado falso, pues en su currículum afirmaba ser licenciada en marketing . Era un currículum trucado para presentar una falsa hazaña universitaria a través de una empresa privada que funcionaba a modo de academia, M&B Escuela Superior de Marketing y Negocios, creada en 1989 y fusionada diez años después en una corporación, ESEM. Era un cursito, no una licenciatura


  Para esos estudios bastaba con tener el bachillerato y la entidad no ocultaba que, en absoluto se trataba de títulos oficiales


  Pese a ello la Universidad Complutense de Madrid contrató a la mujer de Pedro Sánchez como profesora. A pesar de no tener el título oficial, la universidad acató públicamente su falsa titulación y la colocó al frente de nueve másteres no oficiales, de forma que pudiese esquivar los requisitos obligatorios de otras plazas de profesor que sí piden el título oficial


  Begoña Gómez únicamente disponía de un diploma no universitario y no oficial concedido por una entidad para la que era imposible expedir títulos universitarios en aquella época


  La mujer del presidente del Gobierno colgó en la Red su titulación fake con el aval de la documentación de la Universidad Complutense, para ponerse al frente del máster no oficial en Fundraising —captación de fondos para entidades sin ánimo de lucro—, cuya gestión, para más inri, se desarrolló desde un centro de la Complutense: el Centro Superior de Estudios de Gestión cuya dirección corría a cargo de Paloma Román Marugán, doctora en ciencias políticas, profesora y presidenta del tribunal de la tesis doctoral del vicepresidente Pablo Iglesias


  Tras la llegada de Sánchez a la Presidencia del Gobierno, el Instituto de Empresa creó en septiembre de 2018 el África Center y fichó a Begoña Gómez. Se trataba de un puesto zombi creado ad hoc para que la mujer del presidente del Gobierno no tuviera que colgar sus pompones feministas en el perchero de Moncloa. Begoña de Sánchez de Castejón era como Raimunda, la fantasma del palacio de Linares y sus cacofonías, una voz imaginaria en un puesto lleno de telarañas por el que la cuota carnal del presidente Sánchez se embolsa, según fuentes próximas al Instituto, 6.000 euros mensuales, si bien Moncloa ha declarado oficialmente que el sueldo de Begoña es secreto de Estado por ser su revelación «una transgresión en su vida privada». He aquí un hermoso ejemplo de que el cacareado «techo de cristal» de las feministas existe y no es otro que el que hay entre ser la mujer del presidente del Gobierno o cualquier trabajadora perteneciente a la clase media que les paga el sueldo a ella y a su conseguidor


  El 2 de febrero de 2020 fue noticia que la misma consorte de Pedro Sánchez que se costeó la educación gracias a varios negocios familiares, entre ellos, a la sauna gay Adán regentada por su patriarca y sita en la calle San Bernardo, había asegurado que gracias a su cátedra iba a «resetear el capitalismo»[1]. En todo caso, todo el capitalismo excepto el gay que deja 700 millones de euros al año en la Comunidad de Madrid y 1.600 al año en el resto de España. Evidentemente, con las correspondientes mordidas para la legendaria mercantil LGTBI familiar


  Una consorte que se gasta 8.400 euros del contribuyente en acudir al Festival Internacional de Benicasim para ver a The Killers con el Falcon B del Ejército del Aire, azote del capitalismo. Fascinante[2].


  En esencia, de eso va el feminismo: de selectas borregas perfumadas conduciendo la vida y coartando las posibilidades de progreso de las mujeres más preparadas. Un movimiento que estaría condenado a desaparecer si no fuera por la coacción y la violencia estatal contra los y las que se resisten a pasar por su aro


  Son mujeres como Begoña Gómez las que han hecho creer a muchas mujeres y niñas que el empoderamiento es teñirse el pelo de rosa, que locutoras de televisión se pongan acrílico en las axilas para reivindicar la igualdad entre hombres y mujeres[3], o posar en el avatar de las redes sociales con aspecto gore-suicida; que el aborto es como un fin de semana de adelgazamiento en un balneario de la Toscana y que la igualdad es llegar a ser ministra, diputada o consejera de partido por la vía afectivo-sexual. El feminismo ha sido creado y degenerado por la clase política española con tanta mentira y falacia frentista que podríamos decir que a la mujer le han vendido un poblado chabolista como si fuera el Foro Palatino de Roma


  Thatcher pedía a las mujeres pensar más y sentir menos. Sin esa tendencia inherente a nuestro sexo, las más débiles y acomplejadas del panorama político, académico, e incluso judicial, jamás habrían podido hacer negocio con nosotras inoculando en la sociedad uno de los movimientos más totalitarios del siglo XXI que exige a la mujer no abandonar jamás su adolescencia y, como menor de edad, entregarse al colectivo con un cheque en blanco, darse al odio y a la estigmatización violenta del discrepante en todos los ámbitos de la vida e independientemente de su condición y orientación sexual, lo que sea con tal de ser acogida


  Lo que a una feminista igualitarista le importa, en primer lugar, no es que todas las mujeres seamos iguales, sino que todas seamos igual de deficientes e inoperantes que las representantes y «portavozas políticas» y cuando una mujer se niega a ello declarándose liberal, se ve despojada por ellas como mujer, incluso como ser humano, por haber elegido «el fascismo»


  Las mujeres, en parte por la renuncia voluntaria de muchas de ellas a la libertad, en parte por su obsesión con lograr la seguridad y en parte por la búsqueda desesperada de un sentido de pertenencia, se han convertido en presa ideal de la izquierda para su sacrificio y manejo arbitrario en el juego de poder, del PSOE y de Podemos en España y, de forma paradigmática, del partido Demócrata americano en Occidente. La mujer y «su causa» han sido usadas por el marxismo cultural para la homologación de un Estado paralelo, con sus leyes de género paralelas, que va desde la universidad hasta los medios y el cine. Estado paralelo que permite a la izquierda seguir imponiendo sus dogmas y vivir untados con el dinero público para asegurar su hegemonía moral con lo inmoral y para perpetuar el lujoso tren de vida de una minoría violenta, incluso cuando no gobierna


  Ignoro bajo cuántos candados y en qué arcón de seguridad encerrarán las feministas a sus propios padres, hermanos e hijos varones cuando nos cuentan que todos los males de nuestra civilización provienen de la cosita machista. Que la masculinidad ha de tratarse en nuestra rutina como si fuera una patología que necesita cura. Mientras, su industria ha creado un glosario casi indescifrable para llevar a término esa labor de lobotomía social con la llegada al poder político y social de varios tipos de feministas que engrosan el movimiento socialista más coactivo, mentiroso, perjudicial e infantil de este siglo y que trato en mi libro anterior, Manual para defenderte de una feminazi, Editorial Samarcanda, 2019


  Entre ellas se encuentra una variedad, imperante sobre todo en los medios de comunicación, la feminista hibristofílica : se trata de la feminista ofendidita por la opresión heteropatriarcal, pero que al mismo tiempo siente una constante pulsión carnal o romántica por golpistas, terroristas y demás criminales, definición literal que da la OMS de la hibristofilia. La psicóloga forense Katherine Ramsland, autora de varios libros sobre criminales, entrevistó a mujeres que se habían casado con este tipo de criminales y averiguó que se trataba de personas sumisas e inseguras que creían que con su amor podrían transformar a estos hombres malos y redimirlos. «Les atrae la idea de que ellas los puedan salvar, que puedan sacarlos del mundo en el que están y volverlos buenos», dijo en BBC Mundo la psicóloga, sexóloga y antropóloga Blanca Torres Cazallas


  Por ellos acaban convirtiéndose en auténticas lobistas mediáticas de sus derechos humanos y en fans capaces de convertir a un terrorista como Arnaldo Otegi en «un ciudadano», palabras exactas pronunciadas por Elisa Beni al interpelarme en un programa de Espejo Público hace tres años. Al mismo tiempo, ese espécimen feminista establece la verdad inequívoca de que en España existe el «terrorismo machista», menos cuando, claro está, las mujeres apaleadas lo sean a manos de batasunos por ser las novias de los guardias civiles de Alsasua


  Un caso claro de esta variedad es también la actual ministra de Igualdad, quien, en 2016, cuando aún era solo portavoz adjunta de Unidos Podemos en el Congreso y jefa de Gabinete de su pareja sentimental, el vicepresidente del Gobierno, Pablo Iglesias, criticó que los detenidos por apalear a dos guardias civiles en la localidad de Alsasua y a sus mujeres fueran acusados de terrorismo por la Audiencia Nacional. Tras recibir en el Congreso a los familiares de los batasunos, aunque jamás a los de sus víctimas, Montero dijo en una entrevista en Antena 3, recogida por Europa Press: «Por respeto a las víctimas del terrorismo, a lo que hemos vivido y al ejercicio de construcción de la democracia y de convivencia, hay que poner las cosas en su sitio y hacer pasar por terrorismo lo que no es hace daño a los que quieren construir convivencia y paz»


  Para ese tipo de feministas que llaman «proceso de paz» a 40 años de exterminio etarra, el enemigo no es un batasuno, sino el patriarcado. Un constructo paranormal que explican como un sistema generado por siglos de dominación falo-social, por «el capitalismo» y por «la testosterona de Franco»


  Para las feministas que viven de perseguirlo, el patriarcado está en todos lados, obviamente: en el Neolítico ibérico[4], en el aire acondicionado demasiado alto[5], y en el pobre hombre sentado despatarrado en el metro


  Les queda por encontrar, sin embargo, un adjetivo que califique la circunstancia de que, hoy por hoy, la mayoría de las políticas y medradoras de la política y la administración «feminista» asuman el liderazgo por el dedazo o la designación de su hombre. Todavía no han encontrado un adjetivo que nos aclare esa metamorfosis bastarda del patriarcado. Un caso paradigmático de las políticas de la izquierda feminista que presentan claros síntomas de hibristofilia es la política de Podemos y consultora de género Clara Serra


  Como varias de sus homólogas más mediáticas no se conforma con reivindicar los derechos humanos de violadores y agresores sexuales condenados, sino también su aportación a la sociedad, aunque solo sea a través de su fantasía femenina


  La responsable de Igualdad de Podemos aseguraba hace tres años en la mesa del debate televisivo de Pablo Iglesias, La Tuerka, que «la fantasía de violación y de sexo con violencia es algo que la mujer podría desear»: «Hay que asumir que, en la medida en que los deseos no son constituidos por uno mismo, e incluso, que el patriarcado puede estar ahí detrás de los deseos de las mujeres, la humillación es una cosa que las mujeres pueden desear. Y cuando digo humillación, quiero decir que existe la fantasía de violación, existe la fantasía del sexo con violencia, etc. Y esto no es una cuestión marginal ni una cuestión de deseo masculino. Yo afirmo que eso es un deseo femenino, que muchas mujeres tienen constituido así su deseo»


  Clara Serra es otro ejemplo claro de que lo más urgente que necesitan las mujeres para avanzar es exigir representantes mentalmente sanas


  Además del obvio incentivo pecuniario de las mujeres que viven del mero hecho de serlo, solo el desorden psiquiátrico puede explicar que estas profesionales de la industria feminista defiendan a tanta carne de presidio en las instituciones. La hibristofilia puede explicar, en gran medida, que una actriz de Hollywood del Me Too, o de algún bodrio almodovariano, que odia a Trump, o que una madre del grupo de WhatsApp del colegio, que también odia a Trump, o la repartidora de condones del «punto lila» del 8-M, que para variar también odia muchísimo a Trump, defienda el velo islámico para la mujer en España, «por lo que mola el mestizaje y la multiculturalidad». Ya sea con un hiyab o con una vagina de caucho rosa en la cabeza para desfilar por la Quinta Avenida de Nueva York o por la Castellana, igual da


  Otro tipo de feministas sin las que las anteriores no habrían podido llegar tan lejos, son las de comisión de igualdad


  Son las más moderadas y, dicho sea de paso, también las más aseadas por su condición de «femen de moqueta». Señorías que cobran de 700 a 1.500 euros extras añadidos al jornal de diputada. Lo cual les permite refinarse y visitar las mejores perfumerías de Serrano


  Además, en esta variedad también encontramos a exquisitas «chicas de derechas» de principios disolutos e inciertos, pues para saber con total seguridad hasta dónde llegarían en la batalla contra los planteamientos del marxismo cultural feminista tendríamos que quitarles su sueldo extra


  Diputadas del PP y Ciudadanos, que asisten a este contubernio parlamentario creado por las Calvos y Monteros de turno para que estas no las tilden de «fascistas», por lo que llegan a secundar el ideario socialista que afirma que, en España, el empresariado se «cisca» en la Constitución Española y en el Estatuto de los Trabajadores, afianzando así los mantras frentistas-comunistas: que en España no existe la igualdad de los hombres y las mujeres ante la ley y que las mujeres y los hombres no cobran el mismo salario por hacer el mismo trabajo (que no tengo nada claro que el dato de la inexistencia de distintos salarios para el mismo puesto entre hombres y mujeres sea real)


  Mantra bajo el que ha construido un imperio oligofrénico otro prolífico tipo de feminista, la de los chiringuitos y asociaciones que, bajo el albur económico proporcionado por Europa a través del PSOE, Podemos y el restos de las izquierdas, se encargan de diseñar e implementar las leyes antihombres y la violencia explícita contra partidos y mujeres antifeministas


  Proliferan, especialmente, en las estepas andaluzas, donde las más de 2.000 asociaciones y federaciones feministas que detalla el BOJA (Boletín Oficial de la Junta de Andalucía), lo mismo te montan un «taller de la búsqueda de la almeja», que te boicotean la investidura trifachita en el Parlamento de Andalucía en 2018 o, como le ocurrió a servidora hasta en cinco ocasiones, amenazan a hoteles llamando a sus centralitas y montando aquelarres en sus puertas para censurar las presentaciones de libros contrarios al movimiento.


  EL MINISTERIO DE IGUALDAD, EL CLUB DE LAS FEMINISTAS PUESTAS A DEDO POR SUS PAREJAS


  De vez en cuando las partisanas contra el patriarcado bajan la guardia un rato. No se puede estar veinticuatro horas persiguiendo como una sabuesa a la violencia masculina estructural y al machismo tóxico en todas partes y en cualquier circunstancia: en los consejos de administración del Ibex, en la cola del pan, en la cúpula del Consejo General del Poder Judicial, en el camarero que le sirve el cortado de él a ella mientras que a su marido-paje le pone su carajillo de Tía María, en el pobre chaval que abre las rodillas en el metro y en las intenciones penetradoras de la broca 8.


  Una o dos veces al año ellas hacen alguna mínima concesión a la «cosa patriarcal».


  No pasa nada por hacer la guerra de lunes a viernes y bajar la guardia un rato el sábado.


  A veces, las feministas «oprimidas por los hombres» que gobiernan el mundo progresan en la vida gracias a ser la mujer del suyo:


  Cuando Pablo Iglesias colocó a Irene Montero, primero como número dos de la formación y después como ministra de Igualdad, nadie alzó la voz en el seno del partido contra la influencia del «patriarcado». No solo eso, sino que existía una entente, e incluso miradas de reproche lanzadas preventivamente por los presentadores de televisión en las mesas de debate político, contra los sospechosos de querer denunciarlo.


  Cualquier periodista que sugiriera que la de Podemos había llegado a la cúspide política gracias al modelo de ascenso «negocio vaginal, éxito asegurado», era advertido en directo de no repetir la afirmación «por suponer una falta de respeto» hacia la susodicha, cuando lo cierto es que el respeto de un periodista debería ser hacia la verdad.


  Y era verdad que la flamante ministra de Igualdad, Irene Montero, adquiría una cartera con 120 millones de euros en el ejecutivo más numeroso y caro de la historia de la democracia gracias a ser la pareja sentimental del vicepresidente del Gobierno y enunciarlo era pura información. Y lo era hasta el punto de que el acuerdo entre el PSOE y Podemos para formar gobierno se frustró en septiembre de 2019, en gran medida, por la negativa de los socialistas a convertir a la compañera sentimental de Iglesias en la ministra de una institución antológicamente conducida por las mujeres de Ferraz, aunque también fueran las más mediocres de la cantera política.


  Hoy la más principal tarea del Ministerio de Igualdad es erigirse en la Lorena Bobbitt de la sintaxis heterosexual y retransmitir sus performances de hiperhormonadas que llegan a celebrar fiestecitas de cumpleaños con las «amiguitas» de la ministra reconvertidas en las 14 asesoras de un ministerio con más moquetas que atribuciones y que suponen un gasto total anual para las arcas del Estado de 901.283,08 euros. Casi ninguno de sus nombres aparece en el BOE. Como tampoco lo hace su currículum. Y el ministerio ya ha declarado públicamente que «no tiene obligación de dar más detalles al respecto».


  No obstante y a pesar de las trabas del ministerio, esta es la cantera técnica de una cartera que en 2021 maneja 451 millones de euros, un 157% más que el presupuesto de 2020. Son 250 millones más de lo que costaría comprar 47 millones de test de antígenos para la lucha contra el Covid en medio de la pandemia que, solo desde marzo de 2020 a noviembre del mismo año, se ha llevado por delante la vida de 60.000 personas.


  Casi un millón de euros para 14 feministas de las miles que viven de la red clientelar en un momento en el que las colas del hambre y los parados se han disparado en España hasta pasar de los 6 millones.


  
    Patricia Fernández Pérez. Directora de Gabinete de la Secretaría de Estado: 60.881 euros.


    Amanda Meyer. Jefa de Gabinete de la ministra: 83. 425 euros. Su labor fundamental en el ministerio fue la de sujetarle la tarta a la ministra Montero en el famoso vídeo en el que la novia de Iglesias celebraba su cumpleaños en dependencias ministeriales. También logró otro gigantesco hito feminista: crear la beca black de la que se benefició Íñigo Errejón durante su etapa como política de Izquierda Unida en la extinta Junta de Andalucía, donde la colocó su novio, Toni Valero, coordinador del partido en esa filial autonómica.


    Noelia Vera. Con la formación del nuevo gobierno, esta señora fue nombrada secretaria de Estado de Igualdad y para la Violencia de Género: 100.602 euros. Ojo al escarnio patriarcal-laboral, porque Vera fue cesada y nombrada de nuevo con el único objetivo de cambiar el nombre de su cargo a «contra la violencia de género» en lugar de «para la violencia de género». A su sueldo ministerial, hay que añadirle los 21.878 euros que cobra por ser diputada de Podemos por Cádiz.


    Clara Alonso Jiménez. Asesora: 51.946 euros. Exbecaria en lugares como el Instituto de la Mujer siendo técnica de Igualdad de Oportunidades, que debe de ser lo más hit desde Montesquieu, en el sindicato Unión Sindical Obrera, donde no se ha conocido secretaria general mujer desde su fundación en 1961.


    Teresa Arévalo Caraballo. Asesora: 51.946 euros. Virginal en lo relativo a haber conocido varón que perpetrara contra ella la clásica explotación laboral heteropatriarcal, pues su única experiencia laboral antes de ocupar su cargo de asesora en el ministerio, sin funciones definidas, fue vender cruasanes en la panadería de sus padres.

  


  Paradojas de la vida, la famosa “lucha histórica feminista” acabó por convertirla en palanganera de la ministra de Igualdad Montero, pues según un informe que la exabogada de Podemos, Mónica Carmona, remitió al juez del caso Neurona, Arévalo estuvo percibiendo su sueldo público por ejercer una labor privada de canguro de la prole del vicepresidente Iglesias y su novia titular de la cartera feminista.


  Un hito más en el largo historial de logros del movimiento, si la ministra necesita niñera, la coloca como asesora en la administración pagada por los ciudadanos con sus impuestos.


  Además de los millones de víctimas que, sin saberlo, ayudan a patrocinar las excentricidades domésticas de la máxima exponente institucional del feminismo, Téresa Arévalo se ha convertido en una víctima, consciente y consentidora, de la prototípica feminista en el poder. El perfil de la narcisista disfrazada de filántropa que, desde sus actos de falsa o interesada bondad, se impone sobre el individuo siempre gracias a su posición de poder. “Yo soy superior a ti y mi generosidad, lo quieras o no, te supedita a mí”. “Sin mi patrocinio no serías capaz de sobrevivir o de solucionar tus problemas. Y tu problema sin mí sería perder tus 51.946 euros de sueldo; ergo, cambia los pañales de mi nena pequeña”.


  Un mes antes de hacerse público que la jefa de la mafia feminista usaba el dinero público para pagarse la mucama infantil, Montero reivindicaba “el derecho de las mujeres a dedicarse tiempo a sí mismas y a tumbarse en el sofá y ver una película, o a quedar con unas amigas para realizarse como persona” en un alegato más de la ministra contra los hombres que su ministerio promueve desde que esta recibiera el cargo de manos de su pareja. Lo curioso es que mientras exigía y diseñaba el comportamiento y la moral privada de 47 millones de españoles, ella prefería ponerle la cofia y pasarle el “bibe” a otra por más de 50.000 al año en vez de exigirle el fifty-fifty en la cosa de los cuidados perinatales al macho ungidor de la pareja.


  
    Alba González Sanz. Asesora: 51.946 euros. Experta en eso que las feministas llaman «cuestión de igualdad de género», donde ha cursado varios másteres, título muy válido para la sociedad actual si lo que quieres es dedicarte a sexar pollos en alguna granja de Soria. En un principio, iba para directora general de Igualdad de Trato y Diversidad Étnico Racial, pero el Ku Klux Klan posmoderno le bajó el «techo de cristal», noqueándola para el cargo por no ser negra, por lo que tuvo que dimitir y ser readmitida como «soldada» rasa contra el patriarcado, que, al fin y al cabo, no se la cepilló en lo laboral, pues antes vino otra mujer a hacerle el trabajo, Rita Bosaho, quien sí tenía el pantone adecuado.


    María Naredo Molero. Asesora: 51.946 euros. Abogada de profesión y «especializada en derechos de las mujeres», esa aberración inherente al feminismo que defiende la segregación sexual frente a la ley y la Constitución Española.


    Ángela Rodríguez Martínez. Asesora: 51.946 euros. Conocida por llamar «puta coja» a la secretaria general de Podemos en Galicia en 2015, que tenía una discapacidad física, por lo que fue denunciada ante la comisión de derechos y garantías estatal del partido. Debió de insultar a la coja adecuada, pues tres años más tarde le dieron el cargo en el ministerio. «Yo sí te creo, hermana».


    Lidia Rubio Sánchez. Asesora: 51.946 euros. Periodista becaria en TV3, en Catalunya Radio, en el Grupo Godó y en la agencia Efe. La cuota separata del ministerio. «Anticapitalista», pero beneficiaria de una beca Bankia gracias a la cual estuvo once meses en la agencia Efe.


    Bárbara Tardón Recio. Asesora: 51.946 euros. Doctora en estudios interdisciplinares de género con una tesis titulada La violencia sexual: Desarrollos feministas, mitos y respuestas normativas globales. «Reputada» consultora internacional de género y derechos humanos».


    Jesús María Generelo Lanaspa. Consejero técnico de información: 45.638,36 euros. LGTBI y muy cercano a la archiconocida Boti García, directora de Diversidad de Montero, que presumió en La Tuerka de haber mantenido una relación con una alumna menor y a Beatriz Gimeno, expareja de García, directora del Instituto de la Mujer y partidaria de «penetrar analmente al hombre».


    Rubén Juste de Ancos. Consejero técnico de información: 45.638,36 euros. El más listo de todos, así que imagínense. Exasesor del presidente de Bolivia y acusado de narcotráfico y terrorismo, Evo Morales. Su labor en pro de la mujer boliviana fue cerrar los ojos mientras Morales mantenía una relación pederasta con una niña de quince años, a la que dejó embarazada en 2015[6].


    Manel Ros Salvador. Consejero técnico de información: 45.638,36 euros. No se sabe ni qué hace ni para qué vale, pues en el BOE la tarea asignada a su nombre, al igual que muchas de sus compañeras, es la de «asistente para la atención de los señores diputados» de Podemos. Lo que sí sabe es hacer recados, pues fue el que compró la tarta de la famosa party-fem del famoso vídeo.

  


  Todavía rechinan las imágenes del 18 de febrero de 2020 en las que se ve cómo ese mismo equipo, constituido únicamente por cargos de Podemos (sin una sola funcionaria, cajera, reponedora o costurera de esas a las que, según la ministra, les sangran las manos de tanto coser) cuenta cómo hace los preparativos de la fiesta de cumpleaños de la ministra. Por fin algo de humanidad dentro de las instituciones. «Como estamos aterrizando en el ministerio y no tenemos tiempo ni siquiera de celebrar los cumpleaños, lo vamos a celebrar en medio de dos mil reuniones. Pero hay que hacerlo, hay que darle mimos a Irene», explicaba en las primeras semanas tras la toma de poder una de sus colaboradoras.


  Entre risas y alboroto, esta detallaba en el vídeo todos los sacrificios asumidos por el círculo de doce asesoras de Montero[7]. «Ya he tenido tres reuniones y me quedan otras cinco hoy, me parece que voy a morir prematuramente… vamos a cambiar la vida de las mujeres», repetían con la progesterona por las nubes como si, hasta que llegaron ellas, los derechos de las mujeres hubieran estado en el mismo saco que los de los carniceros y violadores o, por ejemplo, en el de las niñas menores que según Lola Delgado se habían prostituido en Colombia con sus colegas fiscales y jueces[8].


  El vídeo del cumpleaños de Montero acababa con un «toc toc» en la puerta del despacho de la ministra. «¿Se puede?», preguntaba Noelia Vera, la secretaria de Estado también en pleno estado vital de buena esperanza. A lo que siguió el Cumpleaños feliz coreado por el ejecutivo ministerial hasta que la ministra, emocionada, por fin salía con su hija Aitana cargada en brazos para entregársela a «la tita», Amanda Meyer, quien por más de 80.000 al año ya podía hacer las veces de nani cambia-pañales. «¡Muuuchas gracias, chicasss!», respondía Montero.


  La pobre ministra, dedicada por completo en la tarea de feminizar cada adjetivo, sustantivo y profesión machirula de la RAE, no había tenido tiempo de celebrar su cumpleaños. Esclavitudes de la vigorexia feminista.


  Irene se estrenaba con aquel socialité de sectita feminista tras su particular jura del cargo de ministra ante el rey el 13 de enero de 2020, bajo la atenta mirada del conseguidor de su paradójica conquista, su pareja. El vicepresidente del Gobierno había sudado lo suyo durante las negociaciones con Pedro Sánchez para que su mujer lograra el despacho feminista. Y no solo por las obvias reticencias del socialista a repartir el ministerio ansiado por todas las mayores vagas del reino de España, sino por otra negociación paralela, opaca e inconveniente que los Iglesias-Montero tuvieron que afrontar para llegar al ministerio, en otro tipo de despachos: los jurídicos, sin luz ni taquígrafos, de una tercera parte en discordia: la antigua escolta de Montero que demandó a la ministra de Igualdad el 19 de noviembre de 2019 por «trato laboral discriminatorio». Lo hizo en el Juzgado de lo Social número 3 de Madrid. Justo nueve días después de las elecciones generales.


  Sencillamente delicioso, la mujer que había ascendido desde la posición de cajera de los supermercados Saturn a razón de 900 euros mensuales, Cicciolina guerracivilista del 15-M y aspirante a rebanacuellos de los Borbones[9], a la de una de las máximas autoridades del Estado por 6.238 euros mensuales, a costa de dibujar un mundo catastrófico para las mujeres, constantemente agraviadas por los del falopatriarcado empresarial, los machismos, los micromachismos, los hípermega machismos, «o sea» varios, el techo de cristal y la brecha salarial, denunciada por otra mujer por discriminación laboral. La novia de Iglesias había pasado dos años encargándole calentar los asientos del coche en las frías mañanas de invierno (sic), comprar el Pedigree Pal para sus chihuahuas, hacer de recadera y de canguro de la saga familiar (sin contar con los antepasados del FRAP, claro está). Y todo ello fuera del horario laboral.


  Así, en el momento más inconveniente, justo dos meses antes de su toma de posesión como miembro del ejecutivo de Sánchez y el mismo mes de celebración de elecciones, Irene Montero se convirtió en la encarnación del fraude feminista. Es el cinismo de una mujer que se lucra con un modelo de negocio gracias al cual se malversan cientos de millones públicos anualmente. Es la mujer que utiliza a la mujer como recurso para sovietizar las empresas, para acabar con la iniciativa privada, para ser intocable en el ámbito profesional aunque no valga para el puesto, para acabar con los derechos fundamentales del adversario político, para lograr la autocensura de los periodistas por miedo a ser despedidos si son contestatarios con el feminismo y para justificar un emporio clientelar mediante el sostenimiento de sus grandes falacias: la discriminación laboral por ser mujer como norma general y la necesidad de las cuotas para la consecución de la cacareada «igualdad entre hombres y mujeres».


  Montero, la luchadora contra la explotación laboral femenina, había metido a otra mujer en su particular «algodonal» posmoderno sito en La Navata, en el que, según los cuadrantes que la que fue su escolta aportó como prueba en la demanda presentada ante el Juzgado de lo Social número 3 de Madrid, referenciado con el número 917/2019, efectuó más de 675 horas entre las diez de la noche y las seis de la mañana y más de 1.800 horas extra sin remunerar durante el tiempo en el que estuvo al servicio de Irene Montero.


  Finalmente, «la embajadora» de los derechos laborales de las mujeres acabó pagando in extremis 38.671,57 euros en concepto de las «horas extraordinarias no abonadas», de «horas nocturnas» por los servicios prestados fuera de su horario laboral y una indemnización extra de 6.000 euros por los «daños y perjuicios ocasionados» tras «la vulneración de sus derechos fundamentales». Cosas de la flamante ministra de Igualdad. Peccata minuta en relación a lo que podía haber sacado a Montero para que esta última pudiera seguir expandiendo su emporio. Les animo a buscar un solo programa de las televisiones hegemónicas, Atresmedia y Mediaset, en el que se dedicara un minuto a hablar del asunto.


  La censura mediática en España por la vía del feminismo ha llegado a un punto tan salvaje que decir en alto que la máxima responsable de un ministerio que cuesta a los españoles 180 millones de euros al año, 451 en los nuevos presupuestos, se ha salvado de ser condenada por explotación laboral pagando, podía suponer al periodista eventual de las mesas de debate político no volver a trabajar. Como mínimo, los que teníamos que hacer encaje de bolillos para colarlo con cualquier oportunidad en 30 segundos, éramos conscientes durante aquellos días de que tocaba enfrentarse a la hostilidad de la presentadora del programa y del «director de aquella orquesta» a través del pinganillo. Eran los meses en los que Podemos se jugaba la entrada en el Gobierno de España, e Irene Montero la asignación ministerial del hombre con el que compartía cama. Los medios televisivos, excepto El Toro TV, eliminaron toda la rendición de cuentas que debería haber exigido el periodismo a una señora que simplemente deseaba el poder en España y, para ello, usó su ascendencia marital sobre un hombre poderoso y todo el dinero que hizo falta.


  Los medios se han pasado los últimos tres lustros rebuscando en la marginalidad social para criminalizar al empresariado a costa de incluir en las parrillas televisivas casos surrealistas de anuncios laborales en los que un hombre buscaba a una «limpiadora sexy y con buenos senos. Abstenerse cardos» y cosas similares. De forma que han logrado asentar en gran parte de la sociedad la idea de que los hombres con empleadas a cargo se han encarnado en Belcebús, ávidos de cometer agravios salariales contra sus empleadas por razón de sexo. Por el contrario, uno de nuestros problemas laborales es la delegación de representación que las mujeres hemos hecho durante los últimos años en estas féminas sin recursos intelectuales que imponen cuotas en profesiones ya lideradas por mujeres. No, no hay una epidemia machista-espectral emanada a través de los conductos de ventilación de los emporios de empresarios «fascistas» que fuman puros habanos mientras las féminas con cofia les limpian los mocasines castellanos.


  El caso de explotación laboral de Irene Montero a su empleada desveló de forma mágica que las usuarias del lenguaje inclusivo no son necesariamente seres de luz incólumes y frágiles, incapaces de ser «una malvada empresaria capitalista» que oprime a sus trabajadoras. Las mujeres no somos una especie de campesinitas pelirrojas, tetonas y desvalidas, sacadas de una trilogía erótica de Danielle Steel, que, incapaces de valernos por nosotras mismas, hemos cambiado al clásico «cachondo» de torso homérico por Pedro Sánchez o por el pichabrava de Vallecas, por Irene Montero, por Carmen Calvo, por las expertas de talleres de la búsqueda de la almeja, por la Stasi contra el reguetón, o por alguna de las secuestradoras de niños de Infancia Libre que han redactado políticas feministas del PSOE y de Podemos.


  EL NOMBRAMIENTO DE BEATRIZ GIMENO COMO DIRECTORA DEL INSTITUTO DE LA MUJER


  El lunes 13 de enero de 2020 fue el día en el que juraron el cargo los ministros del elefantiásico ejecutivo de Sánchez. También fue el día del anuncio del reparto de algunos cortijos públicos cuyos despachos fueron a parar a varios humanos de género indeterminado, lo que ellos llaman «de género fluido» y a los que el argot popular de toda la vida les llama los que «comen carne y pescado».


  Gracias a ese extraño mérito vaginal, Podemos y el PSOE nombraron como directora del Instituto de la Mujer a Beatriz Gimeno y como directora de los asuntos LGTBI y de Diversidad a otro ser humano ciertamente inquietante, Boti García. Inquietante, no porque no respetemos la cosa de la «diversidad», sino porque ambas, sobre todo Beatriz Gimeno, han dejado claro en cada una de sus declaraciones que vienen a trinchar a nuestros hombres como a un pavo de Navidad.


  La actual directora del instituto dependiente de Montero aboga por «marcarnos la agenda sexual penetrando analmente al hombre heterosexual» (sic) por orden política, con el fin de que el género masculino entienda «cómo se clava en la vida y en el cuerpo de las mujeres la heterosexualidad». Así que, lectora, si tiene usted a un tío de verdad a su lado póngale a salvo, porque tras la inminente glaciación lésbica que propone el ministerio, en el futuro encontrar un empotrador será más difícil que tropezar con un molar de mamut circulando por la autovía del Cantábrico.


  «La heterosexualidad obligatoria es una herramienta del patriarcado para poner a las mujeres en una posición subordinada respecto a los hombres». «La heterosexualidad no es la manera natural de vivir la sexualidad, sino que es una herramienta política y social con una función muy concreta que las feministas denunciaron hace décadas: subordinar las mujeres a los hombres». Son algunas de sus «perlas» más memorables, recogidas en su artículo «Una aproximación política al lesbianismo»[10].


  Resulta evidente que la inmensa mayoría de la población no vive a costa del resto en función de su sexo o de su orientación sexual, como es evidente que la mayoría de los homosexuales abominan de este tipo de afirmación y adoctrinamiento coactivo, pero es obvio que personas como Gimeno y otras feministas que viven de la subvención han encontrado en su orientación sexual, incluso en su sexo, una vía de impunidad para imponer al resto de la sociedad unas ideas inmorales y particularmente enfermas. Impunidad de la que, sobre todo, gozan en los medios, pues cuando el discrepante señala públicamente en la televisión que esta señora quiere normalizar un apartheid para los hombres con la excusa de que por ser lesbiana está por encima de las leyes, automáticamente eres tachado de «homófobo».


  Como otras vividoras del entramado clientelar de la ideología de género, la directora del Instituto de la Mujer ha logrado vivir del cuento chino de ser mujer, lesbiana y antihombre. Y lo que es peor, hacerse millonaria con la falacia de que todo hombre tiene incardinada en su ADN la violencia contra la mujer y un instinto asesino contra ella mientras es precisamente la cuota feminista presente en los partidos, en los medios, en las instituciones públicas, e incluso en el mundo académico, la que aboga por reducir, e incluso eliminar las penas a los violadores y asesinos de mujeres.


  Gimeno evidenció que es un claro ejemplo de esta degeneración humana, presente en el colectivo, el día que se manifestó en su Twitter tras la condena a prisión permanente revisable de El Chicle, el asesino de Diana Quer, asegurando que España no necesitaba más presos en las cárceles. «No queremos prisión permanente revisable. No queremos más presos ni más cárceles. Queremos cerrar cárceles y en algunos países se hace». Unas palabras que el padre de Diana Quer, víctima de El Chicle, afeó a Gimeno tras su nombramiento: «La nueva directora del Instituto de la Mujer y su agenda sexual radical afirma que no quiere cárceles. A los violadores y asesinos los reeducará ella, en su casa. En España ya cualquier ignorante puede tener un cargo público. Pagamos los ciudadanos».


  Y Juan Carlos Quer tenía razón pues, a día de hoy, la número dos de Montero cobra 100.000 euros brutos al año por instruir a la sociedad en el arte de la mentira asegurando que las mujeres están en peligro de extinción como el armadillo carreta, el perrito llanero mexicano o el mono choro de cola amarilla, mientras aboga por la salida de los asesinos y violadores de las cárceles. Se ha convertido en millonaria por fabricar teorías sociales marginales en las que todo es patriarcal: el leviatán capitalista, el embarazo y un bebé con colita que, ante el potencial peligro de convertirse en Donald Trump, pasa a llamarse «criatura». O por instaurar guías sanitarias en las que curiosamente se proscriba la palabra «mujer» y se llame «personas preñadas» a las «mujeres embarazadas» para evitar la ofensa de los transexuales a los que no se puede regalar el milagro de la reproducción.


  EL MINISTERIO DE IGUALDAD, LA STASI CONTRA LA INICIATIVA PRIVADA


  El derecho a la propiedad privada es la condición esencial inherente a cualquier democracia real, al principio de libertad humana y a la materialización práctica de este principio articulado a través del sistema capitalista que, además de haber sido el gran elemento emancipador femenino, invoca la «libertad» individual y de mercado como su principio y fundamento. Todos los sistemas totalitarios y fascistas, sin excepción, han sido contrarios a estos principios. Y todos sus caudillos, sin excepción, tienen en común su odio al liberalismo y su creencia en el capitalismo exclusivamente de Estado, como el de la URSS. Como muchos otros gobiernos totalitarios y dictatoriales de Hispanoamérica y del mundo, el gobierno de coalición iliberal formado por Podemos y el PSOE es la principal causa de la pobreza de la población, por su odio incontrolado a nuestros sistemas democrático y de economía de mercado. Iglesias y Sánchez viven de y dentro de un modelo socioeconómico que les recuerda cada día de su vida el fracaso de sus ideas: subvenciones a los parados, la aprobación de leyes que los aumentan y la clienterización de la sociedad civil mediante subsidios para hacerla dependiente exclusiva del Estado. Como todos los regímenes estatistas y totalitarios, este necesita ser el proveedor monopolístico de la misericordia económica, hecho absolutamente imposible mientras el propio ciudadano, a través de sus proyectos profesionales y vitales privados, sea el proveedor y el garante de su libertad económica. El socialismo no triunfa allí donde el sujeto sea el dueño de su propia vida.


  Además de su habilidad para criminalizar al 99% de la población masculina mientras pide la excarcelación del 1% de asesinos y violadores de mujeres y además de pastorear a las mujeres con normativas estúpidas, desde su profunda concepción machista y paternalista, el feminismo y su principal bastión ideológico, el Ministerio de Igualdad, ha interpretado que la mujer es el elemento intelectualmente más débil y más dominado por las emociones y la irracionalidad. El colectivo más maleable y más susceptible de ser convertido en una herramienta política para los logros de la guerra cultural marxista y para «peronizar» el país combatiendo al capital. La mujer y su irresponsable entrega a la izquierda más mendaz del mundo, ha permitido a este gobierno comunista saquear sagaz e impunemente las arcas del Estado desde el inicio de su existencia y criminalizar a las empresas privadas mediante informes dignos de la más impune comisaría político-marxista del siglo XXI que es el feminismo.


  Una vez arruinados los activos estatales provenientes del saqueo del contribuyente, el socialismo del siglo XXIha encontrado en la teórica cruzada por el bien de la mujer una forma de robar e intervenir los activos privados y no solo eso: ha logrado que ni el Congreso, ni la oposición, ni la Justicia se atrevan a frenar el saqueo y la expropiación comunista.


  Uno de los ejemplos más clamorosos de la presente legislatura del Gobierno de España fue el documento de 190 páginas titulado «Publicidad y campañas navideñas de juguetes: ¿promoción de ruptura de estereotipos y roles de género?», presentado el 26 de octubre de 2020 por el ministerio de Irene Montero y el antro clientelar de Beatriz Gimeno[11]. Un estudio encargado a la consultora Kualitate Lantaldea, con sede en Galdácano, Vizcaya y al Observatorio de la Imagen de las Mujeres, que costó 17.000 euros públicos en el momento en que España se enfrentaba al dantesco escenario económico y social de 100.000 empresas destruidas —el 98% pymes—, 1.200.000 puestos de trabajo perdidos y 4.000.000 de parados liderando de forma calamitosa el ranking europeo, según Focus Economics.


  Cobraron 17.000 euros por un informe basado en 71 quejas tan anónimas como las falsas denuncias por acoso sexual fabricadas por los líderes de Podemos cada vez que han querido acabar con la carrera política de algún disidente interno y que servía para poner en la diana del gobierno comunista a 21 empresas privadas a las que se les exigía el «impuesto revolucionario de género» y cuyo delito para las trastornadas que no han trabajado en su vida era que la publicidad fuera dirigida principalmente a los target de mercado.


  No me digan que el calibre de la impunidad feminista no es fascinante: el gobierno que se asesoraba con las secuestradoras parentales condenadas de la organización criminal de Infancia Libre, el Gobierno de España formado el PSOE y Podemos, los dos partidos que votaron hasta en tres ocasiones contra las comisiones de investigación sobre las 16 menores prostituidas en Baleares bajo su tutela, pagando casi 20.000 euros por acusar de sexualización temprana en un documento público a los centros de ocio Princelandia, Disfraces Alegría S. L., The First-Outlet Andalucía, Carrefour, Zara, El Corte Inglés, TC Media, E. Leclerc, Cóndor-Aretex S. A., Bimba y Lola, Adam Foods, La Piara, Disfraces Alegría S. L., XDC Europe Distribution, Qbaila, Asociación y Balonmano Antequera, Clan TV, Zippy Comercio y Distribución, American Pie Europe Party, The First-Outlet Andalucía, Mayoral Moda Infantil S. A., Play Fiesta, S. A., Din&Don, Juguetes Quevedo’s, Laboratorios Belloch-Nelly, Giseppo Kids you & Me.


  El ministerio ya había salvado a las mujeres españolas del reguetón falocrático, del patriarcado que se esconde en el aire acondicionado, del machismo rampante en las series de de televisión, del pichabravismo de Paco Martinez Soria y, de nuevo, ante la campaña navideña de regalos 2020-2021, volvían a levantar un muro de contención para proteger a las niñas de la horripilante sexualización de las Nancy y de la cosificación femenina generada por la cocinita de Giochi Preziosi.


  En el presente, la igualdad real se persigue, incluso, desde las jugueteras, que quieran salvarse de la quema feminista, con la fabricación en cadena de una Barbie fea, masculinizada, y a poder ser con un mostacho benemérito, que levante la voz por sus derechos y que rompa con la sumisión de años al bótox y al porespan heteropartiarcal. El «empoderamiento» de la mujer será promulgado por una muñeca que les diga a las niñas que lo fetén es estar soltera y que, para conquistar el mundo, debes sacrificar a tu pareja masculina, obviamente, y en su mayoría, sobre todo a aquellos que no puedan conseguirte un ministerio con 451 millones de euros de presupuesto.


  Las muñecas deberán enseñar a las niñas a no ser indiferentes al canto del apareamiento de la foca noruega y a la «calentología», a la del globo terráqueo, no a la pulsión de las groupies políticas que pudieran sentirse atraídas por Iglesias. Barbie empresaria, por ejemplo, con un negocio propio y que les diga a las niñas que ellas pueden tomar el poder, crear su propio empleo, tener éxito y ser independientes. Porque no vaya a ser que a alguno de ustedes les sale una hija groupie que consigue el único puesto de trabajo de su vida por ser la groupie más efectiva de un vicepresidente del Gobierno. Nadie querría eso.


  El infumable y carísimo pasquín ministerial ofrecía explicaciones tan retorcidas para certificar que los juguetes están sesgados por sexos que, tras leerlo, una solo podía pensar que habría que someter a las autoras a un informe forense ante el juez para alejarlas a miles de kilómetros de cualquier niño. El documento creaba problemas inexistentes y un submundo imaginario que solo podría existir en la mente de un pervertido para tener algo por lo que decirle a la sociedad que solo el Estado puede sanar a toda la población, o prevenirla de la enfermedad machista heredada al nacer, con una especie de terapia de aversión para evitar que cada individuo se convierta en un pervertido. El mensaje es sencillo: si no quieres ser un degenerado abraza el feminismo y, lo que es más, fináncialo como tu principal prioridad humana. Coloca al feminismo en la cúspide de tu pirámide de Maslow o conviértete en el enemigo del pueblo.


  Todo en el informe era sexista, según las chicas de Irene Montero. Hasta el masculino genérico era señalado como problema del que debe abominar cualquier sociedad sana. Y, solo con eso, rellenan decenas de páginas repitiendo un párrafo incansablemente: «Más allá de la publicidad, los propios productos contribuyen a introducir en el mundo infantil elementos que influyen sobre la percepción de sus cuerpos y refuerzan la cosificación y sexualización de las niñas y que se comercializan de forma generalizada a través de grandes cadenas comerciales, como bikinis o sujetadores con relleno que simulan pecho desarrollado en niñas pequeñas».


  Resultaba llamativa la loable preocupación del ministerio por la influencia que la moda infantil pudiera tener sobre las crías. La compra y el uso recurrente de un bikini a temprana edad podían convertir a la hija de cualquiera en una especie de conejita de la casa Playboy de Hugh Hefner. No así el programa educativo 2018 del gobierno de Navarra de Uxue Barkos (compuesto por Geroa Bai, Bildu, Podemos e Izquierda Unida) aprobado y aclamado por el feminismo y su ministerio, en el que los juegos eróticos eran recomendables para los niños de cero a seis años de las escuelas navarras. Además, según el mismo programa educativo, los niños y niñas a partir de doce años tenían que opinar, decir, por ejemplo, si era verdadero o falso que «el coito anal es la práctica preferida por los homosexuales»[12].


  El periódico ABC desvelaba en exclusiva el 31 de octubre de 2018 que el profesorado de los colegios públicos repartía una ficha para ser debatida entre estudiantes a partir de catorce años en la que se explicaba a los menores que «hablar con sentido común del amor es más difícil que resolver integrales» y que «el amor es como una idea vieja y con sabor rancio».


  Como autora de este libro, confieso mi ignorancia sobre posibilidad de que haya un machirulo enfermo detrás de la creación de cada prenda infantil femenina. Incluso en el caso de que el machirulo haya poseído el cuerpo de la diseñadora con sexo, género y carga hormonal aptas para ser mujer según los parámetros filosóficos de las feministas, pero lo que sí resulta probado es que dentro de este colectivo se encuentran unas cuantas psicópatas y depredadoras sexuales, que a los ojos de quienes queremos ver, se camuflan igual de bien que lo haría un hombre. Como ya aseguré en Manual para defenderte de una feminazi, para esta autora el feminismo tiene incluso una vena pedófila con un evidente tufo a ingeniería social por incentivar a los niños a tener relaciones homosexuales.


  En fin, que resulta tranquilizador saber que la dotación presupuestaria del Ministerio de Igualdad ha alcanzado 451 millones de euros, aunque resulte imposible saber cuántos llegarán a las víctimas del maltrato después de pagar los 900.000 euros anuales en sueldos de las asesoras, las fantasías pervertidas de algunas personas con cargo institucional proyectadas en la sociedad, las tartas de cumpleaños y las guías antipatriarcado. Entre tanto, sus páginas nos deleitarán a la espera de cobrar los ERTE.


  Otro caso paradigmático de acoso femimarxista a la empresa privada con cargo al presupuesto fue el protagonizado por ministra de Igualdad y Beatriz Gimeno a cuenta de las típicas placas infantiles ideales que usted pondría en la puerta del cuarto de su niña o niño. Los cartelitos que rezan «Aquí duerme una princesa», o «Aquí duerme un príncipe», se convirtieron para el feminismo institucional, académico y mediático en una ofensa del patriarcado que condicionaba la «identificación de género» de los críos a una edad en la que, seamos claros, ninguna de sus preocupaciones tiene que ver con ningún trastorno psicosexual feminista. A Dios gracias.


  Gimeno remitió una carta de «impuesto revolucionario» feminista a una empresa radicada en San Sebastián de los Reyes (Madrid), en la que le advertía sobre la venta de esas placas infantiles que entendía como sexistas.


  «Me pongo en contacto con usted porque he tenido conocimiento, a través de una queja recibida en el Observatorio de la Imagen de las Mujeres, de la venta por su compañía de modelos de placas de puertas para habitaciones infantiles en las que se ofrecen versiones diferenciadas en función de si son para niños o niñas; representando piratas y héroes en primer caso, con los mensajes “Aquí duerme un pequeño héroe” o “Aquí duerme un pirata”», afirmaba Gimeno, concluyendo en la carta que «este tipo de diseños contribuye a fortalecer los estereotipos de género, vinculando a las niñas con el papel tradicional de princesas de cuentos y a los niños con roles vinculados a la acción, como los personajes de piratas o súper héroes». Evidentemente el desbarre distópico de la directora del Instituto de la Mujer chocaba de frente contra cualquiera que tuviera unos hijos preciosos dignos de ser elevados a la categoría de príncipes y princesas, incluyendo a las feministas que en su casa comen patriarcado en la intimidad, pero era pretexto suficiente como para trincar medio millón de euros del bolsillo del contribuyente para la creación de un teléfono de atención sobre «discriminación por sexo», aún vigente, que incluye la posibilidad para el ciudadano de denunciar a cualquier empresa por «publicidad sexista».


  Había que compensar la conmoción de las feministas dependientes del Ministerio de Igualdad que dirige Irene Montero, las listas que se llevan las mordidas, y lo hizo el Instituto de la Mujer de Beatriz Gimeno, a través del Observatorio de la Imagen de las Mujeres. Las mismas que se lucraron con el informe anterior de los 17.000 euros.


  En plena crisis económica por la pandemia del coronavirus, disparado exponencialmente el 8-M, día de la marcha feminista, el teléfono de la nueva Stasi feminista fue licitado por el Instituto de la Mujer y para la Igualdad de Oportunidades. En concreto, el importe de licitación ascendió a 464.534,42 euros, impuestos incluidos. ¿Para qué? Para habilitar un número que sirve al ministerio de Irene Montero para «vigilar aquellas conductas que considere sexistas», utilizando para este fin a adeptos civiles con sentido de pertenencia anticapitalista a modo de esforzadísimos espías.


  Era evidente que la sexualización de las placas o del botijo del tío de Cuenca, como les ocurre con las vidas de las mujeres maltratadas, les importaba un bledo. Las niñas, como las mujeres adultas, no son más que títeres a las que usan para imponer su agenda anticapitalista de tábula marxista. Y si hay que aprovechar una placa de puerta o el asesinato de una mujer, pues se aprovecha. Nadie instrumentaliza el dolor, la muerte y la parodia mejor que una feminista. De hecho, todos esos factores son los mejores catalizadores para su cambio «revolucionario». La mujer, las niñas y el control del Estado sobre sus vidas son el arma perfecta para la subversión del sistema desde las instituciones, los medios y la educación. Sin olvidar la sumisión del primer partido de la oposición política, que ha entregado al feminismo su rendición mientras ese selecto grupito de señoras nos roba al resto, a la mayoría de las mujeres.


  «NEGOCIO VAGINAL, ÉXITO ASEGURADO»


  En 2009, la actual fiscal general del Estado y exministra de Justicia del Gobierno de España Dolores Delgado se reunía en el restaurante Rianxo con su amigo especial, exjuez inhabilitado por prevaricación y abogado del narco del Cartel de Bogotá Alex Saab[13], Baltasar Garzón y el excomisario, hoy reo, José Manuel Villarejo. Nueve años después, el periódico digital Moncloa.com publicó en exclusiva el audio de aquellas conversaciones en las que Villarejo desgranaba orgulloso el modelo de negocio de su principal fuente de ingresos, un prostíbulo de scorts con el que obtenía información «vaginal» de políticos y el círculo más íntimo de estos.


  «Era increíble cómo a esa gente dura, correosa de los consejos de administración le ponías una chorbita, se la tiraba y decía “eres un tío guapo” y ¡pom!, muerto. La gente es más simple, no he visto gente más tonta. Les contaban las cosas para que las chicas se sintieran cautivadas. “Dios, la que he liado esta mañana”. Me hice de oro. Era la información vaginal, que yo decía». Y la fiscal general del Estado del gobierno «feminista» de Sánchez, entonces fiscal de la Audiencia Nacional, ungió ufana la habilidad mercantil del proxeneta en su segunda actividad con la frase «éxito garantizado. Es mucho más fácil que un hombre babee, que una tía babee».


  Lo cierto es que las feministas y con especial diligencia las de Podemos, han demostrado que aquella afirmación era absolutamente falsa a juzgar por el excesivo rendimiento salivar que han demostrado por los hombres de la cúpula del partido con capacidad de promocionarlas políticamente. La «vía vaginal» de Villarejo y la implementada por Iglesias solo difería en algunas sutilezas. La de Villarejo era clandestina, inmediata y puramente sexual. La de Iglesias y los líderes de Podemos, más a largo plazo, con implicación sentimental, admiración de groupie a los cabecillas de la organización, relaciones amorosas a medio plazo, e incluso promesas de matrimonio por parte de ellos a las féminas que no acababan de materializarse.


  El dominio masculino sobre su hornada de mujeres feministas fue tal desde los inicios de Podemos, que la opinión pública puso al vicepresidente Iglesias el sobrenombre de «macho alfa» una vez se hizo público que tenía parafilias con otra Montero que no era su señora, sino la señora de Carlos Herrera, a la que en 2016 soñaba con azotar hasta hacerla sangrar. A aquella libidinosa ensoñación hay que sumar el patente y prolífico gusto por las mujeres que, con indudable abnegación, se han dejado colocar en función de la intensidad de la relación sentimental mantenida con el de Vallecas. Otra batalla más que dar por ellas en un futuro, cuando solucionen lo más urgente: abjurar de cuanto las ha convertido en las «hembras beta» del líder de Podemos promocionadas por hacer sentir especial al líder que, para ser feminista, ha usado demasiadas veces la varita para demostrar quién manda realmente entre tanta tía.


  Lo cierto es que este particular fenómeno de promoción interna ha triunfado, también espectacularmente, entre féminas de la formación menos conocidas que Tania Sánchez, Dina Bousselham, Irene Montero y demás políticas podemitas, que, a menudo, se han vanagloriado de ser mujeres fuertes, poderosas en el frente de la tarea pública, para disimular su condición de extremadamente conservadoras. Son las que, como premio por ser la pareja de los hombres de Podemos, han aceptado una concejalía, una asesoría europea o un puesto de salida en listas para ocupar un sueldecito público en lugar del prototípico pisito de la amante pagado por un carca en Serrano.


  Casi todos los dirigentes de Podemos han enchufado a sus parejas, bien con un sueldo público en el partido o bien en las instituciones. Evidentemente, pocas cosas pueden ser más machistas que la promoción interna de una mujer en una empresa subordinada a un hombre que sea su pareja y eso, exactamente, es lo que sucede dentro del partido de Iglesias. Si lo hace Plácido Domingo hace treinta años es un caso de acoso sexual de manual para el feminismo político y mediático, que justifica la muerte profesional del tenor; pero si denuncias en un plató que las principales parejas de Iglesias y de jerarcas del Podemos y del PSOE se llevan al bolsillo un sueldo público por duplicado pasándose por el arco pelviano la limitación impuesta por el propio partido de cobrar como máximo tres veces el Salario Mínimo Interprofesional (SIM), eres una machista merecedora de ser expulsada de la vida pública.


  No obstante, como esto es un libro que denuncia lo que está censurado en un plató televisivo, vamos con varios ejemplos que demuestran cómo ascienden las feministas en Podemos y cómo les «pone» en realidad el «patriarcado»:


  Pablo Iglesias cobra ahora 79.746 euros anuales como vicepresidente del Gobierno y su pareja, Irene Montero, suma otros 74.858 euros al año.


  Se da una circunstancia curiosa y poco conocida en la ministra de Igualdad y es que para ser enemiga marmórea del patriarcado, lo ha probado con vehemencia desacomplejada antes de convertirse en la madre de los hijos de Iglesias, pues la Montero mantuvo una relación sentimental con dos de los dirigentes de la máxima confianza del líder: Juanma del Olmo, hoy imputado por la caja B de Podemos y Rafa Mayoral, actualmente también señalado judicialmente por las corruptelas del partido. ¿Ven? No admitan lecciones de moral de señoras que son más las fanis de La isla de las tentaciones que las ideólogas del sustrato intelectual por el progreso femenino.


  La actual pareja del imputado Juanma del Olmo es la portavoz de Podemos en la Asamblea de Madrid, Isa Serra, quien el pasado mes de abril de 2019 fue condenada, en sentencia recurrida, a 19 meses de prisión e inhabilitación para ejercer cargos públicos por atentado contra la policía y un delito de daños. A este angelito le dio igual reconocer a otra mujer dentro de un uniforme de policía y le dedicó unos sonetos de sororidad de hermana feminista: «Cocainómana, hija de puta, que te follas a todos los policías, tu hijo debería pegarte un tiro». Evidentemente el código ético de Podemos volvió a ser papel mojado, porque, pese a su condena Isa Serra continuó en el cargo con la patente de corso que da ser feminista.


  Lo que sí hay que reconocer a la pequeña de las hermanas Serra es que nació para romper los roles de género que las feministas atribuyen las Nancys, a los vestiditos rosas de las niñas y a los brochazos de maquillaje de las adolescentes. Desde temprana edad, la podemita se dedicó a romper el «techo de cristal». Y de paso, también el vidrio de algunos bancos, consumando pequeños delitos «económicos» en su antiguo rol de agro-desfalcadora que, básicamente, estribaba en reventar cajeros en Madrid usando la silicona para algo mucho menos patriarcal que para rellenarse las arrugas de expresión: boicotear las cerraduras de las oficinas bancarias, porque, como todas las activistas border line del feminismo, creía que así jodía al Ibex 35 en lugar de al proletariado. Vamos, que la nena es de la vieja escuela de Rita, la stripper asaltacapillas de Ventas y ex de Errejón.


  Este último, hoy venido a menos en una formación política con menos afiliados que el club de fans de la tortilla de algas wakame, provocó un terremoto familiar entre Isa y la mayor de las hermanas Serra, Clara, quien se incorporó a la candidatura autonómica de Más Madrid y se enamoró fugazmente de Dani Iraberri, miembro del Consejo Ciudadano de Podemos y asesor de Pablo Iglesias.


  El entonces secretario general de Podemos en La Rioja, Kiko Garrido, colocó a su pareja, Nazaret Martín, como contable del partido y luego intentó enchufarla como consejera de Participación y Cooperación del gobierno regional, pero demostró no ser tan efectivo como Iglesias en la cosa de enchufar a las hembras beta, pues la presión mediática frustró la operación.


  En la sede de la soberanía nacional encontramos a la vicepresidenta tercera del Congreso de los Diputados, Gloria Elizo, amiga de José Manuel Calvente, el abogado que ha destapado el caso de la presunta financiación irregular de Podemos. Elizo cobra 6.229 euros al mes, 12.458 con la paga extra en junio y diciembre[14] gracias al enchufe de su pareja, Pablo Fernández, gerente del partido.


  En Barcelona el furor uterino feminista funcionaba de igual manera. Durante su etapa como primer teniente de alcalde del Ayuntamiento de Barcelona, Gerardo Pisarello, hoy secretario primero de la Mesa del Congreso de los Diputados, enchufó a su pareja, Vanesa Valiño, como asesora de la Concejalía de Vivienda, con un sueldo público de 51.298 euros brutos anuales.


  Otro teniente de alcalde de Ada Colau, Eloi Badia, enchufó a su pareja, Tatiana Guerrero, con una nómina de 50.790 euros brutos al año[15], como asesora de la Alcaldía.


  La concejal de Vivienda, Lucía Martín, enchufó a su novia, Alicia Ramos Jordán, como asesora del área de Ecología del Área Metropolitana de Barcelona con un sueldo de 56.714 euros al año.


  Un caso aún más palmario es el del diputado autonómico de En Comú Podem, David Cid Colomer, tan prolífico en lo carnal con sus compañeras como el propio Iglesias, pareja de la segunda teniente de alcalde del Ayuntamiento de Barcelona Laia Ortiz, quien solía presumir en ruedas de prensa de que «si el poder patriarcal domesticara a la formación, Barcelona en Comú dejaría de existir», pues gracias a él ella pasó a cobrar 98.192 euros anuales, igual que la nueva de Cid Colomer, Janet Sanz, homóloga en falacias feministas y sueldo puesto por el macho alfa.


  Otro conseguidor de sueldecitos públicos para echar una mano a las feministas en eso de «romper el techo de cristal» y la «brecha salarial» femenina fue el argentino exlíder de Podemos en Cataluña Albano Dante Fachín, quien en 2016 enchufó a su pareja, Marta Sibina, que fue la número dos de En Comú Podem al Congreso de los Diputados por Barcelona con el modesto salario bruto anual de 66.720,64 euros.


  EL UNGIMIENTO PATRIARCAL: EL CASO IGLESIAS-BOUSSELHAM


  Y, ¿qué me dicen del caso Dina Bousselham-Iglesias? Eso sí es Hard porn del patriarcado. Se podría decir que, gracias al caso Dina, Iglesias ha conocido en toda su magnitud las implicaciones del viejo refrán popular «donde tengas la olla no metas la… centolla». Un proverbio que deberían haberle colgado a fuego sobre las nalgas las feministas hace mucho tiempo si realmente estuvieran librando la batalla contra la falo-opresión del empresariado.


  Grosso modo y de acuerdo con las diligencias practicadas por el juez de instrucción número 6 de la Audiencia Nacional en el caso Villarejo, el caso es que, a partir de 2016, comenzaron a publicarse conversaciones en chats telefónicos en los que Iglesias parecía más mandril que humano. Por ejemplo, en una de ellas el vicepresidente confesaba que le ponía imaginarse en el rol de azotador de Mariló Montero. Al parecer el contenido salía del teléfono de su amiga especial, Dina Bousselham, a la que supuestamente le habían robado el móvil durante una jornada cualquiera en el Ikea de Alcorcón, donde unos muebles están construidos con perspectiva de género y otros non.


  El actual vicepresidente del Ejecutivo comunista se hizo un manubrio mental cuando denunció que el excomisario Villarejo y sus teóricos colaboradores habían pergeñado todo eso de filtrar la información a la prensa con la intención de atacarle. Tras aquello, exactamente en enero de 2016, el máximo responsable de Interviú, el editor del Grupo Zeta, Antonio Asensio, se reunió en su despacho con el propio Iglesias y le hizo entrega de un pendrive con el contenido del móvil anunciándole que había llegado a la redacción de forma anónima. Allí mismo, el vicepresidente segundo del Gobierno consultó el contenido del móvil y comprobó su carácter «íntimo y altamente comprometedor».


  Un informe de la Policía Científica demostró que Dina hizo esos pantallazos, que se los envió a terceras personas para dejar constancia de esas conversaciones y que, al parecer, el vicepresidente Iglesias se había cargado su particular hemeroteca Playboy.


  También ocultó al juez instructor durante meses que Iglesias le había entregado la tarjeta del móvil original y que ésta no funcionaba, así como las gestiones que hizo con empresas de recuperación de archivos para intentar acceder a la información.


  El juez García Castellón terminó poniendo el acento en que Iglesias pudo guardar el contenido hasta tres años con fotos íntimas de la colaboradora. Qué paradoja, la ministra de Igualdad y la «información vaginal» de Iglesias durmiendo bajo el mismo techo. ¿Lo sabía la ministra? Si no, ¿cómo va a combatir Irene el patriarcado habiendo demostrado tan baja eficacia en detectarlo cuando estaba en la mismísima mesita de al lado?


  La exasesora de Pablo Iglesias dejó todas sus responsabilidades en Podemos en abril de 2020. Pasó de la gestora del partido en Madrid y de integrar las listas de la candidatura podemita para formar parte de los órganos de dirección estatales a desvincularse aparentemente del partido, para ponerse al frente de un nuevo medio digital llamado La Última Hora. El periódico de información de las tres uves: «Veraz, valiente y… vaginal», como diría Villarejo.


  El vertiginoso recorrido de la tarjeta de aquel teléfono, que contenía fotografías íntimas y documentos de Podemos y las contradicciones de Dina en la Audiencia Nacional ante el juez Manuel García Castellón han colocado a Pablo Iglesias en «la milla verde» judicial por la que el líder de Podemos puede acabar siendo investigado por el Tribunal Supremo por revelación de secretos y daños informáticos.


  IRENE MONTERO APARCA LA LUCHA ANTIPATRIARCAL PARA POSAR EN EL VANITY FAIR


  El 22 de septiembre de 2020, la ministra y novia de Iglesias dejó a un lado su natural querencia antipatriarcal y magnicida para posar como Sissi emperatriz para la revista Vanity Fair, que traducida al español tiene el título de «justa vanidad»[16]. Cualquiera hubiera imaginado que las feministas del 8-M que reivindican como hito su derecho a no rasurarse la cavidad axilar iban a poner el grito en el cielo contra el afán de la Imeldita del feminismo de satisfacer al público cipotudo con la arrogancia, la presunción y el envanecimiento de una conejita Play Boy de la alta sociedad, pero no.


  Ni un reproche de la banda feminista a Irene por lanzar su antiguo atuendo de cazadora de Borbones para embutirse en su nuevo vestido de punto de canalé y botones dorados de Maje, insólitamente limpia y solícita para la calenturienta imaginación machista. Qué dominio del posado y del protocolo. Parecía un infante de Regimiento de Arapiles 62. Aunque estaba rígida como un palo y tenía la mandíbula prieta como la institutriz de un internado austriaco con bruxismo, era evidente que ya no quedaba nada de aquella partisana rebotada de instituto.


  Era evidente que había superado la amargura y recelo estructural que deben sentir en el fondo las feministas conscientes, por no haber superado el «techo de cristal» gracias a su lucha, sino al favor marital.


  En la entrevista Montero había bajado su puño en alto para colocarle al macho su envés en la posición de pedirle la paga compensatoria por los servicios sentimentales prestados: «En cuanto a las relaciones de pareja, soy conservadora», declaraba a la redactora. ¿Pero la ministra no era enemiga del estereotipo del «amor romántico»?


  Sea como sea, el amor novelesco penado por la ministra para los demás, le sentaba de maravilla a ella. Cada fotografía plagiaba el maravilloso influjo desbravador del poder capaz de lograr transformar a una comunista del asfalto en Tamara Falcó. La pequeña de la Preysler se la había comido revelando a una mujer con un pelo inéditamente limpio y vaporoso, atrapado en una coleta que le caía sobre los hombros ataviados con una incólume americana blanca.


  Es cierto que esa transformación estética no debería ser relevante. No en vano las feministas lo consideran superficial y machista, allá ellas. Pero la verdad es que es de resaltar, pues hasta que llegaron al Consejo de Ministros Montero e Iglesias siempre habían relacionado el jabón y la etiqueta con el poder falocrático, el robo pepero y el fondo de armario de los diáconos de la misa dominical.


  Recientemente, como puede desprenderse de la entrevista, han descubierto que el aseo que ellos denominan «cosificación femenina» es la más innegable ofrenda de respeto al prójimo e incluso la prueba más evidente de que uno ha llegado a alcanzar su proyecto personal. En su caso, la consecución del poder.


  LAS NIÑAS DE BALEARES VÍCTIMAS DEL FEMINISMO

  (El caso de las niñas de Baleares vs. el caso de la manada de Pamplona)


  En la Nochebuena de 2019 una niña de trece años de origen marroquí y tutelada por el gobierno Balear fue violada por seis adolescentes y un hombre de diecinueve años, varios de ellos también bajo responsabilidad del Instituto Mallorquín de Asuntos Sociales, IMAS, organismo dependiente del Consejo de Mallorca. Es la anónima «manada de la Barriada de Corea», que durante año y medio ha gozado de un sorprendente silencio mediático gracias a su protagonismo en un caso que puede ser letal para la «causa feminista». Ocurrió trece días después de que Vox, el partido de Jorge Campos Asensi, presentara en el Consejo de Mallorca una primera moción anterior al escándalo de prostitución infantil y en base a informaciones de trabajadores y familiares de menores tutelados. Nótese que el «partido enemigo de las mujeres», según las feministas, fue el primero en denunciar el drama que algunas de sus protegidas sufrían antes de llegar a la mayoría de edad.


  Durante todo este tiempo, las tertulianas feministas no han mencionado una sola vez a esa niña ni al resto de las menores prostituidas bajo la tutela del gobierno del PSOE y de Podemos en Baleares. Las reinas de las mañanas televisivas tampoco bautizaron al grupo agresor de la primera cría, en contraste con los cientos de titulares, los miles de horas de los espacios matinales y los cientos de discursos políticos que sí dedicaron a cada uno de los cinco miembros de la famosa manada de Pamplona, de 2016, de los cuales conocimos sus profesiones, vidas sentimentales previas, pertenencia a peñas futbolísticas béticas, peso exacto antes y después del escándalo y hasta la vocación benemérita de alguno.


  Durante dos años exactos, el PSOE, Podemos y todas sus asociaciones feministas afines usaron el caso y a la denunciante, a la que jamás llamaron, como instrumento para penetrar con su ideología marxista en la judicatura y asegurar el calvario a los jueces que, desde ese momento, no asumieran la «perspectiva de género» en sus sentencias. El caso de la manada de Pamplona fue retorcido por el juez instructor para que el alcalde batasuno de Bildu, Joseba Asiron, que jamás condenó el asesinato de niñas y mujeres a manos de ETA, se personara como acusación en el caso para lavar el origen marxista-criminal de su organización política. Un batasuno llegado a alcalde gracias a los logros de medio siglo de terrorismo, hablando cada día en las televisiones del «terrorismo machista». La manada de pamplona fue la oportunidad del femimarxismo del Congreso y de las concentraciones moradas para cargarse a los jueces que se atrevieran a dictar sentencias con el Código Penal y con la Ley de Enjuiciamiento Criminal en la mano, en lugar de hacerlo con el ideario leninista y el supremacismo sexual en la mano. El régimen de la checa feminista tomando el Estado de Derecho gracias a cinco violadores, según sentencia. Qué alto servicio el prestado a las feministas por el patriarcado…


  Era tan evidente que en aquel caso se juzgaba en los platós, que incluso las presentadoras y tertulianas de la cuota izquierdista participaban en el linchamiento al juez Ricardo González, que emitió un voto particular y discrepante sobre la verdad judicial de lo ocurrido realmente en Pamplona. Lo cierto es que la integridad de Ricardo González y del abogado de los cinco de la manada de Pamplona, Agustín Martínez, peligró hasta tal punto que ambos tuvieron que ser escoltados durante su permanencia en Navarra. Las hordas feministas eran untadas de dinero público por el gobierno del Partido Popular en aquel momento. El ministro de Justicia de entonces, Rafael Catalá, congelado de pánico ante la presión feminista, el ajusticiamiento mediático perpetrado por las tertulianas adeptas al movimiento y el posible coste electoral de cara a unas elecciones generales en ciernes, se sumó a la caza del juez apuntando que «el magistrado Ricardo Javier González tenía una situación singular y podría haber sido apartado por el CGPJ», extremo negado con rotundidad por el Poder Judicial[17].


  Un total de 750 magistrados españoles presentaron una queja ante el Consejo Consultivo de Jueces Europeos por la «presión social» contra el tribunal que condenó a nueve años de prisión a los cinco integrantes de la manada. Pedían al órgano comunitario que declarara si la reacción del gobierno y de los representantes del Poder Legislativo de España había supuesto un ataque contra la independencia y contra la legitimidad del Poder Judicial y si la del CGPJ había incumplido uno de los informes del Consejo Consultivo de Jueces Europeos.


  El programa Espejo Público, de Atresmedia, destinaba horas a hablar de posibles problemas mentales del juez y usaba a tertulianas estrella del femimarxismo como Elisa Beni para provocar una corriente de opinión pública que exigiera su expulsión de la carrera judicial. Aquel juez necesitó hasta cambiar de aspecto y afeitarse la barba para recobrar en la medida de lo posible su vida. Lo curioso es que, tras mantener a los cinco condenados en prisión provisional durante dos años de los nueve de cárcel sentenciados, Raquel Fernandino, uno de los catorce jueces de la Audiencia de Navarra, compañera de González, cambió el sentido de su voto a los efectos de darles la libertad provisional tras suavizarse el linchamiento público en las calles y el señalamiento mediático a los jueces y al abogado de los acusados. Dos años más tarde, alguno de ellos aún compara el clima de amenazas explícitas y de miedo a las consecuencias de dictar una sentencia contraria a los intereses de los legisladores y de las feministas, con lo vivido por los magistrados en 1977, cuando hubo que crear la Audiencia Nacional en Madrid para juzgar delitos de terrorismo fuera del entorno etarra, para que los jueces no fueran asesinados por la banda marxista.


  Por el contrario, en el caso del escándalo de las niñas y niños prostituidos en Baleares, que se suponía que disfrutaban del incomparable «manto» protector de la izquierda feminista y de sus famosos lemas «hermana yo sí te creo», o «si tocan a una nos tocan a todas», el tratamiento de los medios televisivos fue radicalmente distinto. Ni una cadena nacional buscó a los chulos y a los adultos responsables de los abusos, agresiones y violaciones de los 16 menores. No se les puso nombre, ni nacionalidad, ni se averiguó su profesión, ni se persiguió a sus familias para conocer el presente y el pasado conflictivo de los delincuentes y empleados de los centros de menores involucrados. Nadie quiso explicar a la sociedad quiénes se habían encargado de captar a niñas, aún sin desarrollar, para llevarlas tugurios con luces de neón azules, donde las adolescentes conocían a los clientes con los que se prostituían, por ejemplo en aquel piso de la barriada de Camp Redó que da el nombre a la troupe depredadora de niñas. Y no se habló de aquellos delincuentes porque hacerlo hubiera reactivado el foco mediático y de la opinión pública sobre los máximos responsables políticos que se erigen como «el gobierno más feminista de la historia».


  En total, 16 casos de niños y niñas vejados y prostituidos durante, al menos, tres años con un común denominador: todos ellos estaban bajo el protectorado del leviatán femimarxista del IBDONA y de su directora, con un sueldo de 56.317,46 euros, María Durán. La cual, por cierto, sigue mucho más preocupada de la subyugación de la mujer por culpa del «capitalismo» que de los chulos y puteros de niñas de la isla.


  Son 16 niños bajo la tutela del Instituto Mallorquín de Asuntos Sociales (IMAS), aún en manos de la colación tripartita formada por el PSOE, Unidas Podemos y MÉS, la franquicia pancatalanista de la isla, bajo la presidencia en el Consejo de Mallorca de la socialista Catalina Cladera, la de Francina Armengol en la Comunidad Autónoma Balear y la de Fina Santiago en la Consejería de Asuntos Sociales. Feministas de alta alcurnia del PSOE, Podemos y la izquierda nacionalista que han vetado hasta la fecha dos comisiones de investigación y tres auditorías.


  Todas ellas eran las tutoras de aquellos niños. Sus máximas responsables e incluso, sus madres, a tenor de las palabras de la máxima autoridad del Estado en materia educativa, Isabel Celaá, pronunciadas aproximadamente un mes antes de que trascendiera en los medios escritos que aquel centro del Instituto Mallorquín de Asuntos Sociales, IMAS, dotado con 211,5 millones anuales de presupuesto público, era cantera de niños para los puteros de la isla gracias al necesario y obsceno abandono de la Administración, que ha traicionado la confianza de los padres, que, por pobreza y otras causas de exclusión social, no tuvieron otra opción que confiar en los asuntos sociales.


  «No podemos pensar de ninguna de las maneras que los hijos pertenecen a los padres»[18], advertía entonces Celaá a los progenitores que pedían el pin parental en los colegios. Mientras el PSOE tapaba el caso de los menores prostituidos en Mallorca, los de Sánchez lanzaban una bomba de humo desde Madrid convocando y organizando a las grandes televisiones para que sus tertulianos tildaran de «fascistas» a todos los progenitores que pidieran acogerse al pin parental en Murcia, pin que querían usar para salvar a sus hijos del adoctrinamiento de la ideología de género auspiciada por los mismos políticos que escondieron la explotación sexual de 16 críos durante su tutela y supervisión.


  La oportunidad que ofrecía la polémica de la medida exigida por los padres a instancia de Vox era magnífica. Permitía ahogar la complicada situación de Mallorca con la clásica estrategia de confrontación esbozada desde el propio despacho de Iván Redondo, quien llegó a amenazar por boca del presidente del Gobierno y de la ministra de Educación con llevar a los padres ante la Fiscalía de Menores y hasta con intervenir la Comunidad Autónoma de Murcia mediante aplicación del artículo 155 para frenar el «fascismo», la «lgtbifobia» rampante de Vox que osaba exigir libertad de elección para los padres[19].


  Junto al feminismo, los medios de comunicación se convirtieron en el instrumento para el ejercicio de la patente de corso de los socialistas. Todas las televisiones y la mayoría de los medios digitales, salvo alguna honrosa excepción, entraron al trapo en pleno, al toque de la corneta gubernamental y feminista para usar el comodín de la «transfobia» y criminalizar a las familias por ejercer su legítimo derecho de defensa ante la coacción estatal que suponía obligar a unos niños a recibir un temario moralizante impartido, ni más ni menos, que por los mismos que habían creado el horror de lo de Baleares. Cualquier documental de ciencia ficción hubiera sido más fácil de creer que lo que finalmente acabó ocurriendo en la opinión pública, pues aquella bomba de humo logró ahogar en las televisiones ese caso de abuso sexual infantil en masa repetido durante años en la isla y cuyos máximos responsables fueron los mismos políticos que habían urdido aquella campaña y el posterior el silencio mediático.


  Gracias a la controversia del pin parental, el gobierno nacional y el gobierno local ocultaron que bajo la gestión socialista-feminista de IMAS —repito, con 211,5 millones de euros de presupuesto anual—, se prostituyeron, al menos, 15 niñas y un niño de los 359 menores tutelados en los 30 centros propios, o concertados, que dan atención residencial a niños y jóvenes con medidas de protección. El partido político Vox, con el apoyo del PP y Ciudadanos, planteó una auditoría del Instituto por primera vez en el pleno del 12 de diciembre de 2019, poco antes de la violación grupal de la menor denunciada a la prensa por los agentes de la Policía Nacional y algunos trabajadores del IMAS. No obstante, el tripartito nacionalista y socialista del gobierno del Consejo de Mallorca tumbó aquella inspección «independiente y global» del IMAS, reafirmando su posición en contra de una nueva solicitud de auditoría y una comisión de investigación sobre la situación de los menores en otra votación plenaria, el 13 de febrero de 2020. Paralelamente, una tercera negativa a investigar lo sucedido a instancias de Vox y Ciudadanos, fue liquidada en el Parlamento autonómico de Baleares por la coalición liderada por Francina Armengol. Fue el 3 de marzo de 2020. Veinticuatro horas más tarde, el 4 de marzo de 2020, Vicky Rosell, actual delegada del Gobierno contra la Violencia de Género, magistrada antipatriarcal y «feminista», declaraba en el programa Hora 25 de la Cadena Ser que «siempre es mejor proteger a una niña en peligro que reparar a una mujer rota», para justificar la Ley de Libertad Sexual de la ministra Irene Montero. Fue un alarde de sarcasmo macabro, pues ni la insigne «feminista» se refería a las crías prostituidas bajo la tutela de los suyos, ni al periodista le pareció procedente recordarle que esas niñas existían.


  El propósito del «masaje radiofónico» era presentar en sociedad el flamante anteproyecto de la ministra de Igualdad y cuota sentimental del vicepresidente Iglesias, Irene Montero, autora de la ley feminista para legislar, entre otras cosas, el piropo en la calle desde su despacho madrileño mientras Iván Redondo, el jefe del Gabinete de Pedro Sánchez, escondía once informes sanitarios de Seguridad Nacional que alertaban sobre la gravedad de la pandemia del coronavirus que, para entonces y desde enero ya había matado a centenares de personas en España[20].


  El drama y la trama de corrupción infantil de Baleares fue silenciado con impunidad por las prescriptoras feministas más conocidas en los medios de comunicación. Los legisladores y funcionarios responsables de aquellas quince niñas y un niño, jamás hubieran logrado sobrevivir políticamente con una presión mediática férrea y decente. Por el contrario, Francina Armengol, Irene Montero, y el resto de los dirigentes socialistas y podemitas han gozado, y aún gozan, de semejante encubrimiento televisivo que las feministas que permitieron y taparon aquella salvajada sin el conocimiento de los padres de las criaturas, nunca han cesado de sacar de la chistera nuevas campañas ideológicas «pro mujer» mientras, con la otra, escondían a las víctimas. Otro ejemplo igual de cínico que el de Rosell, fue la directora insular de Igualdad y Diversidad, Rosa Cursach Salas, quien el 23 de septiembre celebraba una charla pagada con dinero público denominada «¿Macho, macho?» para conmemorar el Día contra la Explotación Sexual y el Tráfico de Mujeres, Niños y Niñas». ¿Alguno de ustedes se imagina al Chapo Guzmán impartiendo talleres contra la drogadicción en Proyecto Hombre?


  LEY DE LIBERTAD SEXUAL
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  La nueva ley feminista de Podemos y de sus confluencias introducía un artículo nuevo en la legislación penal española, el número 172: «Será castigado con pena de multa de 3 a 9 meses o trabajos en beneficio de la comunidad de 31 a 50 días el que se dirija a una persona en la vía pública con proposiciones, comportamientos o presiones de carácter sexual o sexista que, sin llegar a constituir trato degradante ni atentado contra la libertad sexual, creen para la víctima una situación intimidatoria».


  La iniciativa fue presentada por las diputadas Ione Belarra, portavoz adjunta de Unidas Podemos en el Congreso; Sofía Castañón, secretaria de Feminismos Interseccional y LGTBI de Podemos; Ángela Rodríguez (En Marea), Alicia Ramos (En Comú Podem); y Eva García (IU), junto a Patricia Faraldo, catedrática de Derecho Penal de la Universidad de La Coruña.


  A la zaga de la indigencia intelectual feminista, Carmen Calvo, vicepresidenta del Gobierno de España, quien tampoco miró ni una sola vez hacia las Baleares cuando propuso reformar el Código Penal y la Ley de Enjuiciamiento Criminal para vincular los delitos sexuales a la falta de consentimiento expreso, de tal forma que si una mujer no dijera «sí» expresamente, todo lo demás suponía un «no» y, por tanto, una violación.


  Y mientras algún psicólogo trataba a las víctimas de la administración feminista balear y justo cuatro días antes de que estallara el infectódromo del 8-M alentado por las mismas televisiones que silenciaban lo de Baleares, la marquesa de Villa Tinaja exclamaba sus gritos libertarios desde el propio perfil oficial de su Ministerio de Igualdad para que «las mujeres puedan llegar solas y borrachas a casa y que sus derechos nunca más se pierdan en callejones oscuros». Al parecer pretendió ser una alegoría de los gritos escuchados en manifestaciones pasadas del 8-M y, sobre todo, en protestas convocadas a raíz de la primera sentencia de la manada de Pamplona, pues la de Baleares seguía metida en un arcón bajo siete llaves.
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  El lema de la campaña acabó, de nuevo, abundando en el clásico histrionismo de toda la colección de ridículos que ya posee el colectivo feminista, pues para la mayoría acabó pareciendo una absurda apología del alcoholismo. Yo llegué a sospechar que la soflama ministerial pudiera tratarse de un grito a la desesperada de la ministra Montero. ¿Acaso reflejaba su subliminal pulsión por el Jack Daniels y su profusa obsesión por los hombres que dan o quitan cosas aplicando «pichilina» en lugares alejados de los ojos de los espectadores?


  Como yo, alguna «miembra» del ejecutivo socialista debió de pensar que la ministra de Igualdad no estaba en sus cabales, pues dos días después del inicio de la campaña se filtró mágicamente el anteproyecto de ley desde el Ministerio de Justicia, hecho que permitió volver a comprobar cómo Montero había vuelto a fusilar la presunción de inocencia y todas las normas básicas del derecho penal en su Rostov sanguinario situado en la calle de Alcalá, entre cañas y cigarritos «aliñados».


  Durante esos dos meses, las damas consortes del Ministerio de Igualdad, muchas de ellas llegadas a sus cargos después de ser ungidas en callejones oscuros con sus patrocinadores, se pelearon por acaparar el foco mediático y anunciar que eran partidarias de que «los abogados de las víctimas de violencia de género no representen también a maltratadores» sentenciados antes del juicio. Políticas obligando a los letrados que hayan defendido a hombre absuelto de una denuncia de violencia de género a no poder defender jamás a una denunciante, víctima o no.


  Como apoteósico avance social, la Ley de Libertad Sexual socialista anunciaba que «ponía a disposición de la víctima un sistema de atención especializado formado por expertos y expertas que las acompañarían en su toma de decisiones, sin cuestionar el relato de los hechos». Un mes después de haber convertido el IMAS, el Instituto Mallorquín de Asuntos Sociales, en el escenario-proveedor de explotación infantil más subvencionado del mundo, con, exactamente, 211,5 millones de euros anuales de presupuesto público. No cabía mayor cinismo.


  Los menores de Baleares, ellos y ellas, no eran personas revictimizadas, porque esos niños, junto a todas las mujeres que forman parte del pastiche feminista, eran del Estado y este no podía reconocer su pervertida «cagada».


  Para «el gobierno más feminista de la democracia», las niñas tuteladas en aquellos centros de Baleares forman parte de las infraestructuras nacionales del Estado, como lo son las mujeres del 8-M y las que no asisten a ese aquelarre marxistoide, como las carreteras, los peajes de Ábalos, los parques y los jardines del Plan E, los edificios oficiales y los entes del ferrocarril en los que el de Fomento colocó a Koldo, el chófer que le llevó a aquella tórrida madrugada con Delcy Rodríguez.


  Las niñas de Baleares y las mujeres privadas que disfrutan del coqueteo callejero, son para el gobierno comunista de Sánchez como las mujeres de la Unión Soviética que pasaron a ser de propiedad pública mediante un edicto bolchevique que anunciaba que los maridos podrían mantener el uso y disfrute de sus esposas si accedían a compartirlas turnándose con cualquier ciudadano en posesión de un certificado del Comité del Consejo de Soldados, Trabajadores y Campesinos, quien tenía el mismo derecho a disfrutar de lo que se consideraba ya propiedad de todos. Cualquier resistencia al Estado les privaría del usufructo.


  El Estado, hoy, dispone de sus niñas tuteladas, aún prostituidas en Baleares y de todas las mujeres cuyas potenciales parejas y amantes pueden ser arrestados por romper las leyes de género que, además, garantizan el negocio monopolístico del gobierno.


  Antes de que el feminismo anegara la judicatura y «moldeara la mentalidad de los jueces en perspectiva de género», la elaboración de las leyes que inciden en derechos fundamentales, especialmente las penales, solía ser una cosa muy seria y siempre seguía el mismo cauce: anteproyecto, proyecto, informes de juristas de reconocido prestigio, debates rigurosos, etc. Ahora, una Ley penal (orgánica) te la hace una excajera de supermercado reunida con sus amigas feministas en un despachito ministerial improvisado en Baby Shower y es corregida por una señora que es vicepresidenta y que saber no sabe ni hablar.


  A finales de marzo de 2020 y tras dos meses de silencio feminista, lo de Baleares ya había pasado de ocultación a connivencia con los máximos responsables. Los menores, que teóricamente gozaban de la tutela de la izquierda feminista, fueron borrados de forma explícita del argumentario por orden de sus comités ejecutivos. Y por descontado, aquellas directrices fueron enviadas a todas las asociaciones que componían su red clientelar, incluyendo las televisiones en las que, por aquellas mismas fechas yo me sentaba todas las semanas.


  EL ABUSO SEXUAL DE UNA NIÑA TUTELADA POR EL EXMARIDO DE MÓNICA OLTRA


  En uno de sus platós, exactamente en el de Cuatro al día, de Mediaset, presentado en aquel momento por Carmen Chaparro, se sentaba por las mismas fechas en las que saltó el escándalo de las violaciones de Baleares, la vicepresidenta de la Generalidad Valenciana, consejera de Igualdad y Políticas Inclusivas de la Generalidad Valenciana y feminista superlativa, Mónica Oltra. El formato elegido para la entrevista por sus asesores no fue baladí. Ambas, entrevistada y entrevistadora, se sentarían en dos sofás alejados de la mesa de debate en la que me encontraba junto a tres compañeros aquella tarde. Alejadas de la mesa de debate y, por tanto, de preguntas de los periodistas.


  Acababa de estallar otro caso de abusos sexuales a menores tutelados. Tras meses de rumores, el exmarido de la líder de Compromís, Luis Eduardo Ramírez, quien había sido colocado por la vicepresidenta en un centro a través de la subvencionada Fundación Diagrama, acababa de ser condenado por la Audiencia Provincial de Valencia a cinco años de cárcel y diez de inhabilitación por abuso sexual repetido a una niña de trece años, tutelada por la Generalidad Valenciana, unos hechos ocurridos entre finales de 2016 y principios de 2017 en un centro del barrio de Campanar de Valencia, momento en el que la número dos de Chimo Puig y el acusado todavía eran marido y mujer.


  En la sentencia, los magistrados dieron por probado que Luis Eduardo Ramírez acudía a la habitación de la menor cuando estaba castigada por escaparse asiduamente del centro, (sic). Y, tras darle un masaje y quedarse la niña supuestamente dormida, este utilizaba la mano de la adolescente para masturbarse. La víctima declaró que «fingía dormir ante la vergüenza de la situación».


  Adivinen cuál fue el papel jugado por la mujer icónica del feminismo y máxima autoridad valenciana en materia de igualdad y contra la «violencia machista», cuando la niña denunció por abuso sexual al marido de Oltra: silenciar durante cuatro meses la denuncia de la menor, según la propia Fiscalía que, sin embargo, nunca actuó de oficio para perseguir el presunto delito de ocultación «machista» de la vicepresidenta de la Generalidad: «Llama poderosamente la atención que desde febrero de 2017, en que la menor habla por primera vez de abusos sexuales, hasta el 27 de junio de ese mismo año, cuando la Policía Nacional alertó a la Fiscalía de Menores de la posibilidad de un delito de abuso sexual, no se comunicara a la Fiscalía de Menores por parte de la Consellería el relato que la menor había hecho a las responsables del centro de acogida en el que señalaba que había sido víctima de abusos sexuales por parte de un educador».


  Así se expresaba la Fiscalía en su respuesta a un recurso de la defensa del marido de Mónica Oltra al Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana para repetir el juicio por «indefensión» provocada por «la falta de diligencia» supuestamente cometida por la propia Fiscalía.


  En su respuesta, la Fiscalía llegó a tachar de «ridículo» el argumento de la defensa atacando, además, a la Consejería de Igualdad: «Sorprende que la directora del Centro de Acogida y la psicóloga de la Dirección Territorial de Igualdad no solo no preguntaron a la niña por los presuntos abusos, sino que además no dieran cuenta a la Fiscalía de Menores de los mismos».


  La defensa del entonces marido de Mónica Oltra declaró que la Fiscalía había relegado al olvido dos pruebas fundamentales para la defensa de Ramírez: un expediente de la propia Consejería liderada por la esposa del acusado, que dudaba de la realidad de las acusaciones de la supuesta víctima. Fascinante asunto, pues parecían fallar todos los esfuerzos de las partisanas feministas en convertir el «hermana yo sí te creo» en un «hermana, el Estado te cree». La ley «solo sí es sí» y la soflama carmen-calvista del «a la mujer hay que creerla sí o sí» se enterraba en el guano porque el feo asuntillo del falopatriarcado marital salpicaba a una de sus feministas más emblemáticas.


  Como en el caso de las niñas abusadas en Baleares, la vicepresidenta y consejera de Igualdad valenciana no solo descartó dimitir por su responsabilidad directa en el asunto, sino que ni siquiera tuvo que comparecer en las Cortes Valencianas gracias al veto del PSPV, Compromís y Unidas Podemos a una comisión de investigación propuesta por la oposición para el 17 de diciembre de 2019. Ella, que antaño fue portadora de camisetas con el mensaje «Wanted» con la cara de los rivales políticos a los que sometía a auténticas cacerías. La dirigente de una formación que animaba a los escraches contra Francisco Camps, que hoy sigue sin recibir una sola condena y contra Rita Barberá, la exalcaldesa de Valencia que murió linchada por Oltra sin siquiera ser imputada. ¿Qué camiseta reivindicativa se hubiera puesto Mónica Oltra si el exmarido de la consejera de Igualdad y de Políticas Inclusivas hubiera sido condenado por un juez libre de «perspectiva de género» a cinco años de prisión y diez de inhabilitación por haber abusado de una menor tutelada por el departamento de la exmujer del culpable?


  ¿Dónde están las feministas apesebradas dependientes financieramente de las inyecciones económicas de Mónica Oltra? Callando y mirando para otro lado porque, según ellas, «aquello se reducía a un asunto privado» que, para más inri, entre usted y yo, hiere de muerte al cinismo feminista y, aún peor, el acaudalado modo de vida de unas pocas mujeres.


  Jamás fue un asunto particular o familiar, no lo fue desde el preciso momento en que la menor pasó de los brazos de sus padres a depender de Oltra y, para ponerlo en blanco sobre negro, el juzgado indicó en su sentencia que la niña tenía miedo a denunciar por el temor a no ser creída, pues era consciente de la relación de la vicepresidenta de la Generalidad Valenciana con Ramírez: «Relata que un monitor, un tal D. del cual no quiere decir más datos y del que le cuesta hablar por el temor que este les suscita, que tiene un familiar que es un cargo importante dentro de una consejería y que la misma sale por la tele…». Eso sí que era «presión ambiental».


  Si todo aquello no fuera suficiente para convencer a los más escépticos de hasta qué punto funciona como patente de corso el carnet feminista, hay que recordar que la de Igualdad sí que intervino raudamente cuando tuvo sospechas de abusos en un centro de menores de Segorbe, Castellón, que, ¡oh, casualidad!, no era gestionado por su consejería feminista, sino por una orden religiosa, la Congregación de las Hermanas Terciarias Capuchinas de la Sagrada Familia. Entonces, Oltra ordenó el cierre de las instalaciones acusando al centro de menores de no haber denunciado un supuesto caso de abusos sexuales cometidos con una menor en septiembre de 2016 por un educador que, para más inri, fue concejal del Partido Popular en el ayuntamiento de la localidad. Francisco Zarzoso, cuya vida fue destrozada por la vicepresidenta de la Generalidad Valenciana cuando, el 24 de mayo de 2017, se subió a la tribuna de las Cortes Valencianas y leyó desde el púlpito político, las palabras con las que supuestamente Zarzoso había cometido abusos sexuales: «Si no consientes vas a seguir chupando pollas toda la vida». El contra del juez que sí juzgo al marido de Oltra, Zarzoso fue puesto en la diana pública sin el derecho a la presunción de inocencia, lo que le llevó a perder su trabajo y su casa y a tener que irse a otro municipio.


  Finalmente, un año después de la acusación de Oltra, la propia Fiscalía y el Juzgado de lo Penal número tres de Castellón absolvieron al monitor en el verano de 2018 y el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana y el Tribunal Supremo declararon ilegal el cierre del centro de 18 menores regentado por la congregación religiosa y confirmaron que la Consejería de Igualdad y Políticas Inclusivas se había saltado todos los procedimientos para lograr que el lugar fuera cerrado, lo que supuso al contribuyente 4 millones de euros de indemnización a la congregación. El precio de una persecución política a un militante del Partido Popular usando la causa feminista pagado con dinero ajeno. Cero euros es lo que cuesta a una feminista deshacer la vida de una persona inocente.


  En la actualidad la condena a Ramírez está siendo revisada a petición de la defensa por no haber tenido en cuenta la Fiscalía dos informes de la Consejería de Igualdad de Oltra que ponen en duda la credibilidad de la chica denunciante. El famoso «a las mujeres hay que creerlas sí o sí», excepto cuando salpica a una mandataria feminista.


  EL NEGOCIO DE LOS MENORES TUTELADOS, EL OTRO EMPORIO DE LA IZQUIERDA FEMINISTA


  La perspectiva inmoral y enferma que la izquierda feminista tiene sobre la educación de los niños es uno de los ejes fundamentales sobre los que se levantan, no solo el averno creado en los centros de Baleares y en Valencia, sino otros que existen en el resto de España. Se supone que los centros de tutela de menores estatales están concebidos para proteger a los niños en vez de para coronarse con el dudoso logro de haberlos convertido en centros donde se garantiza que los adultos del futuro serán personas con graves trastornos provocados por los abusos vividos durante su infancia. Desde su profundo desprecio a los pobres, el Estado socialista abusa de su omnímodo poder arrancando a niños de sus familias por su «interés superior» y, en muchos casos, por problemas económicos de los padres a cambio del dinero público que reciben algunas entidades del llamado «tercer sector», esa ingente industria de oscuras asociaciones, fundaciones y oenegés que, a pesar de estar constituidas como entidades «sin ánimo de lucro», se forran con el negociete de la supuesta defensa de los derechos e intereses sociales de la ciudadanía, el rescate de inmigrantes en el mar, la lucha feminista por la igualdad y la paliza del discursito de un cambio climático que nos va a desintegrar el próximo miércoles si seguimos dejando la huella de carbono y usando bolsas de plástico.


  «A mis padres se les ocurrió pedir ayuda económica a la Administración y ahí empezó la pesadilla y la destrucción de mi familia», declaró María, una joven que denunció en 2016 a la Dirección General de Atención a la Infancia y la Adolescencia en Cataluña, DGAIA, tras haber sido tutelada durante más de cuatro años por el ente que, solo en 2016, retiró a 652 menores de sus familias.


  La administración catalana y neofeminista abona al mes unos 4.000 euros por la estancia de cada menor en sus centros tutelados. 4.000 x 652 = 2.608.000 euros que se embolsan los ayuntamientos de la «justicia social» de Colau y compañía, en lugar de dárselos a las familias para que estas saquen adelante a sus hijos, con ellos en casa. Cifras que incentivan a la Administración estatal a ganar dinero gracias a la situación de desamparo y exclusión de las familias.


  «Muchas veces, el proceso por el cual se abre un expediente a una familia puede comenzar con una denuncia anónima de vecinos, avisos de hospitales, colegios o bien en casos de divorcios en los que se producen denuncias cruzadas, entre otras de violencia de género». Otras veces por «pedir asistencia económica a los servicios sociales municipales o comarcales», matizan abogados de familia como Yobana Carril y Silvia Giménez-Salinas.


  Otra víctima de la DGAIA, Sergio Haimovich, contaba a El Periódico de Cataluña el 20 de noviembre de 2016 cómo la institución le apartó de forma dramática de sus hijas. Mientras ejercía como ginecólogo de un hospital público de Barcelona trayendo niños al mundo, la Generalidad de Cataluña le retiraba las suyas. Tardó cinco años en recuperarlas.


  En el verano de 2019, Un juez civil de Hospitalet de Llobregat instó a la Fiscalía a investigar la actuación de la DGAIA y de otros organismos públicos vinculados a la protección de menores por la retirada a una madre de la custodia de su hija por una denuncia anónima e informes técnicos sin datos objetivos, basados «en creencias y suposiciones», según la sentencia. Además, la Fiscalía de Barcelona abrió otra investigación a la DGAIA durante una de las crisis de los «menas» de 2018, por una denuncia del 24 de septiembre del mismo año del sindicato de mozos de escuadra SAP-Fepol, según la cual más de medio centenar de magrebíes pasaban la noche en colchonetas extendidas sobre el suelo, sin un lugar en el que asearse y comiendo bocadillos de las máquinas expendedoras que los agentes les facilitaban.


  Emilia Gallardo, madre de L., otra de las menores violadas en Baleares, en un piso tutelado del IMAS, declaró en una entrevista al periodista David Brunal, del periódico El Confidencial, el 15 de febrero de 2020, que «se llevaron a una niña que iba a la escuela, que no decía una sola palabrota ni insultaba y me van a devolver a una adolescente desgraciada de por vida, destrozada en el tema sexual. La semana pasada me pidió que si la podía bañar y al lavarle sus partes íntimas me dijo que tuviera cuidado, que desde que le hicieron eso le duele un hueso. Es terrible». Nadie en el IMAS dio detalles sobre el delito a esta madre que se tuvo que enterar por terceros de que su hija, que además padece un retraso madurativo diagnosticado y déficit de atención, había sido agredida sexualmente. Las asociaciones del tercer sector en Baleares cobran del IMAS 120 euros por niño y día. Unos 3.600 euros mensuales.


  A pesar de los millonarios fondos que reciben sus centros tutelados, lugares como Cataluña, Baleares y la Comunidad Valenciana son la constatación del fracaso y del abuso del modelo estatal. Los niños que, según la ministra Celaá, son del Estado, acaban prostituidos, abusados y escondidos tras la gigantesca capa de la causa feminista que busca hipersexualizar a los críos en sus leyes educativas.


  El veto mediático y la censura de las redes sociales privadas a la hora de hablar de la nacionalidad de los agresores sexuales y del número de extranjeros en los centros tutelados no hace más que esconder la realidad y garantizar que las niñas tuteladas escondidas por las feministas sigan siendo abusadas. Según los últimos datos del Observatorio de la Infancia de 2018, el número de extranjeros en los centros tutelados se ha disparado. De los 2.974 de 2016 se pasó a 10.359 en 2018. Por primera vez son más que los españoles, el 55% del total son menores no acompañados[21]. El sistema está desbordando por culpa del discurso buenista y de la cobardía política de la oposición, que tampoco denuncia que el Gobierno de España incumple el «Acuerdo bilateral entre el Reino de España y el Reino de Marruecos sobre cooperación en el ámbito de la prevención de la emigración ilegal de menores no acompañados, su protección y su retorno concertado»[22], cuyo artículo 1 obliga a las «partes contratantes» a cooperar para «establecer un marco de trabajo conjunto en materia de prevención de la emigración ilegal de menores de edad no acompañados y de protección y de retorno de dichos menores» y cuyo artículo 2 obliga a España a «la lucha contra las redes de tráfico de personas» y a «favorecer el retorno asistido de los menores al seno de sus familias o a la institución de tutela del país de origen».


  Semejante cobardía y responsabilidad tienen las televisiones, donde mencionar la nacionalidad de un violador, de un maltratador, de una «manada» o de un asesino de mujeres en una tertulia televisiva controlada por una feminista se ha convertido en una heroicidad.


  Desde su continuo ejercicio de cinismo, las feministas estrella de las cadenas prohíben el señalamiento del país de procedencia del violador y de los grupitos que violan a niñas mientras repiten incesantemente «lo que todos ellos tienen en común es que son hombres».


  Han acuñado eso de «el terrorismo machista», ese apriorismo empeñado en banalizar más de cuarenta años de terrorismo etarra en España y que establece la violencia intrínseca en el hombre cuando el violador es de Sevilla, de Teruel, o de Valencia, pero cuando los violadores son los magrebíes de Manresa o los argelinos de Bilbao y lo mencionas, el resorte del culo de las feministas les hace saltar de la silla y el asunto pasa a tratarse con vaguedades del tipo de «eso es estigmatizar a un colectivo», «aquello que pasó» o «ese tema del que usted me habla», o «eso es un atentado contra la diversidad y el mestizaje».


  Solo desde el 2016 hasta 2019 han actuado más de 100 manadas en España en las que han participado más de 350 delincuentes, de los cuales 245 son extranjeros. Las únicas estadísticas que han trascendido desde un organismo oficial derivan de las conclusiones genéricas obtenidas por el ICFS, el Instituto de Ciencias Forenses y de la Seguridad de la Universidad Autónoma de Madrid, que sostienen que un 31% de los integrantes de las manadas son españoles y el 69% son extranjeros, grupo en el que destaca el 22% de ciudadanos procedentes del Magreb, principalmente de Marruecos y el resto está por determinar. Una realidad crudísima y absolutamente ocultada, excepto por los «herejes» de la sociedad civil que contrarrestan las mentiras y el encubrimiento de los libelos izquierdistas.


  Esta realidad ni siquiera consta como problema para el gobierno. Ningún ejecutivo ha elaborado estadísticas específicas sobre las nacionalidades de los criminales para no dejar huella de su propia negligencia y su responsabilidad a la hora de implementar las políticas económicas y sociales que han incentivado la invasión migratoria irregular por tierra y mar.


  El Cuerpo Nacional de Policía y la Guardia Civil denuncian continuamente, a través de sus sindicatos, que los datos y estadísticas sobre la violencia contra la mujer que remiten a las delegaciones del Gobierno se ocultan tras su envío a las delegaciones y al Ministerio del Interior, el cual sostiene que no tiene cifras sobre las nacionalidades, o las entrega absolutamente mediatizadas. Añadan los silencios mediáticos cómplices por cobardía y hasta por la querencia a la sumisión al hiyab que han demostrado ciertas feministas del Congreso, los parlamentos autonómicos y las alcaldías.


  En mi libro anterior, Manual para defenderte de una feminazi ya relaté mi asombro durante la semana de tratamiento mediático dedicado por los principales programas de televisión a la joven bilbaína con discapacidad intelectual que fue violada a principios de agosto de 2019 por media docena de magrebíes en un parque. Las mesas de debate, ¿cómo no?, regadas de feministas de argumentario flácido, se referían a los seis criminales, entre los cuales había un tipo de treinta y seis años que ya tenía las gónadas negras, como a «niños soldados víctimas de un ambiente de guerra interminable en algún país tercermundista». Esos a los que las feministas estrellas de plató llamaban «niños de la guerra» no son, ni más ni menos, que violadores supertutelados por todo un enjambre de organizaciones benéficas en uno de los países más garantistas de Europa, donde políticos se forran monetaria o electoralmente gracias al chorro de dinero que les reportan los centros de tutela de menas en España. Es el caso de algunas feministas forradas como la alcaldesa de ERC en Canet del Mar, Blanca Arbell, cuyo ayuntamiento ha llegado a facturar 8.000 euros brutos diarios, 3 millones al año, por acoger a 50 menores extranjeros no acompañados en la casa de colonias de su familia. Entre ellos se encuentra un acusado de violación a una niña en la localidad catalana en julio de 2019[23].


  También hay políticos convertidos en millonarios como Mohammed Chaib, el primer diputado musulmán en el Congreso de los Diputados, enchufado por Maragall durante su mandato en la Generalidad de Cataluña. Chaib creó la Fundación Ibn Batuta, de la cual él es presidente y su nuera, Miriam Hatibi, portavoz. Dicha fundación, que mantiene una excelente relación con el gobierno autoritario de Marruecos, ha sido denunciada en múltiples ocasiones por los vecinos de un bloque de nueve viviendas de Poblenou por peleas de los menores extranjeros y su hacinamiento en colchones esparcidos en el suelo[24]. Funcionarios de la Generalidad han calculado el lucro de un centro de menores como ese en 4.000 euros brutos mensuales por menor provenientes de los fondos europeos, que supondrían para las arcas de Chaib unos 96.000 euros mensuales que dan la medida de hasta qué punto el negocio de menores practicado por algunos políticos y mafias endógenas nacionales e internacionales engorda la problemática de lo ocurrido en centros de menores como los del IMAS de Baleares o los dependientes de la Consejería de Igualdad de Mónica Oltra.


  El propio exdirector general de la Infancia, Ricard Calvo, de ERC, tuvo que dimitir en 2017 por el desvío de 98 millones de euros procedentes del erario público a las fundaciones de centros de acogida de menas Resilis y FASI, ambas autocatalogadas como «asociaciones sin ánimo de lucro»[25]. Enriquecidos con el negocio de la infancia, pero convertidos en «filántropos» y «solidarios» por los medios y políticos nacionales.


  Hanan Serroukh es mediadora cultural en el primer grupo de trabajo sobre los menores extranjeros no acompañados en España, es colaboradora habitual de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en el ámbito de la inmigración y la seguridad y, además, se consolidó como experta articulista sobre este problema. Nació en Barcelona hace cuatro décadas, pero es hija de inmigrantes marroquíes llegados a España a finales de los sesenta y recuerda con nostalgia que fue la primera de su familia en sostener un lápiz con la mano. En la entrevista que le hice el verano de 2018 también me contó con alivio y orgullo cómo escapó de un matrimonio forzoso impuesto por el segundo marido salafista de su madre, que levantó los cimientos de la mezquita de Figueras, una de las más radicales del hervidero de templos islamistas radicados en Cataluña.


  Comenzó a trabajar en el primer equipo de atención y estudio a los menas e «inmediatamente se dieron cuenta de que, en la mayoría de casos, la solución no era tener su tutela, si no trabajar en crear un protocolo de retorno a la familia para garantizar un correcto desarrollo del menor y, por otro, lado evitar el efecto llamada. De esos primeros mena a la actualidad, son muy pocos los que han podido tener una trayectoria vital exitosa, pues mantener el permiso de residencia está vinculado a tener un puesto de trabajo y, en muchos casos, estos jóvenes no tienen ni la constancia ni los hábitos adecuados. Esto les lleva a estar fuera del sistema y vuelven a la ilegalidad. Actualmente nos encontramos con un sistema de acogida saturado que da una misma respuesta a realidades muy diferentes», añadía.


  Preguntada sobre la habitual justificación de la izquierda para incentivar el efecto llamada, aseguraba que «La problemática de los mena no es responsabilidad exclusiva de España o Europa. Lo es, sobre todo, de los países emisores y de los padres. La pobreza no puede ser un justificante para abandonar o explotar a un menor. Por otro lado, tenemos que ver la cantidad de dinero invertido en los centros y las ONG que atienden a este colectivo… Este fenómeno también ha favorecido el auge de las mafias con entramados que han llegado afectar al centro de acogida penetrando en él. La verdadera protección de un menor es que esté en un entorno seguro donde pueda arraigar y crecer. El fenómeno de los mena surge porque creen que así no se aplica la ley de extranjería. Europa y España tienen que empezar a actuar con responsabilidad y ser exigentes con los países emisores. La inversión de dinero de los gobiernos tiene que estar acompañada con resultados, tanto con los menores como los adultos. Es posible una inmigración regular y segura vinculada al mercado laboral. Solo así evitaremos las muertes y las mafias», concluía.


  El papel grotesco de los servicios sociales en el caso de la explotación sexual de menores tuteladas ha estado a la altura de los servicios sociales del caso de la madre asesina de sus dos pequeños en Godella, Valencia. En ese caso nadie actuó a pesar de que la abuela de los niños había denunciado a los servicios sociales la situación de los menores y el riesgo que corrían.


  En el momento de la redacción de este capítulo, aún varias niñas se siguen vendiendo en lugares como la estación de autobuses de Palma por 20 euros o por unos zapatos nuevos. Nada ha cambiado desde la publicación del horror de estas niñas, porque más allá del ejercicio de recuerdo de este caso por parte de actores anónimos y privados en las redes sociales, el duopolio televisivo subvencionado por el Estado ha borrado el asunto de sus escaletas. Tanto es así que ningún programa dedicó un segundo de su espacio a la detención de un educador de un centro de acogida del IMAS el 19 de noviembre de 2020 por tocamiento a varios chicos en 2018. Un año después de que saltara a la luz la trama de corrupción de menores.


  Por descontado que la institución insular solicitó «la máxima prudencia para no interferir en la investigación policial». Dejaron de ser pertinentes las mareas moradas frente a las instituciones y los juzgados, el acoso frente a los domicilios de los imputados. Nada de persecuciones y señalamientos mediáticos a los abogados. Ni un aquelarre feminista frente al IMAS, ni un político increpado en la calle por «las hermanas de la famosa sororidad», no fuera a ser que el espectador confundiera el tema con la manada de Pamplona o, aún peor, que fuera a peligrar un céntimo de euro para la impune malversación feminista.


  Más allá de la valentía de políticos como Jorge Campos y Toni Gili, portavoces de Vox en el Parlamento de Baleares y en el Consejo de Mallorca respectivamente, no ha cambiado nada en el resto de la oposición política. El Partido Popular y Ciudadanos siguen asumiendo las reivindicaciones «pancarteras» con el morado corporativo del femimarxismo culpable de la perversión que sufrieron aquellos niños. Populares y centristas variopintos siguen enviando a sus políticas al 8-M, posando el 25 de noviembre, Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, no vaya a ser que «las votantas» les pasen la factura. Siguen suscribiendo manifiestos feministas como los del Parlamento balear. Bazofia propagandista de la izquierda responsable de la corrupción de menores balear, no solo por negligente, sino por ser la izquierda más hipócrita e inmoral de Europa, representada excelsamente por el Ministerio de Igualdad de Irene Montero.


  PROGRAMAS EDUCATIVOS FEMINISTAS PARA ADOCTRINAR SEXUALMENTE A LOS NIÑOS


  La infantil y perezosa radiografía que he visto en los principales medios de comunicación sobre todo lo relativo a la proliferación de manadas y de los casos de abusos en centros tutelados también trae consecuencias terribles para el futuro de nuestros hijos. El repertorio de argumentos periodísticos y de la opinión individual está cada vez más afectado por la pereza intelectual, la autocensura, la corrección política, el miedo a ser apartado del oficio si atentas contra los grandes dogmas ideológicos globalistas y por la falta de compromiso con el progreso real y sano de la sociedad.


  En una ocasión participé en una tertulia radiofónica en Onda Cero en la que los invitados sollozaban fingidamente por el consumo de porno por los menores y señalaban las películas X adaptadas para el smartphone como uno de los grandes responsables de la hipersexualización de los niños. Levantaron la voz y me llamaron «mentirosa» y, cómo no, uno de ellos también «facha», cuando les llamé la atención sobre el hecho de que en España existían escabrosos programas educativos de obligado cumplimiento en comunidades autónomas como Navarra, consistentes en que los niños de cero a seis años «tuvieran vivencias sexuales a través de juegos eróticos infantiles», o en que los niños aprendieran que los «hombres no han evolucionado y mantienen sometidas a las mujeres en todos los ámbitos». En concreto, me refería al Skolae 2018[26], «Creciendo en Igualdad», un programa auspiciado por los nacionalistas y la batasunada marxistoide vasca que, con la excusa de la «igualdad», se dedicaba a repartir en los colegios «fichas de trabajo» para menores de doce a dieciséis años en las que se proponía comentar prácticas sexuales en clase con los niños y conocer «las partes del cuerpo que posibilitan los mayores placeres». Me llamaron «mentirosa» y «facha» antes de hacer una búsqueda para confirmar mi afirmación. Les hubiera costado cinco segundos “googlear”. Y lo hicieron por pereza, por dogmatismo ideológico, por ignorancia profesional y periodística, o por todo ello.


  Durante un año, 16 centros navarros impartieron ese programa de manera clandestina, con el desconocimiento de las familias sobre los materiales, los autores y los contenidos con un obsceno sesgo ideológico cuyas pretensiones eran incentivar el sexo entre los más pequeños con un modelo de relaciones sexuales concretas que penalizaban la heterosexualidad. Durante los últimos tres años, la sociedad civil ha tenido que organizarse sin un euro de subvención pública para hacer frente a un gobierno que ha pretendido y pretende, hurtar el derecho de la libertad educativa de las familias y más aún en lo relativo a la educación afectivo-sexual, para criminalizar al hombre. Y ese no es un derecho de este gobierno ni de ningún otro. El gobierno no tiene legitimidad para robar funciones y competencias de las familias con el fin de imponer una ideología absolutamente minoritaria y totalitaria, que ataca a las convicciones éticas, morales y religiosas de los padres, un derecho amparado constitucionalmente.


  Como demostró Alberto Catalán, portavoz de Unión de Pueblo Navarro en la Comisión de Educación de su parlamento regional, las personas que desarrollaron Skolae, se contrataron a dedo, saltándose la normativa de contratación pública, en el entorno batasuno de Geroa Bai y los socios de Sánchez e Iglesias en el gobierno de la nación, EH Bildu, como reconoció el propio departamento educativo. Además, facturó un gasto para el programa 2017 de 180.000 euros, que benefició al grupo que se define a sí mismo en su propia web de partido como una formación «marxista, feminista e internacionalista»[27].


  Las demandas de este programa educativo se han visto recogidas y ampliadas a todo el territorio nacional mediante la ley Celaá, la Ley Orgánica de Modificación de la LOE (LOMLOE), aprobada el 20 de noviembre de 2020 y mediante los postulados ideológicos recogidos en la Agenda 2030 y hechos suyos por el Gobierno de España al completo, pero en especial por el Ministerio de Asuntos Sociales y Agenda 2030 de Pablo Iglesias.


  La ley es una cesión tras otra a los separatistas de ERC, a la chavista Podemos y a la batasuna EH Bildu. Sigue las pautas de Skolae, que mezclan amor insano con el capitalismo, que criminalizan el amor verdadero vinculando al «amor romántico» a situaciones de control, de maltrato y de dominio masculino sobre la mujer, para proscribir y penalizar de forma natural las relaciones interpersonales y sanas entre hombre y mujer. De hecho, los valores del amor romántico son perseguidos por los colectivos feministas y LGTBI, aunque estos últimos, paradójicamente, defiendan el matrimonio a lo «cristiano» para ellos. El Estado feminista pretende borrar el sexo de los niños y usurpar las funciones y obligaciones de las familias. Se impone como el gran hermano entre las paredes privadas de las casas desde el mismo momento en el que logra adoctrinar a los niños para naturalizar el enfrentamiento entre ellos. Se anima a los niños desde los seis años a perder la inocencia y a iniciarse al sexo cada vez antes, mientras se financian teléfonos del Ministerio de Igualdad para denunciar a empresarios por fabricar placas de puerta que digan que las niñas son princesas. No es que el feminismo persiga selectivamente a las «manadas», es que las fabrica y las dota de sus víctimas propiciatorias con este tipo de programas.


  Las feministas, en su delirio y para proteger su modus vivendi, son las culpables de lo que pasa en pisos tutelados y privados como el que fue escenario del caso conocido como «Arandina», cuya «protagonista» era una menor de quince años a la que Nabokov le habría dedicado un capítulo aparte. Una menor que comentó ufana con sus amigas en WhatsApp «las cosas inventadas que iba a incluir en la denuncia» si los paletos de Burgos se «iban de la lengua».


  Las feministas y adeptas incondicionales de Irene Montero son las que han alumbrado a aquella «criatura» que, a sus quince años, perseguía jugadores de fútbol y llegó a crear un historial de «sus líos» en vez de disfrutar de las primeras trivialidades peliagudas de la adolescencia, que te preparan para distinguir los peligros y llegar a la madurez sin ser un despojo. Coger esas primeras melopeas que te hacen falta para descubrir que el alcohol es una mierda, salir con los colegas con toque de queda y todo y aprender a flirtear de forma sana con el chaval uruguayo con el que veraneas y que pasa el resto del año en Ronda.


  Pero ocurre que las defensoras de aquella niña y las que entierran en el olvido a las de Baleares y Valencia, han convertido a los que piden la educación en valores en una anomalía facho-kafkiana o en un artificio de la «ultraderecha». Piden clases de sexualidad en programas como el de Skolae en Navarra, en el que los niños de doce años tienen que opinar si es verdadero o falso que «el coito anal es la práctica preferida por los homosexuales» y responder a preguntas como «¿cuántas personas me atraen en estos momentos de mi mismo sexo y del sexo opuesto?» o «¿cómo nos lo montamos?», en referencia a si «las relaciones sexuales tienen sentido solo si hay afecto y compromiso».


  Básicamente son programas educativos en los que feministas son subvencionadas para impartir talleres en colegios y universidades que auspician debates sobre el autoerotismo o la masturbación y piden a los profesores que «atiendan aquellos aspectos que generan preocupación, aclarando dudas y fomentando una actitud de cultivo y comprensión hacia el autoerotismo».


  Fariseos que se escandalizan de una orgía a los quince, conscientes de que son ellos los que han condenado las relaciones de respeto mínimo entre hombres y mujeres. Cuando el compromiso es una patología patriarcal, el amor romántico el preludio del maltrato y la pareja heterosexual un factor de riesgo para la vida de la mujer, solo te queda aspirar a chupar «la cabeza de las tres gambas con cadmio». Ese es el margen vital que te queda si sigues las directrices de las Golfxs con Principios y las investigadoras especializadas en el «capitalismo» y el «amor romántico».


  Esas mismas son las que han alumbrado la ley Celaá, que y como lo ha hecho previamente la ley Cifuentes en la Comunidad de Madrid, se aprovecha de la cantera militante, subsidiada y clientelar feminista y LGTBI del PSOE y de Podemos para imponer además el adoctrinamiento de sus activistas en las aulas, al obligar a impartir materia lectiva sobre transexuales desde la educación primaria. La estrategia es sencilla: quien se oponga a esta ley y al colectivo «del buen gay», estará automáticamente estigmatizando al colectivo homosexual masculino, que en su mayoría reniega del servilismo doctrinal LGTBI, por lo que será objetivo de todo el reproche social por parte de los colectivos subvencionados por el Estado para tal efecto. Justo en este punto, la psicóloga y doctorando en violencia intrafamiliar Tania Evans recuerda «la existencia y la ventana de oportunidad que esta ley puede suponer para los movimientos MAT (Minor Attracted Persons), movimiento activista pedófilo, o MOP (Movimiento Orgullo Pedófilo), que en su inicio caminaban junto a los LGTBI y que están consiguiendo hitos a pasos agigantados…[28] (LEER ENLACE, ES UN PELIGRO REAL). Todos estos colectivos, pretenden la subyugación del individuo desde niño a un sistema donde los valores tradicionales de familia y apoyo a la vida se han demonizado hasta su casi exterminio. En su lugar, se fomenta vivir en soledad, sin contacto, sin familia, sin hijos, sin alegría y sin ternura. Repletos de miedo que lleva a perpetuar el ciclo de descomposición de la sociedad, que nos lleva a ese mundo distópico que muchos desean».


  A modo de ejemplo: La Asamblea Nacional de Francia aprobó el 3 de agosto de 2018 una ley sobre los abusos sexuales y los delitos de violación que no fija una edad legal mínima de consentimiento a la hora de mantener relaciones sexuales, lo que abre la puerta a la pedofilia en caso de que no haya violencia y coacción al menor. Según el diario francés Le Figaro, la ley no fija una edad legal de consentimiento, lo que significa que los adultos que mantengan relaciones sexuales con niños no serán procesados por violación si la víctima no puede demostrar la existencia de «violencia, amenaza, coacción o sorpresa». El proyecto de ley «contra la violencia sexual y de género», conocido como la Ley Schiappa, fue promulgado el 3 de agosto por el Parlamento francés, provocando indignación entre los padres y grupos que defienden los derechos de los niños.


  En Holanda los pederastas se organizaron políticamente y constituyeron su formación política en 2006, un partido completamente legal, el Partido del Amor Fraternal, la Libertad y la Diversidad, PNVD, cuyas pretensiones eran rebajar la edad de consentimiento sexual de los dieciséis a los doce años y legalizar la posesión de pornografía infantil y la zoofilia. El objetivo del movimiento MAT es legalizar la pedofilia afirmando que son relaciones de amor hacia los menores y que quién mejor que un adulto para iniciar en el sexo a los niños. Algo que muchas feministas discípulas de Simone de Beauvoir defienden y apoyan.


  EL PARLAMENTO EUROPEO VOTA CONTRA LA INICIATIVA POLACA «STOP PEDOFILIA»


  En Europa hemos visto cómo el Parlamento Europeo, incluyendo al Partido Popular y a Ciudadanos, ha aprobado multar a Polonia por querer perseguir la pedofilia con la iniciativa «Stop Pedofilia», que, en 2019, recogió más de 265.000 firmas entre la sociedad civil y que se admitió a trámite en el Parlamento polaco apadrinada por el partido gobernante Ley y Justicia. Una iniciativa social surgida en la República de Polonia a causa de la utilización de la educación sexual en las escuelas para promover las prácticas sexuales entre los niños modificando el artículo 200b[29] de su Código Penal.


  Actualmente, este artículo penaliza la promoción pública de la pedofilia, pero la iniciativa polaca pretendía introducir un segundo punto que penalizara la promoción de las relaciones sexuales entre menores y otros punto tercero y cuarto para presentar como agravante la promoción a través de los medios de comunicación, profesorado y/o escuelas mediante el siguiente texto:


  
    Art. 1. En la Ley de 6 de junio de 1997–Código Penal (Gaceta Oficial de 2018, artículo 1600, según enmendada), el art. 200b se sustituye por el siguiente:


    Art. 200b.


    
      	Quien promueva o apruebe públicamente el comportamiento pedófilo será sancionado con multa, restricción de libertad o pena de prisión de hasta dos años.


      	El mismo castigo se aplica a cualquier persona que promueva o apruebe públicamente las relaciones sexuales con un menor.


      	Si el perpetrador comete el acto especificado en el apartado 2 mediante comunicación masiva, será sancionado con la pena privativa de libertad hasta por tres años.


      	Quien promueva o apruebe la participación en relaciones sexuales u otra actividad sexual por parte de un menor, actuando en relación con el desempeño de un puesto, el desempeño de una profesión o actividades relacionadas con la crianza, educación, tratamiento o cuidado de menores, o que actúe en las instalaciones de una escuela u otra institución o institución educativa o de cuidado, está sujeto a castigo de prisión de hasta tres años.

    


    Art. 2. La Ley entra en vigor a los 30 días de su publicación.

  


  La reforma legal citada desarrolla el artículo 72 de la Constitución de Polonia, que dice que «la República de Polonia garantiza la protección de los derechos del niño. Toda persona tiene derecho a exigir que los órganos de la autoridad pública que protejan al niño contra la violencia, la crueldad, la explotación y la desmoralización».


  La izquierda europea y los eurodiputados socialistas, naranjitos y populares de la Eurocámara condenaron la norma polaca antipedofilia bajo el pretexto de que, con ella, se pretendía la «criminalización de la educación sexual en Polonia». El Parlamento Europeo negó a un estado soberano la potestad de legislar en su Parlamento para proteger a los niños y blindar el equilibrio y el desarrollo infantil, incluyendo su sexualidad y para ello aprobó un informe elaborado por el eurodiputado socialista hacedor y víctima de la inconstitucional Ley de Violencia de Género de 2004, Juan Fernando López Aguilar, que condenaba la reforma legal polaca y la acusaba falazmente de pretender criminalizar a funcionarios y profesores. El representante del partido que aún hoy encubre políticamente, con su negativa a investigar, la explotación sexual de los pedófilos de Baleares, condenando a otro país que huye en dirección contraria del horror infantil sistematizado en los centros de menores tutelados por el gobierno.
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  El grupo parlamentario de los «Conservadores y Reformistas» en el que se integran los representantes de Vox, Jorge Buxadé y Hermann Tertsch, contestó al documento de condena de López Aguilar con una enmienda a dicho informe de raíz socialista y que únicamente atendía a las exigencias feministas y al colectivo LGTBI dependiente de la izquierda. Y dicha enmienda fue votada en contra por los eurodiputados del Partido Popular Europeo que, no obstante, sí votaron junto a los socialistas a favor del informe falaz del eurodiputado socialista López Aguilar. Únicamente los miembros de «Fidesz», el partido de Viktor Orban, apoyaron la enmienda del grupo de Conservadores y Reformistas para defender la soberanía de Polonia y su legítimo y pleno derecho para regular la protección de los niños.


  Buxadé denunció que «la pederastia es un problema serio que afecta a cientos de miles de niños en Europa y que se ha desarrollado con el silencio cómplice de autoridades y medios de comunicación». Porque silencio es lo que hubo en todos los medios españoles, incluyendo los periódicos conservadores que, a pesar de serlo, hoy compran el manual de estilo de los panfletos ultraizquierdistas para levantar la duda sobre el gobierno polaco al referirse a él como «ultraconservador». El prototípico recurso del marxismo cultural y del globalismo para penalizar a cualquier partido político, asociación y gobierno de cariz cristiano, porque, precisamente los únicos gobiernos que lo atesoran son los de los países que hacen frente al totalitarismo globalista. Sin esas raíces el futuro de Europa y concretamente el de sus niños y niñas, será la caverna, la violencia, el odio, la tiranía y la superstición, entre ellas la feminista.


  EL INFORME INTERNO DEL IMAS


  El 26 de octubre de 2020, el Consejo Rector del Instituto Mallorquín de Asuntos Sociales aprobó el informe de una comisión política de nueve expertos sobre la explotación de menores tutelados por el IMAS, dependiente del Consejo Mallorquín de la socialista Catalina Cladera. Un nuevo ente, cuyo gasto fue de 35.000 euros públicos, creado para calmar la presión social, mediática y política de la oposición en el Parlamento Balear y cuyo propósito también era el de dar contenido para que los pasquines izquierdistas y feministas pudieran hacer fuegos de artificio, convencer a la opinión pública de que socialistas y podemitas seguían siendo la quintaesencia de la protección de la mujer.


  Como resultado del trabajo de estos expertos se publicó un informe de 122 páginas basado en la encuesta hecha a tan solo el 19% de los educadores de centros residenciales, el 39% de los técnicos referentes del IMAS, el 40% de los técnicos jurídicos y solo el 49% de los adolescentes que residen en los centros del IMAS.


  Un informe en el que no se pidió la opinión a la Fiscalía, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado ni a la Policía Local.


  Además, el informe reveló resultados que justificarían el cierre y el procesamiento, como mínimo, por la culpa in vigilando del comando feminista en pleno por el tiempo transcurrido entre el momento en el que se detectaron los casos y su notificación a la Fiscalía:


  [image: img6]


  En la página 67 del informe se especifica lo siguiente:


  «Las denuncias de que se trata siempre se tienen que derivar a los equipos especializados en atención a la mujer y a los menores del Cuerpo Nacional de Policía, Guardia Civil o Policía Local. Los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado tienen que notificar el caso al Juzgado de Instrucción y a la Fiscalía o la Sección de Menores de la Fiscalía para garantizar la protección del menor en las primeras 24 horas».


  La realidad, a la hora de la verdad, es que en muchos casos el IMAS y su consejería feminista no comunicaron los casos hasta incluso hasta 15 y 17 meses después su detección. En un caso fue la propia familia la que lo tuvo que poner en conocimiento de la Policía. ¿A dónde demonios van a parar entonces los 211,5 millones de euros y la frase de la actual delegada del Gobierno contra la violencia de género, antipatriarcal y «feminista», esa de «siempre es mejor proteger a una niña en peligro que reparar a una mujer rota»?


  Cada uno de los 16 casos está detallado en la tabla adjunta, en la que cada número representa los meses transcurridos entre la detección del caso de Explotación Sexual Comercial Infantil y Adolescente, ESCIA, su derivación a la Unidad de Valoración de Abuso Sexual del IMAS, UVASI y la entrega del informe del UVASI.


  El resto del informe hace un esfuerzo ímprobo por poner el foco en la responsabilidad de la sociedad. Ya saben, trasvasar la culpa de lo ocurrido al «patriarcado», asegurando que «el problema de la explotación sexual es frecuente», que «no se tienen datos» y que «hay cambiar a la sociedad para que denuncie». Un déjà vu, la arquetípica excusa feminista para perpetuarse, obligarnos a ser pastoreados como su rebaño, expandir sus entes malversadores que ellas llaman «instituciones capaces y al servicio de las mujeres» y estar absolutamente presente en todos los planos de la vida privada de los ciudadanos. La culpa de las violaciones de las niñas tuteladas es nuestra, de la desigualdad, del machismo estructural, de los micromachismos y de las que somos «colaboracionistas» por no andar cazando a los macho-pokemons que se le han escapado a Irene Montero. Es un tema muy recurrente de las feministas con síndrome de Peter Pan, quitar el foco sobre su responsabilidad, eximir a los agresores para que la persecución subvencionada no se acabe cuando estos entren en la cárcel y culpabilizar a la sociedad enferma que solo tendrá posibilidad de cura en la medida en la que la sigan fumigando las locas amigas de Montero.


  Por su «brillante» y «diligente» gestión y en lugar de auditarse el IMAS de cabo a rabo, el ente público ha sido premiado con 220 millones de euros para el ejercicio 2021. O sea, nueve más que el año pasado. Una prima de aproximadamente medio millón de euros por niña prostituida.


  EL FEMINISMO ANTICAPITALISTA, A LOS PIES DEL GRAN CAPITAL GLOBALISTA


  Si hubiera que elegir al mayor financiador de los movimientos de subversión y confrontación social a nivel mundial y europeo, ese sería sin duda George Soros. Y una de sus vías instrumentales de agitación y de ingeniería social más diligentes es, inapelablemente, el feminismo.


  Gracias a él, a las políticas que fomentan el tráfico de personas, al fundamentalismo del cambio climático, a la financiación del proselitismo del odio al orgullo nacional y a las campañas por la legalización de las drogas en todo Occidente, Soros está logrando acabar con la concepción original de la Unión Europea, que era montar un club de libre comercio en beneficio de los ciudadanos con pleno respeto al acervo cultural y a la soberanía de las naciones. A cambio, ha logrado influir en el proyecto europeo hasta convertirlo en una máquina de explotar y controlar, al servicio de una sola élite mundial globalista que, consciente de que la izquierda ha aparcado sus sueños proletarios, ha decidido ficharla como sirvienta para los magnates más ricos, más exclusivos del mundo y para los gobernantes socialistas que han visto en la mujer a una sirvienta con cofia para la confrontación social.


  Lo cierto es que el feminismo se ha dedicado a fabricar mujeres acomplejadas desde universidades y bodrios culturales y ha transformado a otras, potencialmente válidas, en seres humanos disminuidos intelectual y emocionalmente. Y la tarea ha sido desarrollada, sobre todo, desde las televisiones y los medios de comunicación. Medios que, por dinero, han renunciado a ser el gran contrapoder frente la tiranía feminista socialista, al replicar, normalizar y legitimar a ese y otros movimientos violentos pertenecientes al marxismo cultural del siglo XXI que arrasa todas las libertades individuales. Han convertido el tráfico de seres humanos en solidarios rescates humanitarios, el fanatismo del cambio climático en una falsa conciencia social levantada sobre soflamas anticapitalistas y han travestido la hispanofobia en «lucha antifranquista».


  Todos ellos son movimientos que generan un nuevo y potente vínculo de pertenencia en ese 10 o 15% de gente inoperante, antisistema y extractiva que jamás quiso o pudo ser algo en un mundo competitivo. Eso que el propio vicepresidente segundo del Gobierno, Pablo Iglesias, llegó a llamar «lúmpenes» en uno de los múltiples gatillazos burgueses que suelen experimentar de vez en cuando los recogenueces de la lucha de clases. Esos «lúmpenes» y algún que otro idealista confundido, están hoy al servicio de unos cuantos multimillonarios. Y son una rémora para todos los países que tienen el infortunio de soportarlos.


  Lo malo es que, ahora y en España con más fuerza que nunca, ese porcentaje, ínfimo a priori, cree que puede ampliar sus ideales violentos a la mayoría y que aquellos que no los acaten pueden y deben ser eliminados de forma legítima, con la ideología híbrida del siglo XXI que combina comunismo y fascismo: el globalismo, que ha descubierto en el feminismo y en la ideología de género una de las mejores «guerras tranquilas» para arrebatar el poder y los derechos a los ciudadanos desorganizados y traspasárselos a una minoría privilegiada, institucionalizada y subvencionada a costa de las mayorías.


  La falsa lucha de la izquierda por el progreso de la mujer es una de sus mejores armas en España, en Europa y en el resto de Occidente y, para ello, la necesita intelectualmente inutilizada con un discurso y un dibujo del mundo en el que ella no es nada sin el proteccionismo político.


  Para cambiar la prioridad de la mujer y lograr que se consagre como una sierva vocacional del poder del Estado, ha de eliminarse al hombre de la ecuación vital y de la familia. Se trata de lograr una entrega monogámica de la mujer al feminismo y jamás podría lograrse sin la colaboración de la izquierda mediática y de aquellos que, incluso sin formar parte de ella, se apuntan al negocio feminista, a la estupidez y a la injusticia de resolver crímenes sin ser juez, policía ni parte, diciendo que la culpa es del machismo como si se tratara de una nueva moda que les fuera colocar en la vanguardia del periodismo con respecto a sus competidores.


  Además del anterior, existen varios motivos inmorales por los que la mujer no socialista, la maternidad y la familia son los grandes enemigos públicos de Soros y del globalismo financiador del feminismo. Varias razones por las que los medios de comunicación ya tratan el instinto natural de las mujeres de tener hijos y de protegerlos como una enfermedad crónica, como una debilidad o incluso como un residuo conservador tardofranquista. Dos razones por las que hay que convertir a los hijos y a la familia en un estigma y un «rastro pestilente» del «patriarcado» que frena las vidas y aspiraciones: el primero sería frenar la demografía europea con todo lo que ello conlleva y garantizar el éxito de la sustitución de las poblaciones europeas de origen por la población africana.


  Un ambicioso proyecto de ingeniería social globalista según el cual las poblaciones de África y Asia, que experimentan un estallido demográfico inversamente proporcional a su calidad de vida, equilibrarían la ínfima natalidad de los europeos. Y con ello, se aniquilarían también las ideas liberales y la libertad individual de los ciudadanos occidentales. Sobre todo las de las mujeres, que estarían a merced del concepto tribal y de subyugación al hombre presente, en mayor o en menor medida, en todas las culturas islámicas, con el beneplácito de las feministas y de las televisiones y medios digitales que han llamado a esa mercancía de cuarta «multiculturalidad» o «diversidad cultural». Piso piloto de la islamización en las sociedades democráticas que ya tienen sede en sus no go zones presentes en países como Holanda, Suecia, Reino Unido[30], Francia, Alemania, Bélgica y España.


  En Francia hay aproximadamente 750 zonas «no go». En el barrio de Molenbeek, a tan solo ocho minutos en coche del Parlamento Europeo, ustedes jamás verán a una mujer sentada en la terraza de un bar y las apps de alquiler de patines eléctricos como Lime les resaltarán en rojo la zona, para que no entren en ella. En Holanda, el gobierno se ha visto obligado por los tribunales a emitir una lista de «no go» para el público. En España ya hay barrios tan peligrosos que la propia policía duda a la hora de entrar. Es el caso de El Príncipe, en Ceuta y La Cañada de Hidúm en Melilla, o el barrio de El Rabal en Barcelona. En Londres ya hay carteles en barrios que avisan de que «usted está entrando en una zona controlada por la sharia: reglas islámicas obligatorias». La Policía francesa explica que, en algunos barrios, los musulmanes más radicales cortan el tráfico para las oraciones del viernes, lo que impide que los residentes que no son musulmanes entren o salgan de la zona. Algunas mezquitas también retransmiten las oraciones por sus altavoces. Y países como Polonia y Hungría, que se niegan a replicar el modelo, son sistemáticamente atacados por el globalismo presente en la bancada de toda la izquierda y del Partido Popular y Ciudadanos, que siguen abogando por llenar los bolsillos de unos pocos que se benefician de todo el negocio generado.


  La ONU también es participe del nuevo orden globalista y explica con detalle cómo debe procederse en el «Informe sobre las migraciones de reemplazo» publicado por la División de Poblaciones de Naciones Unidas. Contiene cifras nada halagüeñas:[31] en el año 2100 la población autóctona europea equivaldrá a menos de un tercio de la población de la Europa actual, con unos 170 millones frente a los 520 actuales. Mientras que África pasará de los 1.288 millones actuales a 5.152.


  Cada vez son más los seres humanos y menos los recursos, así que el globalismo, bien representado por la ONU, decide cambiar de continente la población africana a expensas de la europea. Los medios de comunicación de la izquierda llaman «xenofobia» a la negativa de los ciudadanos nacidos y desarrollados en democracias liberales, incluyendo a las mujeres que abominan del hiyab islámico o señalen de forma preventiva a culturas en las que se practica de forma habitual el matrimonio forzoso, las ablaciones de clítoris y las agresiones con ácido.


  En España los medios de izquierda y, lamentablemente muchos conservadores, trufados por la publicidad institucional del Ministerio de Igualdad y la presión del discurso feminista que cuesta vidas, camuflan los crímenes de honor islámicos contra las mujeres como «violencia de género» o «crímenes machistas».


  Mientras en Estocolmo ya implementan programas de prevención y protección especializados, conscientes de que las mujeres árabes o europeas se enfrentan en realidad al código islámico por rechazar matrimonios forzosos o deshonrar los preceptos religiosos de sus países de origen, en España es imposible, ponerlos en marcha, puesto que no sólo no alimentaría la cuenta de resultados de la industria, sino que derrumbaría décadas de discurso ideológico falso y connivencia feminista con una cultura liberticida.


  Los crímenes de honor son decretados cuando la mujer rechaza al candidato al matrimonio concertado por los padres, cuando hay adulterio o incluso cuando una mujer que ha sido violada es considerada «culpable por no haber sabido guardar el honor de la familia». Casuísticas estrictamente culturales y religiosas que, de acuerdo a la legislación y el código penal de los países árabes, someten a la mujer árabe y a la occidental en una Europa cada vez más islamizada por nuestros gobiernos, que nos llevan a un escenario de presente y futuro dantesco.


  Imaginen las mordidas económicas que se lleva el transportista de todo ese flujo migratorio del nuevo orden social, el magnate que actualmente está librando una batalla feroz por imponer sus intereses económicos en el África subsahariana. Según la revista Forbes, la fortuna del poseedor de alrededor de un tercio de las oenegés de tráfico de seres humanos por vía marítima desde el continente africano es George Soros, destacando la mediática Open Arms, y la European Stability Iniciative, ESI, que promueve la aceleración de los movimientos migratorios árabe-africanos hacia Alemania y cientos de asociaciones feministas que curiosamente atacan al capitalismo trabajando por y para la sexagésima persona más rica del mundo. Las verán ustedes atacando a Amancio Ortega por donar cientos de millones de euros para combatir el cáncer de mama en España; pero eso sí, jamás mencionarán los más de 15.000 millones que lleva colocados Soros en distintos países del mundo para fomentar la industria feminista o la del tráfico de personas.


  El fondo de inversiones de Soros por excelencia es la Open Society Foundation, empresa miembro del Club Bilderberg, activa en más de 120 países del mundo. Su think tank para difundir y asentar en la sociedad todos sus proyectos ideológicos es la Open Democracy.


  Bilderberg es el plan para lograrlo. Su finalidad es la esclavitud global de la humanidad, practicada con cierta sutileza, la destrucción de los estados nación de Europa, generando los flujos migratorios descontrolados, la supremacía feminista, la imposición de la religión del cambio climático y el desarraigo de la población en relación a uno de los hitos más importantes de la humanidad, la unidad nacional, sujeto político del que emanan todas las libertades y derechos de los ciudadanos y que sin embargo ha sido ninguneado y convertido por las televisiones en una especie de icono «ultraderechista».


  Al contrario de lo que pretenden hacer creer los medios en nómina de Soros, Bilderberg no es una invención. No es un «monstruo saliendo de debajo de la cama» de un niño. Es una empresa mundial, una S. A. constituida por unas 150 personas incluyendo a los políticos, banqueros, multimillonarios y empresarios más importantes del mundo, incluidos miembros de la realeza británica. Es un club que celebra una sola reunión anual en Watford, al norte de Londres, en la que, literalmente, todos ellos deciden el destino del mundo y cómo se reparten los beneficios. Entre ellos está el expresidente de Estados Unidos Barack Obama y hay destacadas «miembras» del movimiento de agitación social feminista, Me Too.


  Los medios de comunicación de masas han logrado que macroempresas y personas reales que usan a la mujer para aumentar sus dividendos como George Soros, su Open Society Foundation, con sede en Barcelona, o el Club Bilderberg, sean los grandes desconocidos para las sociedades civiles a nivel mundial. No en vano esos medios de prensa globales forman parte de la mayor estructura de poder, clientelismo espurio y dominio mundial creada tras la Segunda Guerra Mundial.


  Han logrado, incluso, transformar a los agitadores más poderosos del planeta en una especie de entes fantasmagóricos de la conspiranoia «fascista» de los que denuncian con valentía los letales postulados globalistas de Bilderberg y sus urdidores a través de medios alternativos y redes sociales. Soros y sus adláteres son, según sus medios digitales, televisiones y radios en nómina, desconocidos, o filántropos cuya generosidad y humanidad harían parecer un pigmeo al padre Vicente Ferrer.


  No obstante la realidad es muy distinta. Han escondido tras el telón de la falsa filantropía al club más exclusivo y peligroso del mundo, mucho más poderoso que cualquier gobierno en la Tierra. Todo, para permitirles diseñar y dirigir el nuevo orden mundial. Encontrar hoy algo de Soros en la prensa, exceptuando alguna entrevista laudatoria de algún periodista a sueldo del húngaro, es casi más difícil que leer algo sobre las agresiones sexuales en los círculos de Podemos.


  Otro medio para lograr el dominio absoluto sobre la mujer mediante el feminismo dirigido por el globalismo consiste en usurpar la autonomía y la soberanía judicial de los estados para someterlas a los dictámenes del globalismo. Lo que la feminista vicepresidenta del Gobierno Carmen Calvo ha denominado «moldear la mentalidad de los jueces en perspectiva de género», que no es más que pasarse por el arco pelviano la Constitución, el Código Penal y la Ley de Enjuiciamiento Criminal para ir sustituyendo la ley de los jueces por las que dicten las grandes corporaciones de la industria feminista.


  BILDERBERG EN ESPAÑA


  Sánchez y Soros no estaban solos, pues les acompañaba el ministro de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, Josep Borrell, otro destacado defensor del sorismo en Europa, donde no solo cuenta con apoyos de políticos de la izquierda, sino también de destacados dirigentes del Grupo Popular Europeo como su vicepresidente, Esteban González Pons y de Luis Garicano, portavoz y responsable del área económica del partido Ciudadanos y vicepresidente del Partido de la Alianza de los Liberales y Demócratas por Europa, una organización financiada por Soros para la destrucción de la identidad nacional, la religión y los valores europeos en nombre de la globalización. Esa servidumbre de Garicano le ha llevado incluso a felicitar a Soros por «su incansable trabajo por la libertad y las sociedades abiertas». Sensacional, teniendo en cuenta que su «admirado amigo» no solo es uno de los mayores financiadores de los taxis marítimos que recogen seres humanos en el Mediterráneo a pie de mafia, sino también del Diplocat, el organismo separatista controlado por Romeva que extendía los tentáculos internacionales de la propaganda separatista y de un sinfín de grupos radicales separatistas y antisistema a los que solo en 2014 inyectó 300.000 dólares[32]. Simplemente increíble, teniendo en cuenta que a Ciudadanos se le presupone un virginal virtuosismo antinacionalista catalán.


  Evidentemente existe un interés de dominio geopolítico, imposible de alcanzar sin controlar las grandes herramientas de chantaje social encarnadas en las políticas de la Agenda 2030 del nuevo ministerio de Pablo Iglesias: el cambio climático, la inmigración descontrolada, el feminismo y las políticas de género, que a la vez crean un efectivo sentido de pertenencia en sujetos desarraigados y con la falta absoluta de la trascendencia que prolifera en el ser humano ante la aniquilación de los valores y la criminalización de la iniciativa individual que no se rinda al pensamiento colectivista.


  Si el ser humano fabricado para las nuevas sociedades ideadas por el globalismo gracias a los medios, los legisladores, la educación y la pseudocultura no quiere ser un paria en su vida social y profesional, necesitará integrarse en el nuevo paradigma programado por el Club Bilderberg y la Open Society Foundation. Y la ética y la moral del nuevo hombre están pautadas por los millones de asociaciones y oenegés untadas y lideradas por los filántropos globalistas y los gobiernos que participan en su agenda para llevarse un buen trozo del pastel. El Estado invade todas las esferas sociales y todos los ámbitos personales para clienterizar a la sociedad, interconectarla y no dejar nada «vivo» fuera de ella.


  Para esos objetivos de fabricación de sociedades despersonalizadas en cadena y obedientes a una única gobernanza mundial, resulta esencial ofrecer sentido de pertenencia, monopolizar los sentimientos, monopolizar el dinero público de los gobiernos y politizar al individuo. Sustituir el amor a la familia, al hombre, e incluso a los hijos, por el del Estado, controlar la soberanía judicial de las naciones y controlar la demografía. Y, para lograr esas máximas, el feminismo y los principios abortistas inherentes a sus planteamientos. Tal es el póker de ases de la baraja.


  EL MULTIMILLONARIO PATROCINIO DE SOROS A LA INDUSTRIA ABORTISTA


  La Open Society de Soros financia diversas campañas a favor del aborto en todo el mundo. En 2016 se supo, gracias a un documento filtrado por DC Leaks, que este agitador había inyectado 1,5 millones de dólares para callar el escándalo de Planned Parenthood, el abortorio americano acusado de vender órganos y tejidos de los bebés abortados desde sus instalaciones en Estados Unidos. El dinero también trataba de revertir el intento del Congreso de Estados Unidos de cortarles la financiación de 500 millones de dólares anuales que percibían.


  El documento filtrado, denominado «Respuesta urgente para defender la salud de las mujeres», aseguraba que Planned Parenthood había dilapidado sus fondos económicos para contener el escándalo, que para la organización de Soros era importante «una victoria» a favor del aborto en Irlanda, para «impactar en los países fuertemente católicos en Europa, minando su demografía» y que era necesario acabar con la vida pública del activista provida David Daleiden, quien había dañado a Planned Parenthood con sus informaciones,.


  La empresa abortista gastó la provisión económica de Soros en contratar a los mejores abogados y asesores para la gestión de la crisis, en presionar a miembros del Congreso para que no les retiraran la financiación pública, comprar a los medios de comunicación, promover las declaraciones públicas de tertulianos televisivos a favor de la labor del abortorio y crear una corriente de opinión que elevara el aborto a una especie de epifanía que toda mujer moderna del siglo XX debería experimentar para liberarse y comentarlo en reuniones de amigas feministas. El expresidente de Estados Unidos Barack Obama, patrocinado en su campaña electoral de 2012 por la multinacional de venta de restos fetales y también miembro del club Bilderberg, decidió vetar la medida de retirada de esos 500 millones de dólares anuales hasta que, felizmente, en 2017 el presidente Donald Trump reactivó una orden dictada por Reagan en 1984, 72 horas después de llegar al poder, para eliminar la financiación para la práctica y promoción del aborto a grupos abortistas como Planned Parenthood.


  Ese mismo año, el gobierno de Irlanda ordenó a Amnistía Internacional devolver a Soros los más de 160.000 dólares donados por su Fundación Open Society para una campaña a favor de la legalización del aborto en ese país[33]. En 2018, Open Society Foundations dio 200.000 dólares a la organización proaborto falsamente católica, Catholics for Choice, matriz estadounidense de Católicas por el Derecho a Decidir. Desde entonces hasta ahora, en los últimos cuatro años, Soros ha donado cerca de 12 millones de dólares a la International Planned Parenthood Federation y a su brazo político estadounidense, Planned Parenthood Action Fund.


  Esa misma agenda abortista ha sido implementada por la izquierda política, que ha dedicado ingentes cantidades de dinero del contribuyente a incentivar, con la ayuda de todas las asociaciones feministas, los millones de abortos que se producen al año en todo el mundo, elevando un drama social a la categoría de circunstancia empoderadora de la mujer, con la inestimable ayuda de sus medios de comunicación.


  Para muchísimas feministas legisladoras, estrellitas del sector cultureta, presentadoras de televisión y periodistas varias, vivir para los niños es esencialmente lo mismo que vivir para los hombres y el patriarcado. Mientras la ministra de Igualdad del Gobierno de España y otras prolíficas comisionistas de la industria de género con chequera millonaria alumbran a sus hijos con cuidadora interna, los grandes hitos de la revolución feminista están en peligro por culpa de las «buenas madres». No de las modélicas, sino de aquellas que siguen su instinto natural de protección frente a la obediencia a un colectivo de inseguras, fanáticas o confundidas útiles que no conocen de nada.


  Las mujeres que eligen ser madres con sus parejas en un pacto privado, o las mujeres que quieran salvar a su hijo y pedir ayuda económica al Estado para sacarlo adelante en lugar de para abortarlo, son convertidas por las feministas en sumisas neotradicionalistas del heteropatriarcado o en «maltratadas» víctimas de la educación «machista». Las que renuncian a ganar más dinero, a ascender en los escalafones empresariales, o a quedarse en su casa para cuidarlos, son simplemente convertidas en un estigma social. En un ejemplo en las aulas de lo que no se puede llegar a ser jamás frente al modelo de la mujer abducida que pasea pancartas frívolas explicando que el aborto es ni más ni menos lo que mejor te podría pasar. La camilla de la aspiración fetal es una especie de rito feminista de posmodernidad.


  En pocos asuntos veremos tan crudamente retratadas a las feministas que, en su paradoja, se declaran anticapitalistas mientras exigen a la mujer que, para ser idónea para el colectivo, gane más que su marido o logre llegar al Ibex 35. “Anticapis” coartando la maternidad de las demás en términos estrictamente economicistas.


  Las mujeres tenemos que romper el «techo de cristal», pero no para ganar más para nosotras mismas o para nuestros hijos, sino para dárselo a las hermanas iluminadas del Estado. Lo lógico, por otra parte, si atendemos a su personalidad depredadora, tóxica, controladora y extractiva, porque ninguna de ellas da a otra sin esperar algo a cambio: una subvención, la pertenencia al «club», el control sobre su forma de pensar y de vivir, o un drama personal auténtico que pueda contribuir a las trucadas y mediatizadas estadísticas feministas.


  De forma que, según ellas, las madres debemos renunciar a la maternidad y considerar la posibilidad del aborto como un ibuprofeno que nos cura la patología del embarazo, porque lo infalible para lograr ese «Estado del Bienestar» que la izquierda marxista cacarea a través de sus consignas pancarteras, es que repoblemos España y garanticemos el sistema de pensiones encargándoles los críos a las mafias de tráfico de personas que se los quitan a las madres del norte de África, para traérnoslos a las costas levantinas o gaditanas en los taxis marítimos de Soros y que Mónica Oltra pueda hacerse una foto con 600 periodistas, como ocurrió el 16 de junio de 2018 en el puerto de Valencia, cuando tres barcos el Aquarius, el Dattilo y el Orione, entraron en el muelle con 600 africanos y el contoneo de Charlize Theron en la alfombra roja y acompasando la entrada de cada uno al desfile de las personalidades políticas.


  Las feministas y su discurso abortista articulado en el Congreso español a través de las opciones abiertamente marxistas, Podemos, PSOE, ERC y Bildu, siempre han aludido al perjuicio que un nuevo hijo va a ocasionar a las madres sin recursos económicos o en situación de conflicto familiar. ¿Por qué no se destina entonces el aplastante monto de dinero público inyectado en abortorios y asociaciones feministas a los centros de acogida y a políticas de ayuda a la mujer embarazada, con el fin de proteger la vida y a los más vulnerables? ¿Por qué el partido político Ciudadanos, a pesar de denominarse a sí mismo «socioliberal», es partidario de esas mismas políticas de la muerte de la izquierda, votando con ella la retirada de una medida de ayuda económica a las mujeres en todos los parlamentos españoles? Se trataba de evitar el desamparo social que, en ocasiones, sufre la mujer embarazada y crear una red que dé cobertura y apoyo a estas mujeres, en especial a las que se encuentran en riesgo sociolaboral. ¿Acaso la retirada de las ayudas públicas para protección de los más débiles entran dentro de esa falacia que Ciudadanos y la ultraizquierda española se han inventado y han denominado «escudo social»?


  Fue exactamente eso lo que ocurrió el 9 de marzo de 2017, cuando los de Arrimadas, en aquel momento con Albert Rivera liderando el partido, votaron junto al PSOE, Compromís y Podemos derogar la ley de protección a la maternidad de la Comunidad Valenciana. La ley no obligaba a ninguna mujer a tener a su hijo. Simplemente garantizaba una serie de ayudas económicas a las mujeres con dificultades que querían continuar con su gestación. La barata y clásica argumentación política de las feministas de los partidos que tumbaron la ley frente a las situaciones personales dramáticas de esas mujeres fue que «se trataba una ley machista, paternalista y que coaccionaba a las mujeres para que llevaran a término el embarazo». A pesar de ser falso, la construcción de ese relato, puramente ideológico, conseguía el efecto deseado: provocar en la juventud una pulsión destructiva, la idea de que cualquier ser humano decente debería responder de forma violenta, incluso «militarizada», contra todo disidente político, social y mediático que contraviniera el paradigma feminista.


  Se trataba de otro ejemplo de la tiranía feminista, minoritaria a nivel social, pero mayoritaria en el estrato institucional, atentando contra una mayoría social, pues la medida legislativa era la primera ley valenciana impulsada por la iniciativa popular, con más de 80.000 firmas y que en el fondo pretendía desarrollar y concretar ese mandato constitucional que dice que las instituciones tienen que ayudar y apoyar a las familias con dificultades.


  Merece la pena leer algunos de los artículos de esta ley derogada hace cuatro años para entender hasta qué punto las soflamas infantiles, promuerte y antinatalistas de la izquierda, el feminismo y el globalismo que representan, provocan víctimas en la sociedad civil y que estas, como es usual siempre, son aquellas con una situación socioeconómica vulnerable:


  
    «Toda mujer gestante tiene derecho a ser informada de manera personalizada, suficiente y comprensible de todas las ayudas y apoyos, tanto jurídicos como económicos o de uno u otro orden, tanto de naturaleza pública como privada, que puede recibir para culminar la gestación, teniendo en cuenta sus características personales, socioeconómicas y culturales».


    «Cualquier persona, independientemente de su sexo, edad o condición, podrá solicitar la información prevista en la presente ley. No obstante, respecto a las menores de dieciséis años no emancipadas, el ejercicio de este derecho se ejecutará de manera responsable bajo la orientación de sus padres, representantes legales o cuidadores».


    «Se crean los centros de atención a la maternidad, de titularidad de La Generalidad, como centros de asistencia, apoyo e información a las mujeres gestantes, a las madres y a los padres, pudiendo establecerse a tal fin los protocolos que se consideren convenientes. Los centros podrán prestar asistencia al conjunto de la unidad familiar, si así lo solicitan las mujeres gestantes menores de edad y sus padres».


    «Para garantizar territorialmente la adecuada prestación de sus servicios se establecerá, en el plazo que reglamentariamente se determine, por lo menos un centro de atención a la maternidad en cada capital de provincia. La Generalidad podrá concertar el desarrollo de las labores de información, apoyo y asistencia en entidades privadas sin ánimo de lucro que tengan esos mismos fines, bien para la creación de estos centros, bien para apoyar a otros centros existentes con idéntica finalidad».


    «En cada uno de dichos centros existirán equipos formados por profesionales con formación en cualquiera de las áreas pedagógicas, psicológicas, sociales y educativas, que proporcionen a las mujeres gestantes asistencia, apoyo e información sobre los aspectos que prevé esta ley. Estos equipos se coordinarán en los equipos profesionales de los distintos ámbitos sociales, sanitarios, educativos, de empleo y de justicia».


    «La información que se facilite a las mujeres gestantes incluirá toda aquella necesaria y útil ante el embarazo y para proteger su maternidad y contendrá las referencias detalladas a los recursos de protección social existentes en el ámbito estatal, autonómico y local, tanto públicos como privados y redes de voluntariado, adecuados a sus necesidades y, en especial, las ayudas económicas previstas, ayudas en materia de vivienda y apoyos a la inserción laboral. Los centros de atención a la maternidad deberán efectuar a la mayor brevedad un análisis de la situación socioeconómica y de las circunstancias personales de la mujer gestante que así lo solicite para evaluar la posibilidad de ser beneficiaria de ayudas y prestaciones, tanto durante el embarazo como después de producirse el nacimiento».


    «En dichos centros se informará de la existencia y las funciones de los centros de atención a la maternidad, así como la forma de ponerse en contacto con los mismos.La información básica incluirá una guía de recursos de apoyo y asistencia a la maternidad. La misma contemplará de manera destacada el teléfono de acceso general y gratuito previsto en el artículo 19 de esta ley».

  


  De la guía de recursos, apoyo y asistencia a la maternidad


  
    Con la finalidad de propiciar la máxima difusión de la información prevista en la presente ley, la Generalidad elaborará una guía de recursos, apoyo y asistencia a la maternidad con el siguiente contenido mínimo:


    
      	Las convocatorias de ayudas que efectúe la Generalidad o sus entidades vinculadas y dependientes en materia social deberán considerar la circunstancia prioritaria de que alguna de las beneficiarias sea una mujer gestante, siempre que las destinatarias de esas ayudas sean personas físicas o familias.


      	A los efectos previstos en la presente ley, se computará que la unidad familiar de la que forme parte la mujer embarazada está integrada por uno o más miembros adicionales desde el momento de la fecundación, dependiendo del número de hijos que espere, siempre que en la aplicación de esta fórmula se obtenga un mayor beneficio.


      	Si la madre gestante no forma parte de la unidad familiar, se entenderá que por el hecho de estar embarazada la constituye a los efectos que prevé esta ley.

    


    Artículo 22. De la escolarización de los hijos de la madre gestante


    En los procesos de admisión de alumnos de centros docentes no universitarios mantenidos con fondos públicos, los alumnos cuya madre se encuentre en estado de gestación, se beneficiarán de una puntuación idéntica a la que obtendrían si ya hubiera nacido su nuevo hermano o hermanos, en el caso de gestación múltiple.

  


  ¿Dónde esta el «machismo» en una ley que trata de garantizar que la mujer traiga el mundo a su hijo si lo desea aun sin el apoyo económico de una pareja? ¿Es paternalista esta ley porque sus políticos legislan para garantizar la vida y no lo es una ley cuando trata de incentivar a la mujer para que interrumpa su embarazo?


  Lo cierto es que el aborto es otra ventana de oportunidad para inspirar la confrontación social y no podría haberla sin la existencia del movimiento feminista. Gracias a ello y al germen ideológico que sustenta el movimiento, el poder político obtiene, entre otras muchas albricias, el crecimiento cero de la población y su control. Con este fin necesitan eliminar a todo el que le sobre, ya sean ancianos que no votan a la izquierda por su cariz conservador, o nuevos nacimientos. La mujer feminista, como todas las que luchan para que se rinda al movimiento, es el mejor títere para llevar a cabo las leyes de la muerte neomarxista porque, en el fondo, la izquierda la considera débil moral, anímica y jurídica.


  Su cultura de la muerte ha marcado todas sus políticas legislativas auspiciadas hoy por el nuevo ministerio globalista creado ad hoc para satisfacción de Soros, de la ONU y del Club Bilderberg: el mencionado Ministerio de Asuntos Sociales y Agenda 2030 de Pablo Iglesias.


  El 1 de marzo de 2020, una semana antes de que estallara la crisis sanitaria mundial del Covid-19, que llegó a poner a España en la cabeza del ranking de muertos a nivel mundial en abril del mismo año[34], fue admitida a trámite la la proposición de ley orgánica del PSOE para regular el derecho a la eutanasia en España. Salió adelante con el apoyo de más de 200 diputados de toda la bancada ultraizquierdista española conformada por el partido etarra, Bildu y los partidos separatistas. Tan solo el Partido Popular, Vox, Navarra Suma y Foro Asturias anunciaron su voto en contra.


  Las televisiones en manos de la izquierda, esa que llora por los derechos sanitarios de todo el mundo sin la existencia de fronteras, vendieron la incentivación de la elección de la muerte y el avance hacia la eliminación de los cuidados paliativos para los más débiles como un hito de la lucha por los derechos humanos.


  El mismo principio seguido por países como Holanda, donde, de 1995 a 1998 apenas se invirtió en cuidados paliativos, los cuales son presentados únicamente como una alternativa más, siendo la eutanasia la más apoyada desde las instituciones públicas, e incluso, por parte de la sociedad tras varias décadas en funcionamiento. En el fondo, la izquierda sabe que tratar el dolor con cuidados paliativos es caro, luego hay que fomentar la opción barata: matar al enfermo.


  El coronavirus que, según el INE, el Instituto Carlos III y la Asociación Española de Profesionales de Servicios Funerarios de España, AESPROF, ha dejado más de 53.000 muertos en España[35], la mitad de ellos no reconocidos por el gobierno de Sánchez, también ha sido una oportunidad de negocio para George Soros y Bilderberg, quienes el 25 de marzo de 2020, momento en el que morían 800 personas al día en nuestro país, oficializaron a través del think tank de Soros y de la familia Rockefeller, Open Democracy, la idea de que el «coronavirus ha demostrado que es la hora de acabar con la familia», con aterradora literalidad[36]: cualquier persona que integre una familia tradicional y sienta más amor por ella que por el Estado, simplemente es una anomalía. El enemigo del proyecto político supranacional más poderoso del mundo. Y para ello, el artículo dejaba patente que el feminismo, la ideología de género y el aborto son esenciales para la consecución de ese objetivo y para el derribo definitivo del capitalismo. Pura basura marxista.


  El artículo, firmado por la periodista Sophie Lewis, definida a sí misma como «comunista» queer (busquen en el manual de la ingeniería social goebbeliana de género qué quiere decir eso último), todavía se puede consultar en www.opendemocracy.net y, básicamente especifica que hay que «abolir la familia porque, a pesar del mensaje actual de “quedarnos en casa”, es allí donde se produce «la mistificación de la forma de pareja; la romantización del parentesco; y la desinfección del espacio fundamentalmente inseguro que es la propiedad privada». Vamos, la misma farfolla fanática de la vicepresidenta Carmen Calvo y la ministra de Igualdad y pareja de Iglesias, Irene Montero.


  Según Lewis, que replica a la feminista del Me Too, Madeline Lane-McKinley: «Los hogares son las ollas a presión del capitalismo. Esta crisis verá un aumento en las tareas domésticas: limpieza, cocina, cuidado, pero también abuso infantil, abuso sexual, violación de parejas íntimas, tortura psicológica y más».


  El think tank web patrocinado por Soros concluye que «incluso cuando el hogar nuclear privado no representa una amenaza física o mental directa para la persona de uno, sin maltratar a su cónyuge, sin violar a los niños y sin criticar a nadie, la familia privada en cuanto modo de reproducción social todavía, francamente, apesta». Esperen a ver cuando Soros se entere de que a su ministro de Agenda 2030 en España le pone azotar a periodistas de derechas y esconder USB con material erótico de su asesora.


  LA NACIONALIZACIÓN DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN


  Los militantes del feminismo y de la ideología de género globalista son plenamente conscientes de que las guerras del futuro ya no se libran con violencia explícita y un AK-47, sino de una forma mucho más sutil, absolutamente tecnológica y recurriendo a la penetración emocional. Es la llamada «guerra cultural».


  Casi cualquiera puede competir en el sector periodístico con un móvil inteligente e influir, en mayor o menor medida, en los grandes temas sociales que ya han sido prefabricados por Bilderberg. Por eso hay que convencer a todos, recurriendo al estómago, de que «el mundo es un leviatán donde prevalece la injusticia racista, patriarcal y antimedioambientalista». Punto. Y ningún ser humano decente querría formar parte de un mundo que, de existir, habría que combatir como si uno fuera un soldado posmoderno, con una obediencia marcial.


  Esa es la obediencia militar con la que el feminismo necesita contar sin que a las vividoras de su industria les importe en absoluto qué es ser mujer para cada una de las mujeres. Ser mujer es lo que ordene el feminismo: anticapitalista, proabortista, odiadora profesional del hombre, etc.


  La clave de bóveda de todo su pensamiento es liberticida, porque libertad es «fascismo». El paradigma vital de una mujer debe ser lo que la ministra Montero y el resto de las feministas digan. De lo contrario, estás fuera de la ley, eres una «fascista» y una fascista no es una mujer. Ni siquiera un ser humano y por eso es y debe ser golpeable.


  Nada de eso podría lograrse sin la colaboración de los grandes medios de comunicación que, en un momento de rotunda caída de ingresos publicitarios, necesitan vivir de la ayuda pública obtenida a cambio de la propagación de la ideología política y el despido de todo el profesional que no se preste a ello.


  La tecnología también juega un papel primordial en la guerra cultural feminista. Google, Amazon y empresas como Microsoft y Apple están presentes en todo el ámbito de influencia del globalismo. Su objetivo no tiene nada que ver con la oferta de servicios, o al menos no como prioridad, sino que tiene que ver con el control total y absoluto de los datos y el manejo del individuo para convertirle en un producto de sus demandas en lugar de en un consumidor de sus productos.


  Prueben a hacer la siguiente búsqueda en Google: «Peligrosidad laboral en los hombres». Todos los resultados arrojados o, como mínimo posicionados en las primeras páginas, serán titulares y publicaciones como «la cuestión de género en la prevención de riesgos laborales» o «salud laboral y género», o «riesgos laborales desde la perspectiva de género» para sugerir que el «sistema machista», con toda la industria que genera para combatirlo, tiene un impacto directo en la vida de las mujeres. Materia acientífica para acabar con los datos empíricos, pues son precisamente los hombres los que lideran el ranking en las profesiones más peligrosas del mundo: leñador, guía de montaña, ingeniero de líneas de energía eléctrica, techador, piloto de aviones pequeños, conductor de camión, repartidor, minero, pescador, soldador, recogedor de basura, agricultor, trabajador de la construcción, etc. Todas estas son profesiones en las que hay una perspectiva de género evidente: que en ninguna de ellas existe una sola feminista pidiendo cuota.


  Millionarios de las grandes plataformas tecnológicas como Bill Gates, en detrimento de las matemáticas, la ciencia y la historia de los países, crean sin cesar campañas y cursos de género sensibilizando en eso que ellos han denominado «educación universal», en la que te cuentan que los principales problemas del mundo son cosas como la opresión de los gender queen, individuos que, de existir, son prefabricados en el cálculo de Gates y de las feministas y que ustedes no se van a encontrar ni en esta vida ni en la otra. Entendiendo que estos no sean los «chavalitos» con cuatro argollas en la cara, rímel y el pelo rosa de First dates, claro está.


  SER MADRE ES COSA DE FACHAS


  Observen este ranking de los mejores ejemplos y titulares antinatalistas de los últimos cuatro años, capitaneado por el periódico El País, cuya redacción funciona a pleno rendimiento para instaurar la agenda sorosiana 2030 y el precepto del control demográfico cuasi soviético culpabilizando a los padres que tengan más de un hijo.


  Su servidumbre ideológica al multimillonario comenzó en el 2010, cuando el grupo Prisa atravesaba una gravísima situación económica, con una deuda financiera neta de 4.868,7 millones de euros, que propició la famosa y sorprendente operación de rescate del grupo por parte de la exvicepresidenta del Gobierno Soraya Sáenz de Santamaría y un segundo agente, el grupo Liberty Acquisition Holdings Corporation, el cual inyectó en el capital de la entidad 650 millones de euros justo en el momento en el que George Soros tenía una participación societaria directa, consumando así una alianza casi conyugal entre el cabecilla globalista y el buque insignia mediático de la izquierda española.


  Soros Fund Management LLC tuvo una importancia vital en el salvamento de Prisa de la bancarrota y su influencia hoy sigue activa a través de la mayoría del entramado accionarial del grupo procedente de fondos de cobertura, los llamados Hedge Funds. Por su oscurantismo, falta de fuentes abiertas e ingeniería societaria, es complicado profundizar en la titularidad de estos fondos, no obstante sí es posible dar con relaciones entre ellos, como por ejemplo la de George Soros y Amber Capital, la segunda accionista mayoritaria actual de Prisa, por detrás de la familia Polanco.


  Amber Capital es un fondo de inversión fundado en 2005, que se mueve entre Europa y Estados Unidos, cuya sede principal está en Nueva York, París y Milán. La empresa es dirigida por Joseph Marie Oughourlian, un economista y politólogo francoarmenio empleado de George Soros, como confirma su propia web[37].


  Estos son los titulares:


  
    1. El País, 21/I/2019: «Tener un hijo deteriora la salud mental de los padres»[38].


    2. El País, 01/I/2019: «La libertad de no ser madre»[39].


    Si usted quiere ser libre, moderna, feminista y una mujer de este siglo, renuncie a sus hijos. Lo mejor que puede hacer para ser una mujer «empoderada» es seguir entregando al Estado y a las hermanas illuminati del feminismo el 60% de sus ingresos en forma de impuestos para mantener a millones de parásitos estatales. Las pensiones del futuro las pagará un inmigrante ilegal de la costa de Libia del sindicato de manteros por la «igualdad de género».
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    3. El País, 12/VII/2017: «Hazte vegetariano, deja el coche y ten menos hijos si quieres luchar contra el cambio climático»[40].


    Si usted es un ser humano comprometido con el planeta, un ser humano decente y quiere combatir el «cambio climático», sea coherente: renuncie a los hijos o paséelos con una escafandra de la NASA hasta que cumpla… hasta que cumpla la edad del esqueje intelectual progresista que escribió el artículo.


    4. El País, 03/IV/2017: «Inmigrantes para salvar la España que se muere»[41].


    De nuevo El País, se pone al servicio de uno de sus rescatistas económicos para legitimar las mafias internacionales de tráfico de seres humanos y sus taxis marítimos. Lo más «progresista» es trasladar inmigrantes económicos. No ayudar a las madres en España a que puedan tener y sacar adelante a sus hijos


    5. El País, 25/VI/2019: «Las mujeres solteras y sin hijos son el grupo social más sano y feliz del mundo»[42].


    Un psicólogo asegura que «las mujeres solteras y sin hijos son el grupo social más sano y feliz del mundo». A lo que hay que añadirle que «varias universidades del mundo», ergo el clientelismo académico subvencionado, aseguran que las mujeres sin hijos muestran «niveles más altos de bienestar y se definen a sí mismas como personas independientes».


    6. La Vanguardia, 10/I/2017: «El secreto de la felicidad no es casarse o tener hijos, sino viajar»[43].


    Entréguese al hedonismo. Viaje. No se case, no tenga hijos, eluda los compromisos y las responsabilidades toda su vida mientras quiera usted ser feliz y estar realizado.


    7. Radiotelevisión Española, 15/VII/2019: «El instinto maternal es una recreación social más que un instinto biológico»


    La televisión pública española nos ofrece una entrevista a Diana López y nos vende los libros de la autora, No es país para coños y Maternofobia, para que la mujer se cuestione que su propio instinto maternal y el amor por sus hijos es algo de lo que sentirse culpable. Como un fallo en un maldito juego de rol


    Como si una periodista cuya tesis humanística es que el romanticismo que proviene de un hombre es misoginia y que el aborto de 93.131 niños en 2016, 94.123 niños en 2017 y de 95.917 en 2018 es progreso social[44] representara a alguna mujer con personalidad más allá de las que viven de lobotomizar a las estudiantes desde los chiringuitos de las «chochocharlas» o las expertas en «la búsqueda de la almeja». Ya ven, casi dos siglos de antropología para concluir que el vínculo afectivo innato entre las madres y sus hijos es machista.


    8. La Vanguardia, 15/XII/2019: «La Junta rescata el premio a las familias numerosas de Franco»[45].


    El periódico catalán se hace eco de un premio creado por la nueva Junta de Andalucía formada por el Partido Popular y Ciudadanos justo un año después de llegar al poder autonómico tras 37 años de socialismo en la comunidad autónoma.


    El objetivo de este premio no era otro que incentivar los nacimientos, puesto que, según reconoce el mismo medio digital, la cifra es precisamente la más baja desde 1941 según el Instituto Nacional de Estadística (INE). A priori era una causa noble, imposible de retorcer, pero La Vanguardia logró encontrar un titular del que se deducía que promover la natalidad era «franquista», y nada de explicar que el sentido de estos premios era ayudar a las familias hasta el segundo párrafo.


    Y lo hizo consciente de que, según numerosos estudios, del 56 al 70% de los lectores que entran en una noticia de un medio digital solo leen el titular[46] y que, aproximadamente el mismo porcentaje no pasa del primer párrafo, para el cual, el redactor de esta noticia había reservado la siguiente perorata antifranquista sobre inexistentes franquistas en aquel acto: «La Junta de Andalucía recuerda a Francisco Franco y reconocerá a las familias que tengan más hijos. Vuelve el premio de natalidad, creado por el régimen franquista en 1941, dos años después del final de la guerra civil, un acontecimiento que suponía una de las noticias más esperadas en el No-Do».


    La semilla de la discordia ya estaba sembrada en un número nada desdeñable de lectores desconocedores de las líneas ideológico-editoriales del medio y las motivaciones del redactor.


    9. El País, 25/II/2020: «El “infierno demográfico” de Vox no existe o por qué el índice de 2,1 hijos por mujer es un tópico falso»[47].


    [image: img8]


    El País prosigue con su campaña antinatalista e infantófoba a ultranza reduciendo el dato inapelable de que España es el segundo país de la Unión Europea con la tasa de natalidad más baja, solo por detrás de Malta, con zonas con menor densidad demográfica que Laponia.


    La tasa bruta de natalidad o TBN, que mide el número de nacimientos por cada mil habitantes, ha caído en el 90% de las provincias españolas entre 2000 y 2017[48], pero «no hay invierno demográfico» para el digital ultraizquierdista, que reduce uno de los mayores problemas para el mantenimiento del Estado del Bienestar, garantizado según los progres con la asfixia fiscal, con el modelo productivo del mantero del top manta que no cotiza, con la subida de recaudación a «los ricos» y con la sustitución poblacional del norte de África y culturas liberticidas islamizadoras, a una especie de bandera exótica ultraderechista.


    El modelo de negocio de los lugares «libres de niños» aparece por todas partes. La oferta de hoteles que excluyen a las familias con hijos no para de crecer. Un estudio realizado por el buscador de viajes Liligo estima que existen casi 800 hoteles en todo el mundo sin niños, childfree y España es uno de los países punteros, con más hoteles solo para adultos, marchando a la cabeza las Islas Baleares con alrededor de cien. El concepto de este tipo de negocio está asociado con la exclusividad y el lujo.


    La «infantofobia» es promovida por los medios de comunicación y la estigmatización de los niños en restaurantes, cines y medios de transporte. En el vagón silencioso del Ave no pueden viajar niños y, aerolíneas como Malaysia Airlines, Scoot Airlines y Air Asia X reservan zonas del avión solo para adultos, habiéndose convertido estas en modelo de referencia para el resto del sector aéreo comercial, que estudia ofrecer servicios similares.


    La fotografía es lo suficientemente elocuente. Si defiendes la maternidad y la traída de hijos al mundo, eres un ciudadano «tardofascista» de la España negra y si encima eres mujer, el «machirulo del arao» te hará once hijos mientras te llenas de varices por él. Tu mostacho benemérito crecerá incontenible por la falta de tiempo para el aseo personal. «Y eso le pasa a usted por ser de Vox».


    10. Tuit desde el perfil oficial del Instituto de la Mujer, 11/V/2020: «La maternidad está empobreciendo a las mujeres»


    Pasamos a nueva fase. El mensaje infantófobo antimaternidad ya parte de los organismos oficiales del Estado.


    Es la fase de la ingeniería social del marxismo cultural, cuyo modelo sexual y social, por cierto, no parte de la elección libre e individual como el de cualquier país democrático y liberal, sino del impuesto por la directora del Instituto de la Mujer, Beatriz Gimeno, que afirma que el modelo superior es el lésbico y que al hombre heterosexual habría que penetrarle analmente para que tome consciencia de «hasta qué punto el patriarcado se clava en la carne de la mujer»[49]. Ese es el calibre de insalubridad mental de quienes hoy diseñan las leyes que afectan a los niños.


    En el espectro intelectual feminista, si es que ustedes le confieren a la feminista cualquier formación humanística y la cualidad del razonamiento, podríamos citar como icono de ese corpus teórico-radical y enfermo de nuestra ministra de Igualdad, de Beatriz Gimeno y de todas las asesoras y cabecillas que conforman su cartera y red clientelar, a Simone de Beauvoir, sumisa de Sartre, pederasta confirmada, marxista y partidaria de la eliminación del hombre en su modelo social.


    Beauvoir se refería así a la maternidad y al embarazo en su obra más conocida, El segundo sexo (Editorial Cátedra, 2017), una especie de biblia del feminismo actual y de las hacedoras de las leyes que hoy, en teoría, deberían proteger a nuestros hijos: «El embarazo es, sobre todo, un drama que se representa en el interior de la mujer; ella lo percibe a la vez como un enriquecimiento y una mutilación; el feto es una parte de su cuerpo y es también un parásito que la explota; ella lo posee y también es poseída por él; ese feto resume todo el porvenir y, al llevarlo en su seno, la mujer se siente vasta como el mundo; pero esa misma riqueza la aniquila, tiene la impresión de no ser ya nada. Una existencia nueva va a manifestarse y a justificar su propia existencia, por lo cual se siente orgullosa; pero también se siente juguete de fuerzas oscuras, es zarandeada, violentada».


    Quien piense que estas consignas están superadas, y que los que las defienden están arrinconados por nuestros políticos se equivoca. Recordemos cuál es la patológica postura sobre la maternidad y sobre la protección a los más débiles que tiene Beatriz Gimeno, actual directora del Instituto de la Mujer, y su excónyuge y directora general de Diversidad Sexual, Boti García, quien confesó al vicepresidente Pablo Iglesias en una entrevista del programa ‘Otra Vuelta de Tuerka’ haber tenido relaciones con una alumna menor de edad.


    Gimeno criticó en un artículo a favor del aborto que a los bebés prematuros se les humanizara. «¿Quién querría matarlos con un gorrito de lana?», afirmó. En su artículo «Políticas del aborto», publicado en la revista Trasversales y en su blog Beatrizgimeno.es[50], afirmó: «Ya no hay fetos, todos son bebés y recién nacidos, apenas vivos, llenos de cables, se les pone un gorrito de lana (…). Con ese gorrito, aunque esté lleno de tubos, aunque no tenga vida cerebral, ¿quién querría matarlo? (…) Los fetos salvados cada vez con menos tiempo de gestación inundan los medios. Nadie pregunta a las madres, en esas situaciones, si querrían que esos fetos vivieran con todos los problemas físicos que pueden tener después. Un ejemplo de esta tendencia es la propuesta de algunos médicos italianos de “reanimar” a los fetos abortados. Lo que se está produciendo es la ruptura de fronteras entre el feto y el bebé».


    Sobre la vinculación de los hombres a la mujer y al seno familiar, también era muy explícita Beauvoir, cuyas palabras pueden volver a ver ustedes replicadas en el discurso feminista de nuestros legisladores de izquierdas y calcadas por Irene Montero y Beatriz Gimeno. En su modelo social, el hombre, el padre, es ni más ni menos que una patología autoinfligida por la mujer. Es un elemento prescindible en su particular nuevo concepto de la familia, que no es otro que el una manada atávico-lésbica, un colectivo mejorado tras la eliminación del hombre y el sometimiento del individuo y la relación de pareja a la potestad asamblearia y el permiso estatal para cada paso que haya que dar en la vida. Incluyendo a los hijos. La familia pasa a ser una suerte de empresa nacionalizada.


    Más ideas de Simone de Beauvoir: «La homosexualidad de la mujer es una tentativa, entre otras, para conciliar su autonomía con la pasividad de su carne. Y, si se invoca a la naturaleza, puede decirse que toda mujer es homosexual por naturaleza».


    «Son las resistencias del viejo paternalismo capitalista las que impiden en la mayoría de los países que esa igualdad (feminismo) se cumpla concretamente».


    Los recursos púbicos en la lucha contra la violencia doméstica deben inyectarse en exclusiva en la policía y en la judicatura en lugar de administrarse de forma oscura y a dedo a las asociaciones de feministas malversadoras del dinero público. Jamás habrán visto ustedes a un progre defendiendo una auditoría de ese dinero.


    Mientras nuestra policía trabaja sin medios materiales y los procesos por las custodias se alargan durante años, arruinando la vida de los niños y de sus familias, el Ministerio de Igualdad es para la «esposa» de un vicepresidente, señora que explotaba a una mujer escolta y a la que acabó pagando para no ir a juicio, que gasta 120.000 euros en cambiar el color de sus lemas oficiales, casi un millón de euros anuales en asesores y 464.000 en un teléfono para perseguir la «publicidad sexista de empresarios».


    Gracias a este gobierno y la cobardía de los anteriores, se ha amparado a organizaciones criminales como Infancia Libre, que no hubieran podido prosperar sin todo el apoyo mediático de periodistas apuntados al negocio de la ideología de género o que, congelados por el miedo a ser tildados de «machistas» y ser despedidos de las televisiones si rebaten los dogmas feministas, se imponen a sí mismos la obligación de la autocensura frente al movimiento más totalitario de este siglo, remasterizado del movimiento de la lucha de clases.


    11. Campaña del organismo globalista oneplanetonechild.org: «El mayor regalo de amor que puedes darle a tu hijo es no tener otro»


    Los paneles de autobuses de Vancouver, Ontario y Minnesota sirven de escaparate público a una campaña de una organización que dice lo que acaban de leer. Eugenesia social preventiva en vena.


    La Izquierda siempre ha llorado en el escaparate mediático por los «derechos humanos» y la «libertad reproductiva», pero nada más lejos de la verdad. Ni derechos ni libertad. En realidad, la izquierda radical, a través de su agenda globalista, impulsa una agenda autoritaria de control, forzándote a compartir y participar en el pensamiento colectivista.


    Desde hace años, su grito de guerra en pancartas feministas siempre ha sido «el aborto es un derecho», «el aborto es atención médica», cuando es asesinato. Y si no pueden empujarte a que abortes a tu bebé, tal vez entonces puedan hacerte sentir vergüenza, egoista, o que te creas corresponsable de un mundo catastrófico si tienes más de un hijo.


    La excusa para esta propaganda diabólica es salvar el planeta. Pura Agenda Global 2030 que ya tiene un ministerio en España, el del vicepresidente segundo, Pablo Iglesias.


    No quieren familias, ni personas felices, ni amor. Quieren soledad y monopolio del Estado sobre los sentimientos del individuo. Antihumano. El objetivo es llevar a cabo una interconexión entre las políticas globales de género, la salud, la ONU, la Agenda 2030, la economía global y el cambio climático. Es decir, interconectar todas las áreas de la vida de las personas bajo un nuevo paradigma diseñado para dominarlo todo.


    En realidad, estas campañas no dejan de ser un plagio del esquema mental de todos los dictadores del siglo XX, cada uno de ellos obsesionado con el control de la población y los problemas reproductivos, que llegaron a resolver en campos de concentración custodiados por hombres armados. Adolf Hitler quería crear una raza superior de «arios de pura sangre», aunque él mismo ni siquiera era alemán.


    Los filántropos de la eugenesia sutil, hábil, se esconden hoy bajo el parapeto amable del conservacionismo y el medioambientalismo.


    ¿Recuerdan ustedes la eugenésica campaña de la China comunista con su «política de un solo hijo», que solo le permitía tener un vástago si era varón?


    Se dejaba morir a las niñas en los alféizares de las ventanas, no formaban parte de la agenda. Es curioso cómo las feministas nunca hablan de eso, ¿verdad?


    12. La Vanguardia, 28/IX/2020: «¿Tiene sentido tener hijos en un planeta en declive? Un movimiento formado por padres y madres en duelo ante la crisis climática busca concienciar sobre la necesidad de combatir el calentamiento global»[51].


    De nuevo una noticia interconectando las políticas globales de género con el cambio climático. En el cuerpo de la noticia la redactora habla de una «huelga de nacimientos, que desde el 1 de septiembre ha pasado a llamarse Grieving Parenthood in the Climate Crisis: Channelling Loss into Climate Justice», cuyos protagonistas son madres y padres que deciden no traer a más personas a este mundo. «No quieren criar a sus hijos e hijas en el que consideran que es un planeta en declive». Con su decisión «evitan las emisiones de gases de efecto invernadero que se derivan de cada nueva vida que llega al planeta», porque, según una universidad sueca, «por cada vástago de menos que se tiene se reducen en 58,5 toneladas al año las emisiones de dióxido de carbono (CO2)».


    En ninguna parte del artículo figura de qué «universidad sueca» sale tal afirmación pseudocientífica capaz de inspirar una huelga del proletariado ovárico y espermático de sus convencidos. La universidad sueca, como el protocolario deber profesional de un periodista de citar su fuente, o el estudio científico, no figura porque en este caso no existe. En su lugar sí lo hace un tuit cuya fuente son Seth Wynes y Kimberly Nicholas, dos activistas de la izquierda medioambientalista que impartieron una ponencia. No eran, ni mucho menos, un par de científicos.


    13. Tuit del programa de radio de La Cadena Ser, grupo Prisa, La lengua Moderna, 29/II/2020: «Las ecografías en 3D tienen que parar. Pocos abortos hay. Parecen muñones antropomorfos. Yo hago cacas más humanas».


    Otra más del grupo Prisa. «Pocos abortos» son, según los informes IVE del Ministerio de Sanidad, de 90.000 a 100.000 al año. En 2018 se realizaron 95.917 en España. La tasa de abortos por cada mil mujeres subió de 10,51 en 2017 al 11,12 en 2018.[52]. Resulta imposible saber hasta qué punto se dispararían las estadísticas si a estos números les sumáramos todos los que no se notifican a las autoridades públicas.

  


  LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN AL SERVICIO DE LA INJUSTICIA Y DE LA RIDICULIZACIÓN DE LA MUJER REAL


  Dejando a un lado la profesión de político, resulta difícil imaginar un sector profesional más desprestigiado que el del periodismo, debido a cómo han logrado permear en él ideologías frentistas. Resulta lamentable comprobar que las televisiones de los grandes grupos y muchos digitales, han renunciado al inconformismo y la denuncia de las injusticias a cambio de la publicidad institucional y la confortable clienterización de sus profesionales.


  Proceso especialmente obsceno en lo que respecta al feminismo adoptado por presentadoras que en el pasado reciente, antes de tomar los hábitos del puritanismo hembrista, recordaba como mucho mejores personas y profesionales. Ahora han sucumbido a esta mercancía de cuarta, han renunciado al músculo intelectual y a su propia personalidad en un alarde lastimero de infravaloración personal que sale desde lo más profundo de ellas cuando te dicen en la mesa de un plató que «la cosificación de un hombre y una mujer no tiene nada que ver, porque la mujer lo hace obligada como subalterna del hombre», o que «su carrera», la de ellos, «no peligra con el paso del tiempo». Espera a ver si sigues trabajando después de los cuarenta y seis, te repiten. Mujeres «empoderadas» que piden a gritos ser salvadas.


  No hay mesa política, ni dirección de programa de las grandes cadenas que permita poner en tela de juicio las grandes falacias feministas, cuyo único efecto social es la malversación de dinero público y el control de los individuos a base de manipular la realidad enseñándonos injusticias que no existen y ocultándonos las que de verdad suceden, sobre todo si son perpetradas por este colectivo.


  El periodismo, especialmente anegado por el sectarismo y la parcialidad feminista, se ha dedicado a condicionar e incluso a censurar la opinión contraria de compañeros con una diligencia superior a la de cualquier No-Do político. Se ha dedicado a segregar y dar un trato preferencial al maltrato por sexos. Ha pulverizado las leyes científicas y policiales en casos de asesinatos y maltrato; puesto que todos ocurren por «machismo», dejan de tratarse condicionantes como la drogadicción, el alcoholismo, el entorno cultural y cualquier otra circunstancia contemplada en los protocolos policiales.


  Como veremos más adelante, el periodismo se ha dedicado a silenciar, e incluso a legitimar, miles de secuestros parentales que han convertido a España en la primera potencia de ese tipo de sustracciones de los más indefensos en el mundo. Se ha dedicado a señalar y acosar a jueces por su voto particular en casos mediáticos, donde la presión corporativista-feminista pretendía dictar sentencias en los platós de televisión, como ocurrió con Ricardo González, el juez que emitió un voto discrepante en la sentencia del «caso de la manada». El periodismo, en fin, ha convertido a la mujer en una suerte de minusválida física, mental y jurídica, víctima hasta del aire que respira. Es más, el periodismo feminista se ha dedicado a excitar el sustrato del miedo de la población, con el maquiavélico plan de ingeniería social que requiere la mentira.


  La base de la comunicación que ellos han profesionalizado es la mentira, con todo un plantel de políticos que mienten, periodistas que mienten, activistas presentados como pseudocientíficos que mienten, porque, al final, las televisiones que venden la mercancía del gobierno saben que «una mentira repetida adecuadamente mil veces se convierte en una verdad», como sostenía el jefe de la propaganda nazi, Joseph Goebbels y, en lo que respecta al feminismo y a la situación real de la mujer en España, los medios comprados por el gobierno se han encargado de institucionalizar la mentira. Con el victimismo feminista, han logrado atacar a las mujeres tan sutilmente que muchas de ellas han sido incapaces de percibirlo, lo cual es una aberrante forma de violencia y de intimidación contra la población. La élite del feminismo, las académicas, las jueces con carnet político, las analistas, las rutilantes damas de las mañanas televisivas, saben que obstaculizando el libre flujo de la verdad también adquieren su cuota de poder en el dominio del mundo.


  Pongamos un par de ejemplos memorables de la historia reciente de la televisión que demuestran que las mesas de programas como Espejo Público (Atresmedia) y Cuatro al día (Mediaset) se han convertido en el tipo de refugios misándricos, inquisidores y victimizadores que han permitido a algunas mujeres lograr cosas inimaginables, que jamás habrían conseguido por sus propios medios. No por ser féminas, evidentemente, sino porque la imbecilidad no distingue sexos. La condición de «imbécil» es implacable aunque se exhiba el carnet de feminista y asociarse al movimiento es cómodo para muchas de estas personas, pues evita tener que someterse a la crudísima e insoslayable verdad de que la vida nos exige talento y que en la ausencia de él, hay que compensarlo con mucha preparación y una generosa dosis de creatividad para ser mejor que el resto. Y eso, a veces, es un peso jodido de mantener.


  Primer ejemplo. La opereta de Antena 3 sobre los piropos falsos a una redactora


  El 12 de julio de 2018 me tocó estar en una de esas mesas, la de Espejo Público, donde el tema estrella de la escaleta era comprobar cómo una periodista maciza era acosada por el «machismo» que flotaba en el aire, que emanaba el agua de las charcas y supuraba la piel de los pobres currantes de la obra[53]. La redactora del programa paseaba por algún lugar de Madrid con unos labios que se notaba que estaban recién esculpidos por las manos del hombre. De esos con los que no puedes hacer nada, excepto sorber sopa, si quieres alimentarte durante las siguientes cuarenta y ocho horas. La consabida «presión ambiental patriarcal», ya saben.


  El caso es que a la «pobre» le salían al paso un montón de depredadores masculinos. Lógicamente el vídeo estaba editado, pero aun así llamaba la atención que el acecho callejero era más prolífico que el de una hembra de cobaya cercada en una conejera, que los hombres la piropeaban con un esmirriado interés sexual y que ante la sobreactuada indignación de ella, todos doblaban la cabeza como un cachorro en la primera clase de adiestramiento, sin rebelarse lo más mínimo.


  Finalmente, resultó que los autores de lindezas como «¡joder, qué polvazo tienes!» o «¡mamasita, rica, sabrosota!» habían ensayado decenas de veces frente al espejo, no solo los piropos, sino su propia sexualidad, pues todos ellos confesaron ser gais más tarde. De ahí su enclenque convicción carnal frente al reto de la redactora. Y no es homofobia, es que en realidad cualquiera de ellos hubiera preferido a Jon Mortajaren antes que a la incitadora de aquel fraude televisivo.


  Los presuntos protagonistas del reportaje de Claudia García en Antena 3 denunciaron que todo estuvo preparado y que en ningún momento les dijeron que fuesen a salir en televisión, y que no son «machistas»: «¡Somos muy gais!», repetían.


  Era un ejemplo perfecto de cómo los medios desinforman y manipulan a la población con un propósito político a costa de escenificar problemas que no existen y ocultándonos los que de verdad suceden, sobre todo, si son causados por ciertos colectivos, pues esta mujer podría haberse metido sola con una cámara en un barrio musulmán en Ceuta, en Melilla, o en el Rabal, por ejemplo, para demostrar que la realidad del modelo del multiculturalismo que defienden las feministas supera, con mucho, la ficción chabacana que se montó aquel día para engañar a los telespectadores y para seguir incitando al odio contra el hombre.


  El problema no es solo el reportaje en sí mismo. Hoy son las televisiones las que, después de ser pagadas por el poder político, dan el primer paso necesario para que la izquierda legisle basándose en la visión distorsionada del mundo y del hombre que generan este tipo de reportajes malintencionados. Para tratar el problema y justificar su financiación antes hay que crearlo.


  Ni la directora del programa, ni la periodista, ni la redactora pidieron perdón jamás a su audiencia, conscientes de que lo primordial no era el respeto a los espectadores, sino satisfacer las órdenes políticas: formar a una sociedad atemorizada y angustiada, para que pida la intervención de los políticos en la vida privada de la población y que esta esté siempre dispuesta a darles el dinero que haga falta a cambio de una seguridad inexistente y de rendirse a una esclavitud suave.


  ¿Si hay tantos acosadores por qué hubo que contratarlos? Si el problema es el «heteropatriarcado, ¿por qué Atresmedia tuvo que tirar de la comunidad gay?


  Porque el feminismo está levantado sobre la mentira y porque esta es la que sustenta todo el imperio clientelar y las legislaciones estériles que justifican su mera existencia y el mantenimiento de sus prebendas.


  Un ejemplo de ello es la proposición de Ley Integral de la Libertad sexual y para la Erradicación de las Violencias Sexuales que Unidas Podemos y En Comú-En Marea, su confluencia separatista, plantearon en el Congreso de los Diputados en febrero de 2020, mientras desoían los once avisos del departamento de Seguridad Nacional y los de todas las autoridades sanitarias sobre el riesgo de contagio de coronavirus en actos multitudinarios y dos semanas antes de enviar a cientos de miles de personas al aquelarre filomarxista del 8-M cuando supuestamente España tenía alrededor de 12.000 casos de coronavirus activos en todo el país, según los datos del Instituto de Salud Pública Carlos III (ISCIII)[54].


  La Proposición de Ley Integral planteaba una reforma del Código Penal para multar a aquellos hombres que piropeen a mujeres en la calle.


  Mientras tanto, esa misma proposición de ley feminista rebaja la pena mínima por agresión sexual de uno a cuatro años frente a la horquilla de uno a cinco años que actualmente recoge el Código Penal en su artículo 178. La agresión con penetración (vía vaginal, anal o bucal, o la introducción de objetos) iría de cuatro a diez años frente a de seis a doce que contempla el Código en el artículo 179.


  La intención, según las asesoras feministas de Montero, es desterrar la idea de que se pidan cambios «punitivos», ya que, «el movimiento feminista y las mujeres que protestaron en las calles contra las dos primeras sentencias de la manada, no lo hicieron para aumentar los castigos, sino para que no se cuestionara a las víctimas».


  Segundo ejemplo. Marta Flich considera positivo que mueran más hombres que mujeres por el coronavirus


  El 27 de marzo de 2020, trece días después de decretarse el estado de alarma, la feminista y copresentadora de Todo es mentira Marta Flich participaba en una tertulia en la que se debatía sobre la actualidad del virus y cuál era su puñetero impacto de género. Uno de los tertulianos puso sobre la mesa el dato de que era más letal entre la población masculina. En este momento, Flich, homologada por la televisión de uno de los dos grupos televisivos más importantes en España y colaboradora de Huffington Post, tomaba la palabra para celebrar el dato exclamando «¡por fin algo positivo!». Además de su odio a todos los hombres, menos el suyo, obviamente, evidenciaba sin quererlo la habitual estulticia feminista, considerando que, en la ciencia, como en los másteres y circulitos hembristas, podía existir un vídeo con perspectiva de género.


  Resulta evidente que, de haber manifestado un hombre en un espacio mediático su alegría por la muerte de cualquier mujer, habría sido inmediatamente expulsado del programa, despedido de la cadena, perseguido por el gremio y denunciado por la Fiscalía por delito de odio con «agravante de género», con la personación del gobierno en la causa, e increpado sine die en la puerta de su domicilio por las activistas feministas que no habrían parado hasta colgar la cabeza del susodicho encima de la chimenea de la marquesa de Galapagar.


  Todo es mentira es el programa de la productora del separatista Toni Soler, Minoría Absoluta, una productora que ha recibido 70 millones de euros del erario público entre 2010 y 2018, 23 de ellos de la televisión pública catalana, TV3. Ni el jefe de Flich, Risto Mejide, ni ella misma han pedido perdón hasta la fecha de la redacción de este capítulo. Y no solo eso, sino que, a raíz de la breve polémica causada, Mejide tachó de «miserables» e «imbéciles» a los críticos, anticipando que, desde Todo es mentira seguirían haciendo chistes «de lo que les saliera de las gónadas». Es el espacio televisivo que más se rio de la pandemia y uno de los muchos que animaron a centenares de miles de mujeres a acudir a la elefantiásica marcha del 8-M que disparó el contagio por miles, incluyendo a la madre del presidente del Gobierno, a la ministra Irene Montero, a la ministra de Exteriores, a la vicepresidenta segunda, Carmen Calvo, etc.


  Mediaset y su defensa de la masculinización de la mujer como avance feminista


  Sin lugar a dudas, el feminismo también es el proceso por el cual se masculiniza a la mujer y se trata de feminizar al hombre. Feminizarle o convertirle en un eunuco, más bien.


  Todos sabemos que dentro de las variopintas variedades feministas existe esa que engloba a determinadas mujeres lesbianas, las que gustan de parecerse a Mickey Rourke en Marvel Avengers. Su objetivo es asemejarse lo máximo posible a un hombre para competir por una compañera sentimental. En ese caso es lógico que esas mujeres recurran a la masculinización física. Aunque acabar pareciéndose a un hombre por elección propia no suponga un obstáculo para que les digan al resto de las féminas que para ser mujer, e incluso ser humano, hay que ser lo que ellas digan.


  Más extraño es cuando mujeres que se someten a sí mismas a la visita periódica al cirujano plástico para seguir conservando su carnal belleza original, acaban montando una escenita en un directo para reivindicar la igualdad de la mujer con un matojo acrílico debajo del brazo, como si ser una mujer «empoderada» consistiera en parecerse a Curro Jiménez[55].


  Fue el caso de la presentadora feminista de Cuatro al día en su espacio del pasado 24 de julio de 2019, para defender a la ministra de Igualdad, Irene Montero, pues esta última había sido implacablemente criticada por Jesús López, concejal y portavoz del Partido Popular en Barajas de Melo (Cuenca), debido a la poca higiene de la ministra y novia de Iglesias, que gustaba de exhibir su frondosa oquedad axilar: «Espero que si esta tipa es vicepresidente del Gobierno de España se afeite los pelos del sobaco cuando nos represente», escribió junto a una foto de la política de Unidas Podemos, en la que esta vez solo se puede apreciar un poco de vello en una de sus axilas.


  Lo cierto es que, en este caso, el político del Partido Popular sí debió de ver su sueño cumplido, pues un año más tarde, el mágico influjo de la domesticación que suele ejercer el poder en las personas acabó llevando a la ministra a posar al Vanity Fair como Escarlata O’Hara, una vez dejados los excesos capilares en lo más recóndito de su lavabo. Y el mágico influjo del dinero llevó a la presentadora feminista de Mediaset a protagonizar el anuncio de una conocida marca de detergente del hogar. A buen seguro que los cheques para ambas por representar tamañas «construcciones culturales de género» no venían consignados por el «patriarcado».


  EL escritor y periodista, George Orwell, explicaba en 1984 que se puede prohibir a los ciudadanos expresarse en público, pero que, a pesar de ello, nunca dejarán de hacerlo en privado. La «policía» del pensamiento único feminista y su legislación punitiva contra la libertad de expresión ha creado una agobiante atmósfera de censura en los medios de comunicación, pero, hasta ahora, ha logrado todo lo contrario en lo privado.


  La inmensa mayoría de la sociedad es consciente de que el problema laboral de las mujeres no reside en un constante agravio comparativo y salarial con el hombre, sino en lo que el Estado saquea a aquellas que son empresarias, autónomas o empleadas por cuenta ajena en nombre del feminismo. La inmensa mayoría sabe que el hombre no porta la violencia contra la mujer incardinada en su ADN y que, por el contrario, el actual gobierno comunista que lo afirma en cada una de sus consignas sí ha pactado con terroristas para llegar al poder y ha defendido la rebaja de penas de violadores y asesinos de mujeres[56].


  Cualquier persona normal piensa que la igualdad, fielmente amparada y recogida en la Constitución Española, no se defiende proponiendo «la penetración anal del hombre», como pide explícita y literalmente la nueva directora del Instituto de la Mujer, Beatriz Gimeno[57], sino huyendo en la dirección contraria de una corriente de pensamiento de ideólogas enfermas. La mayoría social sabe eso. La mayoría de la gente está a años luz de los planteamientos marcianos de las cadenas y, por ello, todo buen periodista que se precie debe dejar a un lado el miedo al aislamiento profesional, a entrar en listas negras comunicadas a las televisiones por la Secretaría de Estado de Comunicación y a no ser llamado para continuar con la farsa feminista y el daño que el movimiento hace a sus víctimas. El periodista de verdad tiene la obligación ética de combatir la mordaza feminista desde medios y canales alternativos que no viven de la publicidad institucional adjudicada por los políticos que malversan el dinero de las víctimas de la violencia intrafamiliar.


  El feminismo también ha sido concebido para triturar el pensamiento crítico y la libertad de expresión de los periodistas. La existencia del medio de comunicación se justifica en la medida en la que este sea un instrumento para controlar y manipular la energía y la mentalidad social.


  La izquierda política siempre se ha distinguido de la derecha por su capacidad, decisión y obstinación en nacionalizar a los medios de comunicación de forma directa, con la subvención a cambio de impartir las directrices ideológicas a las cadenas, y de forma indirecta, mediante la desgravación millonaria a los anunciantes de las televisiones que se vendan al poder político. La derecha, en cambio, siempre ha creído en la estrategia del apaciguamiento de la izquierda mediática, inyectando el dinero público en sus libelos izquierdistas, e incluso ha llevado a la televisión a los analistas que defienden las políticas izquierdistas como cuota política esperando a cambio algo de respeto y que la izquierda perdone la vida a sus diputados y concejales. Huelga decir que jamás han conseguido su propósito, a pesar de su persistencia en la triste y paliativa estrategia.


  Parece razonable que los medios más beneficiados por el dinero público repartido por Irene Montero jamás carguen contra una ministra que, para acceder al cargo, ha pagado casi 40.000 a su empleada y antigua escolta para no ir a juicio por explotación laboral, o que jamás combatan la inmoralidad feminista en sus editoriales o cojan por los cuernos el turbio asunto de la relación entre Podemos y sus feministas con la asociación criminal Infancia libre, que ha estado asesorando a Podemos en materia de políticas de género y de protección a la infancia mientras secuestraba a niños separándolos de sus padres. Tampoco creo que pidan nunca el cierre de un ministerio que maneja miles de millones de euros de los fondos europeos para expandir su tentáculo clientelar. Ese ministerio, aunque indecente y socialmente inasumible, es la fuente de parte de su dinero que, más que oneroso en cuanto a la cantidad pecuniaria, es un indicio claro de alineación periodística con una doctrina política letal y contraria a la línea editorial del medio que ha recibido el dinero en muchos de los casos.


  El activismo de izquierdas de una importante parte del gremio de la información ha provocado que los espectadores cada vez se informen menos a través de los medios controlados por el poder político y migren hacia métodos alternativos para combatir la desinformación, hasta el punto que la publicidad de las empresas privadas ha caído masivamente yendo desde el 80% en la radio, del 70 al 50% en prensa escrita y el 45% en televisión. Esta pérdida de confianza por parte de la iniciativa privada ha supuesto una ventana de oportunidad para el feminismo rampante en el actual gobierno de coalición comunista, que ha visto la ocasión de nacionalizar las plataformas de información y ha anunciado que el montante destinado al subsidio de los medios hegemónicos durante el 2020 será de 100 millones, lo que sería superior en 37 millones a los 62,8 millones de euros de 2019, un crecimiento de casi un 60% con respecto al año pasado[58].


  La primera inyección fue administrada el 31 de marzo de 2020. En medio del escenario de destrucción del empleo de 1.200.000 personas desde ese mes hasta julio del mismo año, el gobierno regó con 15 millones de euros a Atresmedia y Mediaset.


  El 8 de julio de 2020, cinco meses después del decreto gubernamental del estado de alarma, el Ministerio de Igualdad de Irene Montero lanzó su campaña «La violencia machista la paramos unidas», destinando 718.464 euros a las televisiones. El 52% fue para las cadenas del grupo Atresmedia, el 44% para Mediaset, el 2,9 para las televisiones autonómicas y el 0,7 para el canal #0 de Movistar TV.


  Por otro lado hay tres revistas y tres dominicales cuyo público objetivo evidente es el femenino y que también han participado de la adjudicación. Las revista Pronto, Lecturas y Hola, que reciben entre 5.789 y 10.040 euros, y los suplementos dominicales XL Semanal, Mujer Hoy y El País Semanal, que se embolsan unos 11.500 euros de media.


  Por tanto, como parte del entramado clientelar feminista, no es de extrañar la asistencia de presentadoras de televisión a las manifestaciones anuales del 8-M, ni que desde los platós de los grandes grupos se haya protegido a la secuestradora parental condenada Juana Rivas, se haya ocultado la participación de la antigua Junta socialista de Andalucía en ese delito y se haya transformando el maltrato a sus dos hijos en un modelo a seguir por el resto de las mujeres.


  En cuanto a las radios, el ministerio feminista que disparó contagios por coronavirus hasta un número incalculable de enfermos y de muertos con el aquelarre del 8-M, el mismo que repitió hasta la extenuación en televisión que «el machismo mata más que el Covid-19», repartió 129.257 euros de la siguiente manera: el 36% a la Cadena Ser, el 17% para Onda Cero, el 15% para la cadena Cope y el 31% para las cadenas regionales Canal Sur Radio, Cataluña Radio, Rac 1, Radio Euskadi y Radio Galega.


  En lo que respecta a las redes sociales, las que supuestamente sus creadores deberían proteger como reducto de libre expresión de los «herejes» disidentes del feminismo y mantener a salvo de las herramientas de control social marxista de este gobierno, 120.744 euros fueron para Facebook, 90.810 para Instagram, 67.760 para Youtube España y 60.948 para Twitter España.


  El propósito de estos desembolsos es naturalizar y consolidar de forma absoluta y omnipresente un movimiento depredador, violento y castrante, fabricar en cadena seres humanos uniformes, con un pensamiento clónico y una ideología prefabricada en el laboratorio de todos los mercantilistas políticos que viven de ello.
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  EL FEMINISMO COMO CARTA DE IMPUNIDAD PARA MALTRATAR A OTRAS MUJERES: EL CASO DE ISABEL DÍAZ AYUSO


  Después del caso del expresidente de la Generalidad Valenciana, Paco Camps, no recuerdo un ser humano más maltratado por la izquierda política y sus medios pagados que la presidenta de la Comunidad de Madrid, Isabel Díaz Ayuso. La novedad con respecto al primero es que las agresiones y la persecución pseudodelictivas a Ayuso las ha perpetrado todo el pijerío neomarxista de ambos partidos gracias a la carta de impunidad del feminismo. El feminismo ha concedido patente de corso para ajusticiar a las disidentes ideológicas, a mujeres feroces disfrazadas de justicieras sociales y algunos hombres ávidos de arrimar la cebolleta a las arcas públicas, autodenominados «más feministas que las fachas».


  El feminismo de izquierdas es la nueva «machorra» gris, beligerante y ofendida, con pánico a ser abandonada por la mujer que cree de su propiedad. Como un paranoico o paranoica que percibe el talento, el pensamiento crítico y la libertad como una amenaza fuera de la cocina. El progreso individual extramuros del colectivo como algo obsceno. Son mujeres y hombres financiados por el Estado para actuar contra otras mujeres por no ser suyas.


  Fanáticas, ventajistas y mentirosas, repiten el modus operandi del maltratador, ya que, como cualquier agresor, disfrutan de una posición de poder y privilegio en las redacciones de los libelos izquierdistas, que se han dedicado a reducir a una de las políticas del panorama nacional con más personalidad a una idea paupérrima de ellas mismas. Isabel Díaz Ayuso tiene el dudoso honor de poseer la hemeroteca con más calificativos de «loca», «desequilibrada», «bipolar», «borracha» o «ida» que nadie. Esas son solo algunas de las agresiones verbales repetidas de forma sostenida en el tiempo e incluidas en el manual de estilo de las rotativas hiperfeministas desde el día en el que Ayuso se hizo oficialmente con el poder en la Comunidad, el 19 de agosto de 2019. Destacan por su especial habilidad, empeño y violencia hacia la presidenta: Telemadrid, Infolibre, El Plural, El País, el programa televisivo de sobremesa Todo es mentira, de Mediaset, El digital y El Jueves. Es decir, gran parte del elenco propagandístico izquierdista especializado en servir cabezas de políticos sobre las mesas de las redacciones y destrozar la vida del divergente ideológico en los platós de televisión a los que van los políticos humillados por las profesionales del feminismo.


  La legión matonil que ha intentado abrochar la camisa de fuerza a Ayuso también ha sido integrada por politólogos, políticos como el alcalde de Valladolid, Oscar Puente, más misógino profesional que servidor público, y actores no estatales como las guerrillas podemitas de chiquitas y chiquitos impúberes dispuestos a maltratar por deporte en las redes sociales a la orden de sus «ojeadoras», a las que deben rendir culto, por lo que acaban cometiendo este tipos de actos de acoso que no se atreven a cometer sus iconos feministas institucionales.


  En realidad, la técnica, tan apurada como violenta, fue inventada y perfectamente estructurada, a finales de 1940 por el Comisariado del Pueblo para los Asuntos Internos, un departamento gubernamental de la Unión Soviética bajo el mando de Laurenti Beria, mano derecha del dictador genocida Iósif Stalin y mariscal político asociado a la más dura represión del régimen, con los arrestos y ejecuciones masivas llevadas a cabo durante la llamada Gran Purga. Ambos denominaron psijushkas a las checas psiquiátricas usadas con fines represivos, hospitales a modo de prisiones donde las autoridades políticas aislaron a los prisioneros políticos disidentes del sistema del resto de la sociedad, desacreditaron sus ideas y los destruyeron físicamente y durante cinco décadas[59].


  La psiquiatría oficial, controlada por el Estado, abusaba del diagnóstico de «esquizofrenia lentamente progresiva» en los casos en los que «muy frecuentemente, ideas acerca de luchar por la verdad y la justicia se forman en la mente de personalidades con una estructura paranoica», párrafos escritos con literalidad por los profesores del Instituto Serbski de Moscú. Algunos de ellos con alto rango dentro del Ministerio del Interior de Rusia. Un ejemplo fue el criminal Danil Luntz, que según Viktor Neikipelov, un poeta y disidente ruso, efectuó experimentos eugenésicos en prisioneros, como se hacía en los campos de exterminio nazis.


  Los individuos que eran considerados «especialmente peligrosos para el régimen» eran internados en psiquiátricos dirigidos por el Ministerio del Interior de Rusia, donde se les aplicaban técnicas de radiación, aislamiento, tareas forzadas, e incluso se les suministraban distintas drogas psicotrópicas y palizas.


  Hoy, en España y en el resto de Occidente la violencia contra la disidencia política y la guerra cultural marxista no se ejerce mediante actos o delitos de sangre. El protocolo de aislamiento de Ayuso, como el destinado a cualquier otro que sea decididamente dañino para los intereses de las feministas y por ende de la ultraizquierda, incluye la marginación, la estigmatización y el maltrato sutil, normalizado gota a gota. Un nuevo tipo de guerra que acompaña a la batalla cultural marxista: la guerra psicológica ejecutada por los satélites de la propaganda de los radicales.


  Repiten en realidad los métodos del propio Lenin: un periódico debía funcionar como un instrumento de propaganda colectivo, de agitación social y de organización caudillista de las masas para alcanzar el poder o perpetuarse en él. El bolchevique planteó que la prensa partidaria tuviera la función de constituirse en un instrumento para atraer adeptos, convertirlos a través de sus páginas en militantes disciplinados de un partido centralizado y legitimar la violencia contra el disidente y su encierro en los gulags médicos. Hoy, esas páginas son las webs de muchos digitales.


  La estrategia es calcada: Si Ayuso es una «loca» o una «fascista», su condición de mujer, incluso su condición humana pasa a un plano muy secundario y puede ser «golpeada», internada, aislada y por descontado, marginada de la vida pública, política y social. Es más, debe serlo por «el bien de los ciudadanos». Y para este objetivo político se necesita la cooperación necesaria de algunos medios de comunicación y agentes individuales encargados de normalizar y alicatar esta nueva psijushka psiquiátrica posmoderna haciendo participe a la ciudadanía. Siempre por un bien mayor, claro está. Por «el bien común»; «el Estado del Bienestar», «la conservación de la sanidad única y universal», «la seguridad de la mujer contra el patriarcado» y «contra la desnutrición infantil», por ejemplo. La clave de la izquierda contra la presidenta de la Comunidad de Madrid siempre fue convertirla en el centro del descontento social. Además de ponerle adversarios en la calle, había que lograr que la percepción ciudadana sobre ella fuera la de que era una persona enferma que, como tal, podría tener un impacto nocivo en la vida de millones de madrileños en pleno drama sanitario por el Covid-19 y que, por tanto, no merecía más deferencia que la lástima. Los medios de izquierdas y todo su entramado tenían que convertirla en una muñeca blanda con el salvoconducto del feminismo, aunque fuera lo suficientemente dura como para negarse a asistir al 8-M, el cónclave por excelencia de toda la banda femimarxista. Nunca le perdonarán el desaire de no pagar filiación al colectivo, incluyendo al Partido Popular, su propio partido.


  Lo cierto es que, a pesar del acoso salvaje, Ayuso se consolidó en 2020 como una líder carismática de carácter nacional, en un escenario sanitario sin precedentes y con una izquierda con actitud bélica. Frente a una gestión macabra del gobierno comunista de España que, a día de hoy, aún no ha reconocido a la mitad de los muertos bajo su gestión, que todavía no ha explicado los presuntos contratos fraudulentos de test para diagnosticar el Covid-19, que ha descartado la vida de personas por su avanzada edad desde el mando único de Iglesias y escondido avisos sanitarios internacionales deliberadamente para celebrar con garantías las marchas feministas del 8-M, Ayuso levantó el hospital de campaña de Ifema, aplaudido por la OMS, en tiempo récord, convirtiendo los pabellones del recinto ferial en apenas setenta y dos horas en un enorme complejo médico con capacidad de albergar hasta 5.500 camas. La «débil» y «loca» Ayuso no solo se convertía en la facilitadora de cientos de cables, tubos y sistemas de ventilación, sino que demostraba lo que una mujer decidida y alejada de la mediocridad del colectivo podía lograr mientras, paralelamente y en las mismas fechas, el Ministerio de Igualdad feminista se gastaba 900.000 euros en asesoras, 464.000 en poner un teléfono contra el patriarcado y la parte correspondiente de los 120 millones de presupuesto para perseguir el piropo en la calle. Y tras Ifema llegó el hospital público de emergencias Isabel Zendal, con más de 1.000 camas de hospitalización y 48 de UCI. Trajo toneladas de material de China en 25 aviones mientras la presidenta de las residencias de ancianos, Cinta Pascual, reclamaba desesperada en la Comisión para la Reconstrucción del Congreso el material de protección que había comprado para los ancianos y que el gobierno nacional había confiscado en la aduana[60]. Frente a la compra presuntamente fraudulenta por Salvador Illa de test fallidos a empresas sin licencia[61], Ayuso fue la primera en traer los test de antígenos a España, que daban los resultados en quince minutos. Y, para colmo, la «débil» Ayuso aguantó el pulso a Pedro Sánchez, llevándole a los tribunales cuando quiso cerrar y arruinar Madrid por no haber conseguido ganárselo en las urnas. Todo esto, «la loca», «la trastornada».


  Veamos algunos ejemplos de la hemeroteca, de la que he descartado los centenares de tuits de las guerrillas, no solo del partido de Iglesias, sino del PSOE:


  18/X/2020: El Plural, El Portal de IDA


  En esta ocasión, el linchamiento del medio ultraizquierdista y paradigmático por su compromiso con la «igualdad de género» y su batalla contra el «machismo», da un paso más, pues crea un portal para ordenar cronológicamente el hostigamiento contra Ayuso y, por ende, la base moral para encerrarla en el gulag psiquiátrico de las carceleras feministas. Destaca también por la paradigmática cobardía feminista, pues está escrito bajo pseudónimo: «Antes de esa fatídica fecha la actual presidenta de la CM era no solo una perfecta desconocida. Un año antes tuvimos ocasión de constatar que además era una persona sectaria, indocumentada, sumisa con la cadena de mando, temeraria, alocada, desequilibrada e imprudente. Decidimos entonces que ante alguien con esas características era nuestra obligación dar a conocer al personaje. Dicho y hecho. Tras un seguimiento informativo diario y una búsqueda sistemática y ordenada de documentación contrastada hoy presentamos a nuestros lectores el portal de IDA».


  28/X/2020: Roger Senserrich, politólogo y periodista de Politikon


  Es una web de ana-listos con aspecto de beatle gafapasta donde suelen fichar Anita Pastor y Antonio Ferreras. Ese día Senerrich tuiteaba desde su perfil para aportar lo suyo sobre la fabricada enfermedad mental de Ayuso: «¿Es Ayuso bipolar o lo suyo es un paseo aleatorio por la vida?». Evidentemente en forma de pregunta, no fuera a ser que la afirmación a secas le llevara al banquillo. Según su propia biografía su más alta preferencia en la vida es «ser lobista ocasional en CAHS, una ONG centrada en temas de pobreza» desde New Haven, Connecticut, Estados Unidos, lugar próspero para estos «chavales» solidarios donde la progresía multimillonaria de Hollywood dona chorros de dinero para hacerse una o dos fotos al año con inmigrantes ilegales y niños desnutridos.


  01/X/2020: Antonio Maestre


  Además de «feminista», dice que es periodista y escritor en La Marea, donde escribe y ejerce como lobista de los presos etarras, en El diario.es, en algo llamado Jacobin y, cómo no, es colaborador de Telemadrid y de La Sexta, Grupo Atresmedia, donde tiene una «diana» llamada «Todo está en Bourdieu», en la que situó a Isabel Díaz Ayuso en un panegírico llamado «La enfermedad de Ayuso»[62]:


  
    Porque Ayuso es demasiado pusilánime y limitada para que la estrategia de incendiar España usando la vida de los madrileños haya salido de su escaso conocimiento… Una persona con graves limitaciones que ha enfermado es la encargada de comandar su política de acoso y derribo al gobierno de la nación.


    El síndrome de Hibris suele afectar a los que el poder ha cegado y la locura y desmesura guían su proceder, se sienten llamados por un mandato superior que los mortales no son capaces de comprender… Una enfermedad que les lleva a actuar no por el bien común sino con el único objetivo de glorificarse y mejorar su posición personal. La denominada enfermedad del poder ha afectado de manera inquietante a Isabel Díaz Ayuso en tan solo un año. Sus comparecencias hacen comprender que algo no va bien dentro de la presidenta. Ojos perdidos, palabras inconexas, gestos desencajados. Da miedo.

  


  Maestre es uno de los chequistas de psijushka más laureados por el feminismo y el resto del elenco ultraizquierdista. Paradójicamente, mientras persigue a mujeres con propósitos de carcelero pide la liberación de etarras en su cuenta de Twitter, desde donde en 2016 escribió lo siguiente: «He oído a Felipe González hablar de presos políticos en Venezuela y que deben ser liberados. Me sumo y añado a Otegi». Conocida es la oronda afición del tal Maestre a los etarras[63]. Su vocación de carcelero mediático de disidentes le viene heredada del de José Antonio Ortega Lara, el asesino y finiquitado Bolinaga, a quien llegó a defender en La Sexta Noche, donde Antonio parecía una niña embelesada con Hannah Montana. Es la versión teen de aquel carcelero lúgubre y resentido.


  23/VIII/2020: Oscar Puente, alcalde socialista de Valladolid


  Peregrino del 8-M y, probablemente el político que mejor ha profesionalizado su innato don para la zafiedad: «Conviene recordar que a esta impresentable la mantiene Cs en el poder. Antes el mando único solo servía para imponer. Ahora reclama el mando único. Incompetente y de dudoso equilibrio mental. Es un peligro para la comunidad de Madrid y por ende para las comunidades que la rodean».


  Sabemos que la secretaria de Igualdad de su ayuntamiento, Patricia Gómez Úrban, no tenía su móvil fuera de cobertura para saltar al barro contra el Homo sapiens del patriarcado para defender a Ayuso, pues tuiteaba un hermoso discurso feminista del acalde de su partido: «Empoderaros desde niñas porque sois valiosas por vosotras mismas. El feminismo no es otra cosa que Igualdad. Oscar Puente, alcalde de Valladolid».


  07/XI/2020: cuenta de Instagram de Gabi Porta, jefa de prensa de la delincuente condenada a 19 de meses de cárcel Isa Serra, diputada en la Asamblea de Madrid por Podemos


  Podemos alienta el vandalismo contra la presidenta de la Comunidad de Madrid, Isabel Díaz Ayuso compartiendo en redes sociales fotografías de pintadas callejeras contra la dirigente del Partido Popular.


  La acción comienza desde el canal de Instagram de Gabi Porta, autodefinida en su cuenta de Twitter como «politóloga y feminista, jefa de Gabinete de Isa Serra de Unidas Podemos». Copiando la táctica del diario Público, esta asesora de Podemos convierte las iniciales de Isabel Díaz Ayuso en el acrónimo IDA para volver a aludir a su teórico trastorno mental jugando con las palabras: «Las calles andan diciendo que “No future”- “IDA”».


  25/V/2020, Revista El Jueves


  «Ayuso encerrada en un hotelazo en plan El Resplandor. Historieta loquísima de 3 paginacas en la revista de esta semana».


  22/IX/2020, Quique Peinado en Infolibre


  «Es fácil pensar que Díaz Ayuso es una persona desequilibrada o impulsiva o que actúa por razones que no son premeditadas, pero no es así: representa la esencia de un liberalismo clasista, xenófobo, populista, rancio y nacionalista».


  Un claro ejemplo de la legitimación de la violencia, e incluso del aliento a las masas para que la cometa. Ayuso no es solo una enferma mental, sino una clasista, una racista y una nacionalista, ergo su condición de mujer y su condición humana quedan anuladas. Se abre la veda. Es necesario acabar con ella por el bien de los ciudadanos. Otro con el manual de estilo del Pravda en la mano[64].


  07/I/2020, Nieves Concostrina, periodista de El País, colaboradora de la revista femenina Yo Dona, La Ventana de la Cadena Ser y, ¿cómo no?;“divulgadora feminista” escribió el artículo «La Presidenta IDA»:


  
    (… ¿Estoy insultando a la presidenta IDA si parafraseo a Forrest Gump y digo que majadera es la que dice majaderías? ¿Dónde ponemos el límite para diferenciar un insulto de una calificación? El diccionario recoge entre sus voces infinidad de palabras para definir a las personas. Tonta, idiota, estúpido, mentiroso, tramposa, imbécil… Son términos que también necesitamos en nuestro vocabulario para darles uso con quienes nos ponen en bandeja y a diario pruebas de que los merecen.


    Nos ha tocado en la tómbola la presidenta IDA, famosa fuera de sus límites territoriales por su ímpetu y por sus acciones inconsideradas e impensadas. Porque ella no piensa. Hasta el diccionario de la RAE la pone como ejemplo para ilustrar sus manifiestas ignorancias…)
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  Los linchamientos de feministas a otras mujeres son especialmente efectivos. Son los sujetos represores ideales de otras mujeres por motivos de odio ideológico, pues disfrutan de la protección del Estado, son incuestionables por los medios, sobre todo los televisivos, y encima reciben jugosas subvenciones por los servicios prestados de eliminación pública del disidente. Pasean por la vida con patente de corso expedida por las autoridades políticas socialistas y la resignación de los políticos liberales que, en vez de combatir esta variedad del marxismo, están dominados por la extorsión del movimiento. La señora Concostrina es una de ellas, pues pasea por los foros académicos excelentemente financiados por el Gobierno repitiendo aquello de que “las grandes mujeres de la historia tienen en común que la historia, la sociedad y su machismo les han impedido ser recordadas como lo que son, mujeres que han aportado mucho”, cosa distinta es cuando tu vida intenta ser jodida por el feminismo. como matizó en Aula de Cultura SUR de la Obra Social La Caixa en vísperas del 8M de 2019.


  EL SECUESTRO PARENTAL, EL FAMOSO «ESCUDO SOCIAL» FEMINISTA


  Si usted tiene hijos, seguramente se ha levantado esta mañana y se ha despedido de ellos con un beso. Les habrá deseado que pasen un buen día en el cole, que atiendan a los profesores, que no vuelvan a tirar el almuerzo y que no olviden traer la agenda con los deberes para hacerlos por la tarde.


  Ahora imagine que el beso de esta mañana a su hijo ha sido el último en cuatro, ocho o diez años. ¿Sería usted capaz de soportar casi una década, o algunos meses, o toda una vida, sin saber siquiera dónde está o dónde vive?


  Hasta enero de 2020 y en los últimos diez años, en España se han interpuesto más de 3.100 denuncias por sustracción de niños por uno de los progenitores según el CNDES, el Centro Nacional de Desaparecidos dependiente del Ministerio del Interior[65] y, según la Conferencia de la Haya, como mínimo en el 73% de los casos la secuestradora es la madre. El Tribunal de Derechos Humanos eleva hasta el 78% los casos en los que las sustracciones parentales las realiza la progenitora.


  Sin embargo, para la asociación de víctimas del secuestro parental, Niños sin Derecho, la cifra se dispara al 92 %, pues la mayoría de los casos no son denunciados por los padres porque «las denuncias por sustracción parental son desestimadas prácticamente en un 99%. Ni siquiera son tomadas en cuenta por los juzgados de instrucción porque, en casi todos los casos, quien sustrae es la persona custodia o no existe una custodia atribuida por una sentencia judicial». Una custodia que, sin margen de error, es garantizada para todas aquellas madres que sean aconsejadas por las asociaciones feministas y ayudadas por su entramado, para instrumentalizar las falsas denuncias por violencia de género.


  El Código Penal ha demostrado ser un coladero para el 99% de los casos. Su artículo 225 bis deja meridianamente claro que la sustracción parental únicamente es delito cuando quien secuestra al niño no tiene la custodia atribuida, ni en modalidad monoparental ni en modalidad de régimen compartido, y esta casi siempre es detentada por la madre, por lo que, si un hombre, o una mujer lesbiana, acude a denunciar a una madre secuestradora que, a su vez es custodia, para la Justicia no hay sustracción y, por ende, no hay delito.


  Lo cierto es que este artículo aboca a nuestros hijos a una desprotección total y, cuando el secuestro es internacional, otorga argumentos al país de destino del niño secuestrado para asumir la competencia en cuanto a determinar el lugar de su residencia, en una clara cesión de soberanía por parte de España.


  Por contra, cuando España es el país requerido para retornar a un menor sustraído en otro país, el Estado español facilita de forma gratuita para el padre extranjero reclamante la representación legal por parte de un abogado del Estado, un traductor y la garantía de una sentencia que recoja la obligación del infractor condenado de sufragar los gastos en los que ha incurrido el progenitor afectado durante la lucha por la recuperación de su hijo.


  ¿Qué ocurre con otros países? ¿Existe esa misma reciprocidad con España? En absoluto, los países que deberían cooperar con España por convenio no facilitan a los ciudadanos españoles ninguno de los beneficios que España otorga a los suyos.


  Además, se da la circunstancia de que los estratos sociales con más unión entre españoles y extranjeros son aquellos donde existe una mayor incidencia de la sustracción parental, las clases más desfavorecidas. Si un padre español con escasas posibilidades económicas sufre la perdida de sus hijos por sustracción a uno de estos países, jamás recibirá ningún tipo de ayuda por parte del país receptor del niño y el Estado español no ofrecerá ninguna ayuda a los nacionales que reclamen la vuelta de sus hijos desde esos países incumplidores, a diferencia de la ayuda total que facilita a los extranjeros cuando reclaman a España el retorno de menores. La víctima del secuestro parental sufragará de su bolsillo todos los gastos siempre millonarios. Además, los padres denuncian que España no les ofrece un cauce judicial para recurrir las sentencias extranjeras de no retorno, por lo que si un país extranjero dice que un niño no es devuelto a su padre en España, no existe una vía para que este pueda recurrir.


  Se trata de un escenario desolador para la víctima, que deberá aglutinar el suficiente patrimonio como para poder costear detectives privados, peritos, abogados y una dedicación exclusiva a la tarea de encontrar el rastro de su hijo. El padre o la madre víctima de la persona que ha alumbrado y secuestrado a su propio hijo se enfrenta, además, a la posibilidad de ruina económica y de combate contra el propio Estado articulado por políticos que por ideología o cobardía obligan a las víctimas a embargar toda su infraestructura logística y vital en lugar de repararlas.


  Es en ese momento cuando, en el ámbito judicial, se despliegan con máxima prestancia las supremacistas leyes feministas que llenan los bolsillos de abogadas, «pseudopsicólogas», asesoras de asociaciones, e incluso jueces, que incentivan e instruyen a muchas mujeres para interponer falsas denuncias instrumentales por violencia de género, hasta el punto de mercantilizar, capitalizar, taponar el sistema judicial y anularlo para los hombres.


  Se pone a funcionar todo el emporio clientelar feminista hiperventilado con miles de millones de euros de los fondos europeos, entre ellos los 24.006.427.578 (revisar esta cifra, es muy elevada) especificados en el reporte europeo del European Institute for Gender Equality de 2014, «Estimating the costs of gender-based violence in the European Union»[66], además de partidas de los PGE y otros extras.
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  Fondos siempre consignados y gestionados a través de las miles de asociaciones afines al PSOE y al resto de la izquierda feminista que malversan el dinero público usando como salvoconducto el drama personal de las auténticas víctimas de la violencia intrafamiliar, que ven que el dinero se va en la implementación de auténticos modelos delictivos que enriquecen a mafias y entramados que han convertido a España en un paraíso de impunidad para secuestradoras de niños. El mismo Boletín Oficial del Estado refleja, desde 2005, cómo las subvenciones se consignan y se reparten a las asociaciones como Infancia libre, que tienen vínculos definitivos con las comunidades autónomas, en base al número de denuncias por violencia de género en lugar de por el número de sentencias condenatorias.
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  Ergo, a mayor número de denuncias, más dinero procedente del Fondo Social Europeo que se reparte al Ministerio de Igualdad. Por tanto, mayor interés en que el número de denuncias crezcan exponencialmente. El feminismo es una multinacional que ha logrado con éxito:


  a. Crear el entorno jurídico favorable y el escenario mediático ideal para desmentir la existencia de las denuncias falsas. Para ello es fundamental expandir la falacia de que las denuncias falsas de violencia de género representan el 0,0001% del total, permitiendo así que auténticas delincuentes sigan instrumentalizándolas para conseguir custodias monoparentales e, incluso, la coartada para los secuestros de sus propios hijos.


  b. Lograr permisos de residencia con la creación de auténticos entramados criminales. Uno de ellos fue descubierto abatido por la Policía Nacional a principios del 2020 y publicado el 22 de octubre de ese año. Se denominó Operación Charco y derivó en la detención de una mujer de origen marroquí que, tras nueve meses de pesquisas, confesaba a la Policía Nacional que había contactado con un compatriota suyo para que le buscase un varón «dispuesto a simular una relación sentimental» con ella y motivar una falsa denuncia de malos tratos a cambio de 7.000 euros. De acuerdo con el informe policial, esta mujer había recurrido a esta persona «porque otras mujeres en su misma situación habían obtenido permiso de residencia con fraude a la ley, pagando la cantidad de 10.000 euros». Además de ella, cuatro personas extranjeras más fueron detenidas por la Policía Nacional como integrantes de un grupo organizado[67].


  Otra red criminal fue desarticulada con la Operación Cárpatos, protagonizada por la Policía Nacional y Europol a finales de 2019. Se saldó con 14 detenidos de una red criminal en la provincia de Almería, que también se dedicaban a la captación de mujeres extranjeras en situación irregular, a quienes «se ofrecía la posibilidad de conseguir una tarjeta de residencia en España siempre que presentaran denuncias falsas de violencia de género».


  En todos los casos conocidos, las falsas víctimas ponían en marcha el mismo modus operandi, aleccionadas por las asociaciones feministas. Según la propia policía, la presunta maltratada ratificaba su declaración en el momento de la celebración del juicio y, a partir de ese momento, se convertía en beneficiaria del abanico de prebendas y servicios de la Administración Pública española.


  c. Lograr la impunidad de la delincuente secuestradora, pues ante el mero hecho de la interposición de una denuncia por violencia de género durante el ínterin judicial en el que un juez está decidiendo la modalidad de custodia, la mujer no comete delito alguno si se lleva a su hijo alejándole de forma unilateral de su vivienda habitual, ya sea a lo largo y ancho del territorio nacional o en el extranjero.


  Los padres que son víctimas de estas mujeres, lo son por culpa del sistema, de sus legisladores y de sus políticos. Unos aseguran «vivir paliativamente y por inercia» debido al sufrimiento diario y a la impotencia. Otros ya no existen y han sido lanzados por el Estado a las estadísticas del INE, que no facilita datos desagregados sobre las causas del suicidio, aunque este suponga la primera causa de muerte violenta en España. Los padres que se quitan la vida víctimas de las leyes feministas molestan a los políticos que viven de ellas de forma directa o indirecta y por ello son enviados al anonimato. Pasan a engrosar la columna del gráfico que contiene a todos los hombres estigmatizados como sospechosos de no haber sabido enfrentar o resolver sus problemas.


  A pesar de sus legisladores y del atronador silencio mediático, otros, como Javier Somoza, presidente de Niños Sin Derechos, NISDE, convierten la «necesidad en virtud» y ponen su experiencia al servicio de los demás en la lucha por la recuperación de los hijos de otros. Volver a ver a sus hijos se ha convertido en su actividad profesional con un salario de 0 euros y, por descontado y por hereje del movimiento feminista, sin un céntimo en ayudas públicas, frente a los 451 millones de euros de presupuesto del Ministerio de Igualdad de Irene Montero.
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  Los datos relativos a hechos conocidos por delito de sustracción de menores en España expuestos en el gráfico, proceden del sistema estadístico de criminalidad (SEC) y no de la base de datos de personas desaparecidas y restos humanos sin identificar PDyRH. Las infracciones penales conocidas y registradas en el SEC por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad muestran alrededor de 300 casos de secuestro por año, faltando por incluir las ocurridas durante el 2020. Según el mismo informe y la Asociación Niños Sin Derechos (NISDE), todas son sustracciones parentales y, además, acumulativas. Es decir, no se resuelven las del año anterior y el contador empieza de cero.


  En lo que respecta al ámbito internacional, la Conferencia de la Haya audita cada cinco años a los 109 países firmantes del Convenio de la Haya de 1980, para averiguar la relación entre la persona sustractora y el menor sustraído mediante el envío de un cuestionario.


  Según el último informe de la Conferencia de la Haya de 2015, el promedio de los secuestros parentales perpetrados por las madres en los 109 países firmantes del Convenio se eleva hasta el 73 %.
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  Como país firmante y en lo que estrictamente respecta a España, la Conferencia deja claro que nuestro país, en un intento brutal y obsceno de ocultamiento de las cifras, no contesta a la pregunta sobre la relación de la persona sustractora con el niño secuestrado[68]. Es decir, que el máximo responsable de nuestro país como Autoridad Central española del Ministerio de Justicia, el político del Partido Popular Javier Herrera García-Canturri, se negó en 2015 a proporcionar los datos a La Haya sobre quién es la persona que secuestra al menor. Y este es literalmente el párrafo del informe en el que la Conferencia de la Haya retrata la vergüenza social que representa el caso de España[69]:


  
    2. The taking person:


    a. The relationship of the taking person to the child


    668. The Spanish Central Authority was unable to provide information on the relationship between the taking person and the child. In past surveys the majority of taking persons were mothers, making up 67% in 2008, 71% in 2003 and 61% in 1999.36 669. This can be compared with the global average of 73% of applications involving taking mothers and 24% fathers. b. The status of the taking person as carer to the child 670. The Spanish Central Authority was unable to provide information on the status of the taking person as carer to the child.

  


  Ante la negativa o la maniobra de ocultamiento, la Conferencia de la Haya adjudicó a España, como al resto de los países que contestaron «no consta», la cifra promediada con el resto de los 108 firmantes, luego a España le conviene que las autoridades internacionales le atribuyan el 73 %, frente al porcentaje real que se antoja por lógica incluso superior.


  Ocultar información sobre secuestradoras de niños para no desbaratar la agenda ideológica feminista y los mantras de sus políticos, académicos y prescriptoras mediáticas debe de ser el famoso concepto que tiene la izquierda sobre su manido «escudo social», que, al parecer no existe en lo que respecta a los niños nacionales secuestrados y apartados de sus padres, abuelos, hermanos, etc.


  Hoy, como mínimo, existen 3.100 niños abandonados por el Estado, que viola así la Declaración Universal de los Derechos del Niño, que: «Reconoce que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Por ello, es también obligación del Estado adoptar las medidas necesarias para dar efectividad a todos los derechos reconocidos en la Convención y que todas las medidas respecto del niño deben estar basadas en la consideración del interés superior del mismo. Corresponde al Estado asegurar una adecuada protección y cuidado, cuando los padres y madres, u otras personas responsables, no tienen capacidad para hacerlo».


  Para recordar el absoluto incumplimiento de las autoridades españolas con lo acordado en el Convenio de la Haya de 1980 en su artículo 7, el presidente de NISDE, Javier Somoza, se reunió el 15 de noviembre de 2018 con la nueva máxima responsable en la materia, recién nombrada por Dolores Delgado, la feminista Ana Gallego Torres, en su despacho de directora general de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de Justicia, Autoridad Central Española. Para poner fin a todas las vulneraciones del Gobierno de España con dicho tratado internacional, Somoza reclamaba:


  
    	Localizar a los menores trasladados o retenidos de manera ilícita.


    	Prevenir que el menor sufra mayores daños o que resulten perjudicadas las partes interesadas, para lo cual adoptarán o harán que se adopten medidas provisionales.


    	Garantizar la restitución inmediata del menor o facilitar una solución amigable.


    	Intercambiar información relativa a la situación social del menor, si se estimase conveniente.


    	Facilitar información general sobre la legislación de su país relativa a la aplicación del convenio.


    	Incoar o facilitar la apertura de un procedimiento judicial o administrativo, con objeto de conseguir la restitución del menor y, en su caso, permitir que se regule o se ejerza de manera efectiva el derecho de visita.


    	Conceder, o, en su caso, facilitar la obtención de asistencia judicial y jurídica, incluida la participación de un abogado.


    	Garantizar, desde el punto de vista administrativo, la restitución del menor sin peligro, si ello fuese necesario y apropiado.


    	Mantenerse mutuamente informados sobre la aplicación del convenio y eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos que puedan oponerse a dicha aplicación.

  


  Tras escuchar todas estas reivindicaciones, Gallego le indicó a Somoza en la reunión transcrita que «no es una contradicción que, por un lado, un juez español dictamine sobre el carácter ilícito del traslado de un menor y su retención ilegal en el país de destino y por otro otorgue la custodia a la madre sustractora en atención al superior interés del niño y a las circunstancias del caso». Y terminó por reconocer que «recoger en un informe del ministerio el conocimiento que tiene la Autoridad Central española sobre el continuo incumplimiento del Convenio de La Haya por parte del país de destino instará al juez a decir que «ya que el país de destino incumple el Convenio de La Haya y que haga lo que haga no van a devolver al niño, entonces lo mejor es otorgar la custodia a la madre sustractora y que sea el padre quien vaya a ese país a solicitar el derecho a visita» (sic).


  Aunque cierto es que la razón de existir de la Autoridad Central española sí es la de pelear por las resoluciones de los casos de secuestro infantil y, sobre todo, denunciar cuando uno de los países firmantes del Convenio de la Haya no cumple con las obligaciones contraídas de protección al menor.


  Seguramente, el lector se estará preguntando cómo diablos es posible que la máxima autoridad del Estado en materia de secuestro infantil le diga a una víctima que busca a su hijo desde hace un lustro que entregarle la custodia a una madre secuestradora es «por el interés superior del menor». La respuesta es que toda su carrera política ha sido desarrollada para imponer los postulados feministas más radicales y recalcitrantes. Primero, de 2004 a 2010, con el gobierno de Zapatero, desde su antiguo cargo como subdirectora de Cooperación Jurídica Internacional con Juan Fernando López Aguilar, el exministro de Justicia socialista que impulsó la inconstitucional Ley Orgánica 1/2004 de 28 de diciembre de Protección Integral contra la Violencia de Género, con la que fue denunciado por su hijo en enero del 2016 y que, a priori, le convirtió en víctima de una de esas denuncias falsas que el feminismo niega que existen. Más tarde, de 2011 a 2016, como subdirectora adjunta de la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género, para continuar con la agenda totalitaria feminista con Mariano Rajoy. Ante semejante trayectoria, sería lógico pensar que Ana Gallego Torres hubiera sido colocada en el puesto clave que desempeña para truncar las monstruosas estadísticas de secuestro parental y ocultar una realidad social que perjudicaría gravemente a la industria feminista, de la cual lleva viviendo toda su vida política. ¿Imaginan ustedes a las presentadoras feministas de la televisión abriendo sus programas con la escabrosa cifra de 300 denuncias anuales interpuestas contra mujeres por secuestro parental en nuestro país? Yo tampoco.


  SECUESTRADORAS ADMIRADAS POR LAS POLÍTICAS FEMINISTAS ESPAÑOLAS: EL CASO DE JUANA RIVAS


  Para los medios de comunicación, el secuestro parental, nacional o internacional, no existía como categoría hasta que las televisiones españolas hicieron famosa a Juana Rivas, apoyada por las feministas incluso después de ser condenada a cinco años de prisión y a la pérdida de la custodia de sus dos hijos por decisión de la Justicia italiana y española, por el secuestro internacional y la alienación parental de sus dos hijos.


  Tras ser condenada y recién estrenada su condición criminal, Juana aún fue más entronizada como víctima y heroína por el lúgubre feminismo.


  Hasta pocos días antes de ser condenada, Atresmedia seguía lanzado al estrellato a esta mujer brindándole más horas de televisión y más bolos que los «triunfitos» a pesar de que refería claros síntomas de desequilibrio cada vez que hablaba en el plató. Recuerdo perfectamente cómo, en una ocasión, fingió una crisis de ansiedad en la sala de espera de Espejo Público, antes de entrar en directo, cuando me vio sentada en la mesa. No es que yo fuera necesariamente la analista más sagaz de la mesa, pero sí la más crítica y más alejada de los axiomas feministas y las estrategias de alienación parental aconsejadas por las asesoras de la Junta de Andalucía que acompañaban a la secuestradora como el fiel Sancho. Me hubieran bastado 20 segundos para desmontarla, pero la actuación teatral le ayudó a evitar aquel mal trago. Ella estaba acostumbrada a las feministas del tertulianismo de las mañanas que llamaron durante años a la insumisión judicial y a las movilizaciones moradas para proteger a una delincuente condenada.


  Juana Rivas seguía deglutiendo los catering baratos de la sala vip de las cadenas mientras la juez italiana archivaba todas las denuncias contra el padre de los niños al que acusaba de maltratador, y que no solo no gozó jamás de la presunción de inocencia, sino que soportó que el deporte nacional fuese fabricar su retrato maltratador en prime time.


  La realidad es que Juana Rivas hizo tanto daño a sus hijos en todas las formas que ustedes puedan imaginar, que la única persona que me paró en 2017 para que yo pudiera contar en una publicación hasta dónde había llegado en realidad Juana Rivas con los dos pequeños, fue la juez que ordenó medidas cautelares para proteger la imagen de los críos. Unos niños a los que había arruinado parcialmente la vida una delincuente que había saltado a la fama interponiendo una denuncia falsa por violencia de género contra su expareja el 12 de julio de 2016, siguiendo el modus operandi protocolarizado por una tal Paqui Granados, la exdirectora del Centro de Atención a la Mujer y responsable de Igualdad en el Ayuntamiento de Maracena, Sevilla, que llevaba desde los años ochenta presentándose como asesora legal de las mujeres, a pesar de no ser abogada.


  Eso hubiera resultado imposible sin la Ley de Violencia de Género feminista en Andalucía, que permite a funcionarios municipales del estilo de Paqui Granados abrir un procedimiento por violencia de género contra un hombre cuando su pareja se queja de un presunto maltrato sin ni siquiera presentar denuncia policial, parte de lesiones o informe forense. Hoy, la asesora de secuestradoras de niños más conocida como «Paca», adoctrina a los jóvenes como profesora titular de la asignatura «Género y políticas de igualdad en el ordenamiento laboral» en la Universidad de Granada[70]. Una curiosa asignatura supercompetitiva si la mujer aspira a convertirse en sexadora de pollos de granja y sobre la que una exministra plagió un trabajo de fin de máster. Ahora edulcora las aulas con su intrusismo altruista en esta universidad famosa por un profesorado que divulgó el calendario delirante y feminista para secuestrar críos. (LO VEO BIEN) La asesora de Rivas lleva varios años impartiendo esta asignatura optativa de seis créditos que pueden escoger los alumnos del cuarto año de relaciones laborales y recursos humanos y los de los grados de Derecho y Ciencias Políticas.


  Además de tener su cuota como formadora universitaria de secuestradoras de niños y hombres eunucos del futuro, el perfil de «la Paca» es la radiografía que a día de hoy, y con carta expedida por el Ministerio de Igualdad, parasita nuestro sistema y abona el terreno judicial a las secuestradoras parentales. El prototipo de vividora de red clientelar feminista opaca y difícil de rastrear para poder llevarse el dinero que debería ir destinado a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y a un sistema judicial que debería estar libre de la coacción ideológica feminista.


  Coacción reflejada en el mismo BOJA (Boletín Oficial de la Junta de Andalucía), que demuestra cómo en la comundidad andaluza, por ejemplo, hay una asociación feminista por cada 2.000 mujeres y que la mayor parte de las entidades convocantes del «Rodea el Parlamento Andaluz» de enero de 2019, organizado por Susana Díaz cuando el PSOE perdió las elecciones andaluzas de diciembre de 2018, se enfundaron 750.000 euros de acuerdo con el BOJA: Alerta Púrpura, Código Malva, Las Violetas de Izquierdas, Pariendo Deseos, La Medusa Colectiva, Las Hijas de Nadie, Comando Sororidad, Caza Feminista, La Giganta Digital, La Nave Fem, Libres y Revueltas, La Poderío, La Faraona de Jerez, Trebol Rural, Mujeres Juristas de Jaén, El colectivo Enclave Feminista de la portavoz del PSOE en la Comisión de Igualdad del Congreso, Ángeles Álvarez…


  Y volviendo al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de aquel año, podemos comprobar cómo de 42,8 millones de euros, solo 1,2 fueron destinados a la atención directa de las mujeres maltratadas: 400.000 euros para “programas de atención social a las mujeres”, 660.000 euros para su sustento económico,190.000 euros en “atención psicológica a víctimas de la violencia”, 101.981 en “atención integral a mujeres víctimas de violencia de género” y 253.785 euros en “atención especializada a menores expuestos a la violencia de género”.


  De ese presupuesto, 9,5 millones se emplearon en los sueldos de sus 182 trabajadores, los cuales rondaban los 50.000 euros al año de media. 12,2 millones se emplearon en gastos corrientes del organismo público, que iban desde alquiler de oficinas, facturas de luz y agua, mantenimiento y seguridad, hasta dos mil y pico euros en vestuario. Disculpen la maldad, pero las vaginas de látex que las coronan en las manifestaciones no salen a más de 10 euros la unidad cuando se solicitan en un lote.


  Otro millón de euros fue dirigido a inversiones en bienes inmuebles, en mobiliario e incluso a la compra de aplicaciones móviles, en una partida elevada a la friolera de 570.000 euros; 20 millones fueron para transferencias de capital, de los cuales 1,6 millones fueron a las universidades andaluzas para que promoviesen «actuaciones en materia de género», 8,5 millones a ayuntamientos para «centros de información municipales», tres millones para la «potenciación del asociacionismo de mujeres»; 700.000 euros para «atención a la prostitución y tráfico sexual», 200.000 para la «atención integral a mujeres inmigrantes» , 140.000 a UGT Y CCOO para «defensa legal en materia de igualdad entre mujeres y hombres», 200.000 para el mismo motivo, aunque sin saber el receptor de la subvención, 39.468 euros para «actuaciones de formación» y otros 900.000 que debieron ir para el fomento del empoderamiento de la buscadora de la almeja de Saturno, de nuevo a juzgar por la ausencia del destinatario en los papeles oficiales. El famoso «escudo social» de las feministas que lo mismo te monta un «taller de chochocharlas», que te sabotea una investidura «trifachita» en el Parlamento de Andalucía, o te nombra asesora de Podemos si eres de Infancia Libre y sabes diseñar un secuestro infantil para esconder a tu crío del padre en alguna caseta okupa de Almería.


  De los 1,2 millones que quedaron para subvenciones directas a la mujer maltratada, la única verdaderamente importante, 400.000 euros fueron a parar a «programas de atención social a las mujeres», 660.000 euros para ayudarlas económicamente y 190.000 para «atención psicológica a víctimas de la violencia»; 101.981 euros se destinaron a la «atención integral a mujeres víctimas de violencia de género» y 253.785 euros más fueron a parar a la «atención especializada a menores expuestos a la violencia de género».


  ¿Y cuál fue la actitud de nuestros políticos y feministas durante los meses de bolos de la secuestradora de niños, Juana Rivas?


  El mismísimo Mariano Rajoy, congelado por la cobardía y por el pánico a la pena de telediario, eligió prevenir la coacción feminista posicionándose también a favor de la delincuente, cuando ya existía una orden judicial que obligaba a la madre a entregar a los hijos al padre: «A las personas conviene atenderlas y comprenderlas. Hay que ponerse en el lugar de esta madre», aseguró en un canutazo. Obviamente no es que el expresidente del Gobierno fuera un fan de Rivas, pero ya es sabido por los lectores de este libro cuán hambrientos están los políticos de casos que argumenten sus políticas. Tanto que abrazan causas feministas contaminadas.


  Susana Díaz, presidenta de la Junta de Andalucía en ese momento, prometió poner los servicios jurídicos públicos a disposición de Rivas desde su cuenta personal de Twitter el 27 de julio de 2017: «Desde la Junta vamos a proporcionar asistencia jurídica a Juana Rivas para pedir la suspensión del régimen de visitas de sus hijos», aseguraba.


  La actual ministra de Igualdad, Irene Montero, publicó el 27 de julio de 2017 en un tuit que aún no ha borrado: «Contra todas las violencias machistas, porque nos queremos vivas y con vidas dignas. Valiente Juana. #YoSoyJuana #JuanaEstáEnMiCasa». Esta sí que la admiraba.


  Dolores Delgado, en ese momento la mismísima ministra de Justicia del Gobierno de España y actual fiscal general del Estado, envió una misiva el pasado 9 de agosto de 2019 a su homólogo el ministro de Justicia italiano, Alfonso Bonafede, para interceder en favor de Juana Rivas, cuando esta ya había sido condenada por el secuestro de sus dos hijos[71]. Delgado, sobre la carta al ministro italiano por Juana Rivas, dijo: «Es un procedimiento obligatorio, habitual y normal».


  El «enternecedor» interés de la ministra de Justicia por los hijos de Juana Rivas contrastaba con el mostrado por los miles de menores españoles secuestrados por sus madres durante los últimos años. Con esos niños, no procede una carta de la de Justicia a los homólogos de los países de destino en los que se ha podido localizar el paradero de esos niños retenidos. Simplemente, «ni es obligatorio, ni es habitual, ni es normal», porque las víctimas son hombres y las abuelas, hermanas y tías de los niños no pagan cuota feminista.


  En 2019, Dolores Delgado recibió una carta de NISDE[72], la ya citada asociación Niños Sin Derechos, en la que las víctimas le solicitaban la misma deferencia con sus hijos que esta había tenido con Juana Rivas. La contestación fue un atronador mensaje tipo «tomamos nota».


  La misma solicitud recibieron Marlaska y la ministra de Exteriores, Arancha González Laya, por registro de entrada fechada el 25 de junio de 2020. La respuesta por parte de Marlaska a NISDE, encontrada el 5 de agosto de 2020, fue la eliminación física de la carta en el registro de entrada del ministerio. Ante la consecuente queja de NISDE y meses después, la nueva respuesta a esta asociación de víctimas ha sido el silencio administrativo. El 27 de julio, NISDE solicitó ayuda al Defensor del Pueblo para interesarse por la salud de sus hijos en plena pandemia. Resultado: nuevo vacío. Estos padres y sus hijos no solo no existen, sino que son un lastre para la agenda política feminista del Gobierno de España. Miles de niños y sus familias no son ciudadanos de pleno derecho para nuestros políticos, por ser contrarios a los intereses de los legisladores, por denunciar la dejadez de la Fiscalía que ha renunciado a perseguir las denuncias falsas de estas mujeres, tras ser arrastrados por juzgados de excepción durante años, por poner en peligro el modus vivendi de miles de asociaciones y muchos jueces, abogados, psicólogos y médicos que, a día de hoy, no solo no han sido imputados por «privatizar» la Justicia para las feministas, sino que siguen ejerciendo su labor de forma impune.


  Impunes, porque su labor hace prosperar la causa formal feminista, la ideología colectivista y marxista por excelencia del siglo XXI. Se trata de presentar la opinión y las pulsiones y aficiones ideológicas del legislador feminista como verdad judicial. Y eso sería imposible sin adoctrinamiento ideológico de jueces que, de apreciarse algo, lo rechazarían de forma fulminante.


  Uno de los mejores ejemplos de esto podemos encontrarlo en una frase diseñada por el PSOE y Podemos y repetida por sus portavoces feministas durante los últimos tiempos: «Es necesario moldear la mentalidad de los jueces en “perspectiva de género”», enunciaba Dolores Delgado en cada una de sus comparecencias públicas desde que era ministra de Justicia. La exfiscal de la Audiencia Nacional en los tiempos de Baltasar Garzón, que confesaba «haber sido testigo de cómo jueces y fiscales se iban con niñas en Colombia» mientras ella se comía plácidamente una arepa de chicharrón y queso, sentaba cátedra sobre la moral de nuestra Justicia. Y el hecho es que se ha llevado a término, imagino que en gran medida gracias a las contribuciones ideológicas de Jueces para la Democracia y otros cotarros filocomunistas que han demostrado cómo se puede ascender en la carrera dictando sentencias según los postulados ideológicos de Dolores Delgado, Carmen Calvo y la ministra Montero.


  «Los jueces asumen la perspectiva de género para futuras sentencias», titulaba el ABC del 26 de junio de 2019, que aludía al curso impartido por el PSOE a los jueces en el que se inscribió uno de cada cinco magistrados. De los 5.419 jueces que componen la carrera en España, se recabaron 1.650 solicitudes de 1.134 jueces, ya que algunos de ellos dirigieron más de una petición, para realizar el curso de formación en perspectiva de género. El curso constaba de 50 horas y una duración de dos meses. En total, en esa primera promoción tomaron parte 649 magistradas y 485 magistrados de toda España, un «éxito rotundo», a juicio de la vocal del Poder Judicial y la presidenta del Observatorio contra la Violencia de Género, María Ángeles Carmona, porque «uno de cada cinco jueces» va a imprimir este sello en sus sentencias.


  Lo que el feminismo ha reclamado exactamente a través de todos sus altavoces y agentes subvencionados, incluyendo a esta vocal del Poder Judicial, a nuestros legisladores y a los legitimadores mediáticos, es que la Justicia supedite «la perspectiva de género» al interés superior del menor. Es decir, que una multinacional ideológica que mueve miles de millones al año prime sobre la vida y el desarrollo del niño en una clara violación por parte del Estado del artículo 39 de la Constitución Española, que asegura que:


  
    	Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.


    	Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales estos ante la ley con independencia de su filiación y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad.


    	Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.


    	Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

  


  ORGANIZACIONES SECUESTRADORAS ASESORANDO AL ESTADO EN MATERIA DE PROTECCIÓN INFANTIL


  Como madre no puedo imaginar un miedo mayor que el de no volver a ver a mi hijo, por eso inauguré una sección semanal en el canal Estado de Alarma llamada «Contra la tiranía feminista», por eso publiqué Manual para defenderte de una feminazi en 2019 y por eso comencé a escribir este libro y este capítulo, para mí el más importante del manuscrito y el más comprometido de mi vida profesional.


  El 20 de octubre de 2020 celebré que el Juzgado de lo Penal de Madrid acababa de condenar a María Sevilla, secuestradora de niños y presidenta de Infancia Libre, a dos años y cuatro meses de cárcel por la sustracción de sus dos hijos, robados de los brazos de sus dos padres. Uno de ellos era Rafael Marcos, a quien tuve la oportunidad de entrevistar tras la condena de María Sevilla. Este padre había sido privado de su hijo por su madre durante ocho años, a pesar de la sentencia judicial que otorgaba la custodia al progenitor.


  Tras divorciarse de la madre de su hijo el 19 de noviembre de 2011, esta puso en marcha el protocolo de la bala de plata, mecanismo aconsejado, a día de hoy, por centenares de asociaciones feministas que viven del dinero público.


  El propósito de la bala de plata es el mismo que el de cualquier tipo de artillería: acabar con la vida del ser humano con las máximas garantías.


  Conocida internacionalmente como Black Bullet, alude a las demandas que algunas madres presentan contra los padres, instrumentalizando denuncias falsas de abusos sexuales hacia sus hijos, sabiendo que el mero hecho de presentar este tipo de denuncias supone la retirada cautelar de la custodia y la muerte judicial y social del hombre denunciado. En muchos casos incluso la muerte literal, a la que también alude Rafael Marcos en varias de las entrevistas concedidas en los medios de comunicación: «Me acusó de abusar de mi hijo. Si sé todo esto antes me pego un tiro». Rafael se gastó alrededor de 40.000 euros porque la Fiscalía no persiguió a María Sevilla de oficio, aun a pesar de haber archivado la aberración falaz por no haber apreciado indicios.


  Felizmente, hoy Rafael está vivo y reunido con su hijo gracias a la investigación policial y a la detención de la delincuente el 29 de marzo de 2019 en una pedanía de Tarancón, Cuenca, lejos de la civilización. El niño tenía once años, había permanecido sin escolarizar y tenía serias dificultades para hablar y escribir.


  Tras esta operación policial, la Policía Nacional detuvo a una segunda madre en la localidad madrileña de La Cabrera: Patricia González, también vinculada con Infancia Libre y acusada de sustracción de menores al fugarse con su hija de diez años e impedir que su padre tuviera contacto con ella desde febrero de 2017. Como la víctima del secuestro infantil anterior, esta niña estaba sin escolarizar. Fue localizada en otra finca acompañada de su madre y de su actual pareja.


  La tercera detención tuvo lugar el 21 de mayo de 2019 junto al Hospital de la Paz en Madrid. Se trataba de Ana María Bayo, localizada tras cruzarse denuncias de sus exparejas por la custodia de sus hijos menores de edad. La víctima era su hija I., también de once años.


  Infancia Libre jugó un papel notorio en la legislatura de 2018 porque la asociación, liderada por la propia María Sevilla, asesoraba a Unidos Podemos, En Comù Podem y En Marea en materia de abusos intrafamiliares contra menores en estructuras legislativas como la Comisión de Derechos de la Infancia y la Adolescencia y en la Asamblea de Madrid a petición de estos grupos.


  De locos, ¿alguien imagina a un partido político asesorándose con violadores de mujeres para fortalecer los derechos de los hombres? ¿En qué país algo así no hubiera tenido consecuencias para un partido político? ¿Saben los 9.850.168 votantes de la izquierda que al votar a Unidas Podemos y al PSOE otorgaron carta blanca a este gobierno para legislar y apoyar económicamente a esas organizaciones delictivas que un día podrían quitarles a sus hijos con total impunidad? ¿Alguien cree que ese tipo de organizaciones criminales podrían medrar de tal forma sin el apoyo obsceno de los medios de comunicación hegemónicos, de parte de la judicatura, de abogados, médicos, técnicos, psicólogos de parte y enchufados corruptos? La respuesta es no. Todos esos cooperadores necesarios son lo más parecido a toda la red de apoyo que proveía a ETA de toda la logística para funcionar. Los caserones para ocultar a los niños secuestrados, alienarlos y alejarles de su familia y la sociedad no son distintos a un piso franco o a un zulo. La red de abogados y psicólogos para fabricar denuncias falsas no es distinta a Herrira, la red de médicos y abogados de la banda terrorista para sacar a los presos etarras de las cárceles. Y reto a cualquiera que crea que la comparación es exagerada a experimentar el sufrimiento de estas familias apartadas de sus hijos durante años o quizá para toda su vida.


  ¿Imagina el lector a un ministro de cualquier país democrático elaborando políticas de protección a la infancia con el líder de un cártel de droga o un asesino? Entonces, ¿alguien entiende por qué la sociedad no se lanzó a la calle para exigir la dimisión de una ministra de Igualdad que llegó a la cúspide institucional del Estado en materia de protección a la mujer después de legislar con una organización de secuestradoras? Infancia Libre llegó a proponer medidas concretas que defendió Podemos en el Congreso. Entre otras, que los niños escuchasen testimonios brutales sobre abusos sexuales o violencia sobre ellos por parte del padre.


  Esta propuesta fue expuesta por la misma María Sevilla en el Congreso en marzo de 2017, a petición, precisamente, de Podemos, para hablar de sus «propuestas para la detección, prevención, atención e intervención de abuso sexual infantil y el maltrato infantil intrafamiliar».


  En aquella intervención, Sevilla adelantó que su asociación había creado una batería de preguntas y propuestas para presentar al gobierno, que luego asumió Podemos registrándolas en el Congreso. Entre ellas, que la madre pueda lograr la orden de alejamiento del padre sin condena.


  El apoyo explícito de nuestras feministas a estas delincuentes, con las que además escriben después líneas de su historia de lucha de «hermanas» demuestra, al final, que los niños no les importan y que estos son la mejor vía para triunfar sobre sus exparejas. Existen ensayos psicológicos sobre estas personas que reúnen todos los síntomas de los perversos narcisistas. Mujeres con una absoluta falta de empatía, que se consideran a sí mismas omnipotentes y más fuertes que la ley. Es más, ellas son la ley porque en parte es cierto, pues ellas son delincuentes que han prosperado en la sociedad gracias a la construcción de un sistema judicial ad hoc compuesto por personas igual de corruptas cuyo negocio depende de un entramado criminal cuya patente de corso, vuelvo a repetir, es la Ley Integral de Violencia de Género y el protectorado feminista.


  Por ejemplo:


  Carmen Simón, letrada de Infancia Libre. Tras haber sido juez sustituta durante más de 20 años en distintas salas de Madrid, como las de instrucción 37 y 54, o los juzgados de Navalmoral de la Mata, se pasó al mundo de la abogacía. Desde luego era más lucrativo brindar logística y asesoría a las que fabrican denuncias. Y así lo hizo elaborando las de, al menos, dos de sus clientas, ambas con la vitola de la violencia de género ejercida por parte de las que habían sido sus parejas. Dos clientas que habían secuestrado a sus hijos destrozando al padre y al resto de la familia a pesar de haber perdido ambas la custodia[73].


  Una de ellas era la secuestradora Patricia González, mujer del periodista de El Mundo, Daniel I. quien sufrió un calvario de dos años hasta recuperar a su pequeña, incluyendo una falsa denuncia por abuso sexual que el juzgado terminó archivando.


  Su otra clienta era María Sevilla, quien, además de ser su clienta, también se ayudaba de Simón como parte de la infraestructura creada para ayudar a otras madres a cargar a los padres de sus hijos con falsas denuncias de abuso sexual y violencia de género. Hasta el día de la entrega de este manuscrito, Carmen Simón Sánchez sigue figurando en el censo de letrados, CGAE, como abogada en ejercicio, con absoluta impunidad y, al parecer, sin expediente disciplinario, y matando en vida a todos los padres que le exijan sus clientas de ideario feminista.


  Antonio Escudero Nafs, el psiquiatra referencia de Infancia Libre y negacionista del síndrome de alienación parental, SAP, seguramente porque su tipificación en el Código Penal como delito de «maltrato infantil» estropearía el negocio de las asociaciones feministas que fomentan el suyo y dan logística a sus clientas.


  Entre muchas otras personas, fueron sus víctimas tanto Rafael, el exmarido de María Sevilla a quien negaba que su hijo sufriera alienación parental, como Daniel I, el exmarido de Patricia González.


  En el momento de ser rescatado por la policía, el hijo de Rafael sufría una alienación parental tan severa que, a día de hoy continúa con apoyo psicológico para recuperar su vida.


  En cuanto a Daniel I. que durante todos los procedimientos judiciales en los que tuvo que demostrar su inocencia ante las acusaciones de su ex como presunto abusador de su hija, causas en las que fue absuelto, relató, en declaraciones a El Mundo, cómo la madre había obligado a la pequeña a mentir durante una terapia con una psicóloga para acreditar esos presuntos abusos.


  «Tengo audios y vídeos de la niña donde me relata frases tan aterradoras como: “Me daban unos muñequitos y me decían: qué te ha hecho tu padre, qué te ha hecho tu padre, hasta que para que me dejaran en paz me lo inventé”. “Le digo a la mamá que quiero ir con papá y se pone a llorar”. “Le digo a mamá que es mentira y no me cree”. “Mamá dice que para que esté con ella tengo que decirle a Beatriz (la psicóloga) que ya no quiero estar con papá”».


  Como en el caso de María Sevilla y como parte de la infraestructura de Infancia Libre, el papel de Antonio Escudero Nafs consistió en negar las coacciones de Patricia González a su hija. Lo aterrador es que, a día de hoy y según su propio perfil de Linkedin, es el psiquiatra coordinador del Programa Infanto-Juvenil y psiquiatra del programa de adultos del Centro de Salud Mental de Majadahonda.


  La abogada «especializada en violencia de género» Carmen Dutu y la psicóloga colegiada en Cataluña Mari Carmen López Cotcho, jugaron un papel primordial a la hora de facilitar el secuestro de la niña Daniela a manos de su madre el 2 de noviembre de 2016 y su huida a Polonia, país en el que la niña se encuentra retenida cuatro años y medio después, a pesar de que la custodia es detentada en exclusiva por el padre, Enrique, quien se enteró del secuestro por una llamada de la directora del colegio de la pequeña avisando que no había acudido a las clases en las últimas dos semanas. Él la había dejado en el cole el día 2 de noviembre de 2016 y nunca más volvió a verla.


  Los informes forenses de la psicóloga, claramente tendenciosos, provocaron y ampararon una denuncia instrumental por la vía de la Ley Integral Contra la Violencia de Género, que dio como resultado que la juez entregara la custodia a la madre cautelarmente, lo que supuso una oportunidad que la madre aprovechó para fugarse inmediatamente a Polonia con la pequeña.


  López Cotcho jamás se molestó en entrevistar al padre para la realización de su informe forense. En la actualidad esta psicóloga ha sido condenada por prevaricación e informe falso y ha sido sancionada por el Colegio Oficial de Psicólogos de Cataluña en un expediente con número 349 (1843) que data del 3 de enero de 2019, aunque sigue trabajando.


  La madre había sido aconsejada por la abogada Carmen Dutu para impedir las visitas del padre a la niña, cuando aún no existía un acuerdo de medidas firmado, extremo confesado por la propia sustractora a un mozo de escuadra, cuyo carnet profesional se cita en el procedimiento consultado para escribir este libro, que lo declaró en sede judicial bajo juramento. Ni la juez ni el Ministerio Público actuaron contra la sustractora ni contra su abogada[74].


  Durante los últimos cuatro años y medio, el padre de la pequeña Daniela ha declarado haber presentado más de tres demandas ejecutivas, una por sustracción de menores, otra por ilicitud de traslado y retención de menor y otra por la solicitud de restitución. Aunque la juez no ha querido dictar orden de búsqueda contra la madre y expareja a pesar de tener el escrito de la Fiscalía apoyando la petición de su detención y extradición a España. Casi un lustro en el que el padre se ha gastado una fortuna respondiendo ante todas las acusaciones de maltrato y persecución que la sustractora formuló ante el tribunal español y el polaco.


  Tras la petición de ayuda del padre de la niña a la Autoridad Central española, el organismo respondió a la víctima que el secuestro de la pequeña Daniela era «un tema personal suyo» por lo que el padre tuvo que buscar y costearse su propio abogado en Polonia y las traducciones de todas las sentencias absolutorias por violencia de género que tuvo en España.
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  Su hija Daniela es una niña víctima del sistema judicial «moldeado en perspectiva de género» y, por lo visto, sin el famoso «escudo social» pregonado por la ministra Irene Montero. Una niña abandonada por el Estado, porque la pieza mayor en la caza de las feministas era la muerte en vida de este padre, que bien valía privar a la niña de todos sus derechos.


  Idéntica odisea, infierno judicial y extorsión feminista fueron los relatados por Carlos Salgado, el «papá de C. en la entrevista que le hice el 1 de julio de 2020 en la sección «Contra la tiranía feminista», que dirijo en el canal Estado de Alarma.


  Carlos Salgado se separó de su mujer en 2013. Durante el proceso de divorcio, ella, nacida en Kirguistán, se enamoró del funcionario del Juzgado de Blanes, Gerona, que llevaba el asunto y se fue a vivir con él y con C., la hija que había tenido antes con su marido. El papá de C., cuenta cómo tres años después de empezar la relación con su nueva pareja ella quiso quitarle los días de visita. «Los mozos de escuadra no me recogían las denuncias porque decían que no era delito, sino incumplimiento del régimen de visitas y me enviaban al juzgado. Y el juzgado no hacía nada».


  «Como protesté, fue a la escuela y se llevó a la niña», recuerda. «El juzgado me daba la razón en todo, pero nunca ejecutaba sus resoluciones, a pesar de que la madre desobedecía a los jueces y a los servicios sociales. Yo supliqué a los jueces que las aplicaran. Incluso les advertí durante nueve meses que le retiraran el pasaporte para evitar su fuga, ya que estaba seguro de que un día secuestraría a la niña, como ha terminado ocurriendo».


  En septiembre de 2016, cuando la niña tenía ocho años, la madre se la llevó ilegalmente a Kirguistán, un país de Asia Central. «Lo supe porque contraté a un detective, ya que el juzgado no actuaba», explicaba el padre, que desesperado por el abandono estatal y la pasividad judicial no encontró más salida que viajar al país asiático a recoger a su hija. «Su novio le ayudó y se fue con ella; de hecho, está también imputado», cuenta con desesperanza el hombre, que asegura que el verdadero culpable de todo esto fue el juzgado, que no hizo nada a pesar de que tenía todas las herramientas para actuar. «Había hasta una investigación de la Fiscalía de Menores contra ella por presunto maltrato a la niña».


  «De nada me sirve tener la custodia en exclusiva, la patria potestad y todos los papeles que lo acreditan; además, hay una orden de busca y captura contra mi exmujer. Kirguistán no cumple la orden y España tampoco exige su cumplimiento», dice Salgado, que se fue a Kirguistán para localizar a su hija cuando la juez intentó archivar el caso de la pequeña. Lo logró y trató de salir del país con ella en 2018, pero la alegría por haberla recuperado no duró más que unas horas, pues la policía kirguisa les paró en la frontera y encerró a Carlos más de un día en los calabozos. «Me amenazaron de muerte, me llevaron a un descampado y pensé que me pegaban un tiro con la pistola de un policía que jugaba con ella delante de mí». Hoy vigila con horror la situación del país, abocado a una guerra civil y lee reportajes sobre cómo en Kirguistán secuestran a las chicas jóvenes y las casan con el secuestrador. Su hija cumplió trece años en enero y no la ve desde el día en el que casi logró recuperarla. Asegura que el Gobierno de España les ha abandonado a él y a su hija, ciudadana española de pleno derecho, y por ello se ha consagrado a contar su historia, convencido de que su única posibilidad es la presión mediática y la toma de conciencia social, la cual parece estar siendo sometida con éxito a la coacción feminista.


  Dolores Ropero, la mamá de B., una niña de doce años que fue secuestrada en España en las Navidades del 2012 por su exmujer y la otra madre de la pequeña. A día de hoy, se cree que fue llevada a la Ciudad de Panamá. Ella es un caso claro de cómo las leyes de un selecto grupo de mujeres funcionan de forma implacable con otras. Para ella nunca sirvieron las famosas leyes de protección LGTBI que, según las feministas, «amplían derechos» y «consolidan avances sociales», porque esas leyes están destinadas a fabricar un escenario de confrontación social y a malversar los recursos económicos para ponerlos al servicio del colectivo organizado en sus entramados políticos y no a garantizar la seguridad y los derechos individuales de esta madre que no ve a su hija desde que la cría tenía casi cinco años. Cada día le lee esta carta a su hija, B. P. R, «La niña que yo más quiero»:


  
    Día 20 de febrero del 2008, el mejor de mi vida.


    A las cuatro de la tarde bajaban a mamá Montse a quirófano. Ibas a nacer por cesárea, B. Yo me quedé esperando en la habitación. Solo tardaste cuarenta y cinco minutos en estar entre mis brazos y fueron los más largos de mi vida.


    Sentir tu olor, sentir tu calor y mirarte a los ojos tan pequeñita se convirtió en el lazo más grande que se pueda llegar a sentir. Pero solo pude disfrutar de ti cuatro años, diez meses y algunos días más.


    Faltaban veinte minutos para que sonaran las doce campanadas del 2012 y sonó mi móvil, lo miré pensando que alguien me iba a felicitar, pero no fue así, era un mensaje que decía que te habías ido al extranjero con la mamá Montse por motivos laborables.


    Habías escrito la carta a los Reyes Magos, pero no te dio tiempo a abrirlos (los regalos) y se quedaron debajo del árbol de Navidad durante meses esperando que regresaras, pero no regresaste. ¿Quién me lo iba a decir?


    Desde entonces sigo luchando por saber de ti, no está siendo fácil pero no dejaré de hacerlo hasta volver a abrazarte. Sabes, B., trabajo en un colegio de monitora de comedor. Hay una B. en cada curso y cada vez que me llaman no puedo evitar sentir que podrías ser tú. Te fuiste con casi cinco añitos y ahora seguramente cursarás 1.º de la Eso, según en el país donde estés.


    No hay momento del día que no estés presente en mí, no dejo de mirar nuestros vídeos, nuestras fotos que solo demuestran lo felices que éramos juntas.


    Solo decirte B., que no te imaginas lo que te echo de menos, que todas las noches pido al universo verte pronto y todos los días pido que seas feliz.


    Eres mis buenos días, eres mis buenas noches, eres todo en mi vida.


    Te quiero con locura.


    Tu Mamaló

  


  El 17 de octubre de 2020, conocí y entrevisté a Javier Somoza, portavoz de NISDE y papá de M., al que cariñosamente llama su Mishutka y al que no ve desde hace cinco años, aunque le promete constantemente que luchará por él hasta el final. «Su madre le ha dicho que he muerto; tiene ocho años y guardo un certificado del Comité de Educación de San Petersburgo afirmando que mi hijo no asiste a clase ni recibe atención médica». Afirma que «España es un paraíso para el sustractor parental» y que en Rusia hay casi 200 menores españoles que han sido sustraídos. «Es el país al que llegan más pequeños de este modo desde España». La abogada y vocal de la Asociación de Profesionales contra la Sustracción Internacional de Menores coincide: «Rusia no cumple con el Convenio de La Haya de 1980; todavía no he visto un retorno desde allí. En todos los casos que conozco el procedimiento es el mismo; regresan con su hijo a su país para pasar las vacaciones, allí presentan el divorcio y la Justicia les concede unas medidas; en ese momento, el retorno se complica mucho», describe la letrada, que recomienda actuar desde el primer momento tanto por la vía civil como por la penal. Esta última, asegura, sirve «al menos para localizar al menor». Luego es la demanda civil, añade, la que sirve para pedir medidas que permitan el regreso del niño desde el país de destino.


  Desde el último día que vio a Miguel hasta hoy, Javier ha escrito 2.480 cartas a las instituciones rusas que, en teoría, defienden al menor y ha obtenido tres respuestas. De todas las cartas escritas a las españolas, cero.


  Para la realización de esta parte del libro y específicamente para hablar de su caso, Javier me dio acceso a las conversaciones telefónicas en las que la madre secuestradora le exigía cuatro millones de rublos, unos 60.000 euros al cambio. Ante mi pregunta de qué ofrece la madre de Miguel a cambio del dinero, «¿quizá la promesa de devolverte a tu hijo», Javier se rompe y contesta que «nada». «Es lo común en todas las sustractoras. Cuando les rescatamos ellas pierden todo el interés por los niños».


  «Para el gobierno español no existimos nosotros ni nuestros hijos». Según le dijo la directora general de Protección Jurídica Internacional del Ministerio de Justicia, doña Ana Gallego Torres, «el asunto de los niños es una parte muy pequeña del contencioso bilateral que tienen con Rusia. Enmarcan todo en un solo paquete: los intereses comerciales entre países y la parte humanitaria».


  Hombre recio, batallador y amante del espíritu de los Tercios, lleva un lustro creando pasillos de llegada hasta su hijo para hacerle saber que no para de buscarle. Que este libro sea uno:


  
    Mi Mishutka, mi añorado Miguelito,


    Los años van pasando como una sucesión de días sin ti. Cuatro años, dos meses y dos días exactamente desde la última vez que nos permitieron jugar juntos, desde la última vez que me permitieron darte un beso y te estreché contra mí. Y no sabía que sería la última vez.


    Desde entonces no he dejado de buscarte para hacerte saber lo mucho que te amo y te echo de menos. Lo mucho que te ama y echa de menos toda tu familia en España. Pero ha sido imposible. Es una lucha de David contra Goliat.


    El día en que naciste y la doctora te puso en mis brazos se acabó de formar un vínculo de amor eterno. Ese día una estrella bajó del cielo y naciste tú.


    De nada les vale poner todos los obstáculos del mundo, de nada les servirá que me hayan borrado de tu memoria y traten de inculcarte miedos y odios. Estoy seguro de que la primera vez que nos permitan vernos de nuevo, todo eso desaparecerá.


    No sé la cantidad de veces que te he enviado regalos para tu cumple o por Navidades, nunca los has recibido, nunca te los han querido dar en un absurdo intento de inculcarte una falsa sensación de abandono. Este último cumpleaños y para evitar que nadie te impidiese recibir mi regalo, lo hice de una forma peculiar, lo publiqué en el periódico del pueblo a donde te llevaron para impedir mis visitas, a 8.400 kilómetros de mí.


    Nos podrán separar, nos podrán incomunicar, pero siempre nos une el mismo cielo estrellado. Y ese fue mi regalo, las estrellas que nos unen desde el día en que naciste. Y esta es la imagen del cielo de San Petersburgo el día y la hora en la que tú naciste, el día en que una estrella bajó del cielo e iluminó mi vida.


    Mi amor, mi Mishutka, como siempre te decía, no hay estrellas en el cielo para decir lo mucho que te amo y lo mucho que te echo de menos y ese cielo que nos une nunca nos lo podrán robar.


    Tu papá, que te ama con toda el alma

  


  Más allá de la marginal entrevista hecha a algún padre en la que alguna feminista siempre se encarga de apostillar con vehemencia que no existen las denuncias falsas por violencia de género, o que todas huyen por el miedo, o que no existen los entramados delincuenciales que las amparan, o que las secuestradoras parentales son cuatro, el lector de este libro no va ver en televisión nada sobre los miles de vidas destrozadas por el sistema legislativo y judicial de un país que, trufado de las inconstitucionales leyes de género, presume de encontrarse en el ranking de las 20 democracias plenas del mundo.


  País democrático desde el que, sin embargo, muchos de nuestros legisladores engañan y obligan al contribuyente a financiar y promover las denuncias instrumentales y el secuestro parental nacional e internacional. Y sus terminales mediáticas subvencionadas de forma millonaria se encargan de silenciarlo.


  Nadie ayuda a estos padres ni a sus familias. A Emiliano, Fernando, Javier, Carlos, Dolores...


  Todos coinciden en la insalvable barrera jurídica que no saben cómo afrontar en el momento más dramático de sus vidas.


  A nivel profesional pierden sus trabajos por la desesperación, la depresión, o la exigencia de la búsqueda permanente de un hijo.


  A nivel económico, necesitan empeñarse para emplear los centenares de miles de euros que requiere una batalla jurídica de por vida mientras el Ministerio de Igualdad que fabrica las leyes feministas que sirven de coartada para las secuestradoras de sus hijos cuenta con 450 millones de euros de presupuesto anual.


  Es curioso que las terminales mediáticas feministas nieguen las denuncias falsas por violencia de género, reduciéndolas a la falaz cifra de su argumentario: el 0,001%, que es en realidad las veces en las que la Fiscalía actúa de oficio contra la falsa denunciante. La realidad es tan distinta e incontestable que estas denuncias instrumentales son la coartada de estas secuestradoras gracias a las cuales incluso ha surgido una industria que gana dinero a espuertas a costa de engañar a los padres que buscan desesperados a sus hijos.


  Estos padres aseguran sentirse una carga para su familia, que avisaron en decenas de ocasiones a jueces y autoridades de que sus hijos iban a ser secuestrados y de que los secuestradores, en su inmensa mayoría ellas, lo planearon perfectamente. Que las leyes feministas y sus partidarios han logrado que los derechos del menor se acaben.


  Junto a estos hombres están las abuelas y las tías que han perdido a sus nietos y a sus sobrinos y que recrean los momentos vividos con ellos en habitaciones vacías y en parques.


  Todos ellos han acuñado, incluso, un argot de búsqueda en el que se refieren al «día cero» como el día en el que el hijo no vuelve. El día que comienza el calvario de padres que, a pesar de las estúpidas campañas feministas que dicen que «el rosa imbuye a las niñas en roles de género» siguen llamando a sus hijas «princesas».


  Ángel, secuestrado en España por su madre y llevado a Brasil en verano de 2011, en ciudad desconocida. Lucas secuestrado en España y llevado a Golas, Brasil en el verano de 2013. Bruno, secuestrado por su madre y en paradero desconocido desde verano de 2015. Aiden y Sky, en paradero desconocido desde el verano de 2017. Adam, Clark y Nicole, secuestrados por su madre y llevados a Cuenca, Ecuador, en verano de 2012. John, secuestrado y llevado a Carolina del Norte, Estados Unidos, en verano de 2018. Antonio, secuestrado y llevado a Bratislava, Eslovaquia, en verano de 2017. Olivia, secuestrada y llevada a Michalovce, Eslovaquia, en el verano de 2014. Robert, secuestrado y llevado a Bratislava, Eslovaquia, en el verano de 2013. Laura, secuestrada y llevada a Edimburgo, Gran Bretaña, en el verano de 2016. Adam, secuestrado y llevado a Birmingham, Gran Bretaña, en noviembre de 2019. Oliver, secuestrado y llevado a Londres, Gran Bretaña, en noviembre de 2017. Silvio, Carmen y Manuel, secuestrados y llevados a Atenas en el verano de 2014. Martin y Carolina, llevados a Budapest, Hungría, en el verano de 2017. Oliver, secuestrado y llevado a Teherán, Irán, en noviembre de 2017. Axel, secuestrado y llevado a Florencia, Italia, en el verano de 2016. Marcelo, secuestrado y llevado a Kenia, Nairobi, en el verano de 2013. Trisha y Enmesenda, secuestrados y llevados a Nairobi, Kenya, en noviembre de 2019. Carolina, secuestrada y llevada a Biskek, Kirguistán, en el verano de 2016. Berta, secuestrada por su madre y llevada a Ciudad de Panamá, Panamá, en las Navidades de 2012. Sofía, secuestrada por su madre, llevada a Varsovia, Polonia, en el verano de 2014. Diminik, secuestrado por su madre y llevado a Katowice, Polonia, en el verano de 2014. Juan Francisco, secuestrado por su madre y llevado a Lubin, Polonia, en noviembre de 2015. Daniela, secuestrada por su madre y llevada a Gizycko, Polonia, en verano de 2016. Jean y Natalia, secuestrados por su madre y llevados a Poznan, Polonia, en las Navidades de 2016. Lara, secuestrada por su madre y llevada a Varsovia, Polonia, en el verano de 2012. María, secuestrada por su madre y llevada a San Petersburgo, Rusia, en abril de 2014. Álvaro, secuestrado por su madre y llevado a San Petersburgo Rusia, en el verano de 2016. Ariadna, secuestrada por su madre y llevada a Volgogrado, Rusia, en el verano de 2018. Sophia, secuestrada por su madre y llevada a Kaliningrado, Rusia, en el verano de 2016. María Luna, secuestrada por su madre y llevada a Krasnoyarks, Rusia, en el verano de 2016. Milana y Marusia, secuestradas por su madre y llevadas a Zelenograd, Moscú región, Rusia, en el verano de 2017. Anna Valery, secuestrada por su madre y llevada a Nyuksenitsa, Vologda región, Rusia, en las Navidades de 2017. Lorea Sofía, secuestrada por su madre y llevaba a Moscú, Rusia, en verano de 2009. Iván, secuestrado por su madre y llevado Stavropol, Rusia, en el verano de 2014. Andrés, secuestrado por su madre y llevado a San Petersburgo, Rusia, en el verano de 2018. Miguel, secuestrado por su madre y llevado a San Petersburgo, Rusia, a principios de 2018. Angélica, secuestrada por su madre y llevada a San Petersburgo, Rusia, en verano de 2017. Nikola, secuestrado por su madre y llevado a San Petersburgo, Rusia, en el verano de 2017. Emma, secuestrada por su madre y llevada a Moscú, Rusia, en el verano de 2007. Miquela, secuestrada por su madre y llevada a Sarátov, Rusia, en la primavera de 2017. Daniel, secuestrado por su madre y llevado a Moscú, Rusia, en las Navidades de 2010. Adrián, secuestrado por su madre y llevado a Moscú, Rusia, a principios de 2017. Heber, secuestrado por su madre y llevado a Moscú, Rusia, en verano de 2008. Alexander, secuestrado por su madre y llevado a Moscú, Rusia, en el verano de 2017. Miguel, secuestrado por su madre y llevado a Myski, Kemerovskaya región, Rusia, en el verano de 2012. Sara Hannah, secuestrada por su madre y llevada a Kaliningrado, Rusia, en el verano de 2016. Georgios, secuestrado por su madre y llevado a Dubna, Moscú región, Rusia, en el verano de 2017. Andrés, secuestrado por su madre y llevado a San Petersburgo, Rusia, en el verano de 2016. Max y Alba, secuestrados por su madre y llevados a Ekero, Suecia, en el verano de 2017. Oliver, secuestrado por su madre y llevado a Rydeback, Suecia, en el verano de 2017. Hugo, secuestrado por su madre y llevado a Lund, Suecia, en el verano de 2017. Anaïs, secuestrada por su madre y llevada a Ankara, Turquía, en el verano de 2016[75].


  No existe un solo observatorio que se preocupe de estos niños raptados a manos de sus madres y privados de sus derechos fundamentales, recogidos en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas (ONU). No hay un solo euro púbico destinado a buscarles y a reparar o financiar las asistencias letradas de los padres, de las nuevas parejas de estos o de los abuelos de los niños que han desparecido en España.


  Estas son las víctimas del Estado escondidas y apartadas del debate público para preservar intereses diversos, muchos de ellos económicos, y para salvaguardar la hegemonía política y estratégica de la extrema izquierda feminista, a la que la oposición política, en teoría liberal y sin embargo amante del igualitarismo, no hace frente por el miedo a las consecuencias electorales.


  En ese sentido, la ideología de género es también el método de chantaje y soborno perfecto a los partidos políticos mal llamados «liberales», Partido Popular y Ciudadanos, que, sumisos y subyugados por el colectivismo marxista que sigue marcando la doctrina moral de cada ciudadano que aspire a llamarse «demócrata», siguen esperando la validación por parte de una izquierda política, mediática y académica innegablemente inmoral en asuntos como el que trata este capítulo: la violación sistemática de los derechos de los progenitores hombres y de los más débiles, los niños, en virtud de una ley falazmente defensora de la población femenina.


  A todo eso y mucho más se enfrentan Carlos Salgado, Javier Somoza y las miles de familias víctimas de la LIVG de 2004.


  CAMPAÑAS FEMINISTAS DE INCITACIÓN AL ODIO CONTRA EL HOMBRE


  Si la sociedad cierra los ojos ante estos dramas personales, no lo denuncia y anula su pensamiento crítico dejándose arrastrar por las consignas feministas, acabará por sufrir, directa o indirectamente, la pérdida irreparable de sus hijos, sobrinos o nietos ante la desidia del Estado, que, por si fuera poco y en lugar de socorrer a las familias, hoy sigue alienando con más vehemencia que nunca a los niños con sus campañas feministas hiperfinanciadas, con el objetivo de que los pequeños lleguen a odiar y temer a su padre como referente. Y ese objetivo no solo se logra desde el ámbito judicial, sino también desde la educación a través de las iniciativas públicas y las políticas educativas.


  Un ejemplo escandaloso son las campañas de odio como la dirigida contra los padres en noviembre de 2020 por el mero hecho de ser hombres por parte del Ayuntamiento de Córdoba, en manos del Partido Popular. La cartelería del plan anual del consistorio «Contra la Violencia de Género. Educa el amor» exponía por todas las calles de la ciudad: la cara de una niña llorando colgaba de todas las marquesinas públicas con la frase «De mayor no quiero ser como mi papá». El alcalde de los populares, José María Bellido, y su delegada de Igualdad, Eva Timoteo llevaron adelante una campaña que había sido aprobada por el anterior equipo de gobierno formado por el PSOE y Podemos. Un gobierno en teoría liberal, rindiéndose por cobardía y por las consecuencias electorales de ser tachados de «machistas» ante toda la banda feminista.


  Hoy, en la mayoría de las ciudades y provincias de España cuelgan carteles que rezan «Valencia, Córdoba, Barcelona... zona libre de violencia machista», como si la violencia asesina estuviera incardinada en el ADN masculino y solo pudiera ser erradicada mediante campañas de fumigación contra la plaga masculina. Campañas políticas feministas de incitación al odio contra los padres pagados con dinero público. Adoctrinamiento social por parte del Estado, cuyo interés es el de construir una sociedad enferma de futuros votantes gracias a la mercantilización política de las mujeres y de sus hijos. Campañas destinadas a fabricar generaciones enteras que sientan de forma instintiva desafección social hacia los hombres porque, si la mayor parte de la población llega a aceptar de forma natural que el hombre es un maltratador de mujeres, y de niños por defecto, el negocio multimillonario feminista y estatal estará asegurado. Y el hombre, padre, hermano, tío, hijo, se quedará solo ante las injusticias y abusos del Estado, porque, a priori, será un criminal y un paria social.


  Estas campañas de incitación al odio contra el hombre también están aseguradas en las universidades y demás estamentos educativos, donde el feminismo se ha logrado imponer también como la más eficaz herramienta de coacción y violencia contra los propios estudiantes. Los directores, los rectores, los sindicatos estudiantiles están ideologizados, sobre todo en la educación pública, que está en manos de la ultraizquierda, que ha tomado las aulas como la fábrica en cadena de su cantera. Son las matrices de su particular «Ejército Rojo», cuya mejor arma de reclutamiento y adoctrinamiento político ha sido, es y será el feminismo.


  El motivo del escoramiento hacia la izquierda está, en buena medida, en el sistema de elección de los claustros y los rectores, que dependen del gran poder de los sindicatos estudiantiles y otras organizaciones sociales permeadas por el marxismo cultural, con décadas de ventaja sobre la derecha liberal. Marxismo cultural del que muchos rectores acaban siendo tributarios.


  Estos colectivos, mayoritariamente de izquierdas, tienen en España un peso gigantesco, lo que acentúa el perfil político de los rectores, frente a los que se eligen basándose en la mera excelencia académica. ¿Alguien imagina a algún rector o profesor de universidad antifeminista conservando su puesto en la enseñanza pública? Evidentemente no, puesto que la educación es el elemento esencial de difusión del marxismo cultural, que es per se el feminismo, como también es su mejor herramienta de destrucción de la sociedad civil y del pensamiento crítico individual. El feminismo es, hoy por hoy, el mejor instrumento de censura, autocensura y coacción contra el disidente y la mayor garantía de clienterización social.


  Observen el material teórico de cursos de universidades públicas, como la de Granada, que, además de tener como profesora a la asesora de la secuestradora de niños Juana Rivas, usa material de incitación al odio contra el hombre.


  El siguiente MOOC (acrónimo en inglés de Massive Open Online Course), titulado «Masculinidad y violencia», que lógicamente da créditos a sus estudiantes, es un ejemplo. No hay margen para la discusión. La razón de ser de todo lo masculino es implementar la violencia. Lo dice el módulo 4, titulado «Hombres de paz» y el punto 4.2 «Hombres poliédricos en busca de masculinidades igualitarias». Todo el curso es una flagrante declaración de principios que da por sentados conceptos líquidos y sin el suficiente consenso sobre el que sustentan toda su teoría repetida de forma inútil y viciosa. Pura tautología acientífica. No se aportan estudios que sustenten sus consignas políticas ad hominem, ni se permiten objeciones académicas que desmientan las informaciones. La estudiante que me escribió para denunciar estos cursos de incitación al odio, citó a sus profesores estudios que desmentían que la violencia fuera cosa de hombres y ni siquiera recibió contestación alguna.


  Adoctrinamiento puro y duro a costa del presupuesto público y asegurado por profesores como la señora Anastasia Téllez Infantes, profesora titular de Antropología Social del Departamento de Ciencias Sociales y Humanas de la Universidad Miguel Hernández de Elche-UMH, quien sustenta que la violencia es natural en el hombre basándose en traumas feministas particulares y en los artículos de opinión de una tuitera feminista de la izquierda radical absolutamente anónima, Barbijaputa.[76] Este era parte del contenido del curso replicado en decenas de universidades del resto de las comunidades autónomas:
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  La masculinidad es la raíz de todos los problemas que aquejan a los hombres por el hecho de serlo, pero es también el pilar de su dominación, es la herramienta principal que tiene el patriarcado para asegurar que nadie se mueve lo suficiente como para hacer tambalear su estructura. Y esta estructura es la que hace que nosotras seamos las asesinadas, las violadas, las explotadas sexualmente y las que los mantienen a ellos como los asesinos, los violadores y los explotadores: que no olviden esto quienes defienden que hace falta un cambio para mejorar la vida de los hombres. Que la masculinidad es una jaula de oro, sí, pero la feminidad es una jaula a secas, más pequeña, sin lujos, sin vistas y que cuelga en precario equilibro bajo la de ellos... si han aceptado que la crianza y los cuidados es cosa de sus mujeres, ¿por qué la sorpresa de que sea ella quien se quede con las criaturas en un divorcio? ¿Sabe él la talla de los pantalones del niño? ¿Sabe el nombre de la pediatra? ¿A cuántas tutorías ha ido? Estas son preguntas que se realizan en un juicio y que derivan finalmente en la custodia para la madre, porque es ella quien resulta ser —en la mayoría de los casos— la que sabe todas las respuestas.


  Si han acatado las órdenes del patriarcado de no mostrar sus sentimientos, de no pedir ayuda, de no llorar, de no flaquear, ¿cómo es posible que no se expliquen que haya más suicidios en ellos que en nosotras?


  Si se les instiga toda la vida a tener y mostrar una fuerte pulsión sexual, que resulta más «pasional» y «masculina» cuanto más incontrolable e insaciable es, ¿por qué les extraña luego que en las cárceles —único lugar en el mundo en el que viven los hombres sin mujeres— sean ellos los violados en vez de nosotras?


  Si solo la ira es la válvula de escape de todas las emociones que puedan llegar a sentir, ¿cómo no van a ser más violentos y agresivos que nosotras? ¿Cómo no van a ser ellos quienes delincan más?


  Todas las consignas citadas en estos párrafos y en el texto completo dentro del curso universitario exponen explícitamente uno de los aspectos más primarios del feminismo izquierdista: el odio al padre y al varón en general. Ello se debe, posiblemente, a una reacción enfermiza que se da en algunas mujeres y que Freud achacaba, de modo injusto, a todas ellas: la «envidia de pene». Según Freud, se trataría de un sentimiento que surge en las niñas cuando descubren que no son anatómicamente iguales que los niños, al darse cuenta de que ellas no tienen pene. Las niñas se sentirían lesionadas y mutiladas en comparación con el sexo masculino y empiezan a desarrollar el complejo de castración.


  La teoría psicoanalítica de Freud plantea la idea de que a medida que vaya avanzando el desarrollo sexual, las niñas irán experimentando el complejo de Edipo y la envidia peneana canalizada por dos vías. La primera será el deseo de poseer un pene dentro de ellas. El segundo será el deseo de tener un pene durante el coito.


  Esta explicación fundamental del psicoanálisis más freudiano sería la usada por Freud para justificar la aparición de patologías y sublimaciones psicológicas en el sexo femenino, cuando estas aparecen. Es evidente que no sucede en la inmensa mayoría de las mujeres. De hecho solo ocurre de forma marginal en algunas de ellas, que, cuando alcanzan una posición de poder, acaparan todos los recursos a su alcance para ajusticiar a los hombres.


  Desde mi punto de vista ese podría ser el caso de la feminista Sonia Vivas, concejal de Podemos en el ayuntamiento de Palma. Vivas defendió el 9 de noviembre de 2020 desde su cuenta de Twitter que la mayor o menor violencia de un hombre depende del tamaño de su pene. «Los hombres con penes pequeños suelen ser más beligerantes. Se debe a que el mandato patriarcal valora mucho el tamaño de los genitales masculinos y asocia esa medida a la idea de potencia y fortaleza. El que no cumple, suple con violencia su carencia. El mandato patriarcal sobre la masculinidad como potencia se circunscribe al tamaño del falo. Se ve de manera clara en las películas pornográficas. Penes enormes, mejores cuanto más grandes. De esa construcción social, emanan muchas frustraciones masculinas», afirmó la responsable de Justicia Social, Feminismo y LGTBI del Ayuntamiento de Palma, curiosamente expulsada de su anterior trabajo como máxima responsable de la Unidad de Delitos de Odio de la Policía Local de Palma de Mallorca por incitar a apuñalar «machunos» con arma blanca desde su cuenta de Twitter el 12 de julio de 2018. ¿Qué hubiera ocurrido si algún político hubiera animado a los hombres a apuñalar mujeres? Que lógica y justamente estaría en la cárcel en lugar de cobrando 52.575 euros anuales en 14 pagas de 3.755 y 7.510 euros en junio y diciembre.


  Las feministas quieren igualar al varón en todo, eliminar la complementariedad biológica y natural con la mujer y al resultar imposible, cobran un odio extremo contra el hombre por no poder lograr su modelo inalcanzable. Frustración financiada por los poderes públicos y calificada, absurdamente, de «injusticia social».


  Como he contado a lo largo de todo el capítulo, ese odio al hombre ha llevado al feminismo a querer aniquilar la función paterna llevando a las feministas incluso a negar a los hijos el más elemental derecho a un padre y a una madre unidos. Desde la perspectiva feminista el hombre y la mujer no podrán estar unidos jamás porque el feminismo se basa en el supremacismo sexual.


  [image: img16]


  [image: img17]


  En diciembre del 2020, el todavía Ministerio de Sanidad Consumo y Bienestar Social de Salvador Illa, el Ministerio de Igualdad de Irene Montero, y una de sus miles de asociaciones feministas incluidas en los favores pecuniarios del ejecutivo de Pedro Sánchez, la Federación de Mujeres Jóvenes, patrocinaron otra campaña de incitación al odio contra el hombre blanco a nivel nacional: «Si invades mi espacio, me siento acosada sexualmente» en cuyo cartel dos hombres blancos y otro de raza negra mantenían un diálogo.


  Uno de los blancos animaba a «entrar a esas tías que están bailando», el otro personaje, también de raza blanca, arengaba a los otros dos con un «venga, tíos, a por ellas!», mientras el tercero, el único de raza negra contemporizaba pidiendo «dejarlas tranquilas» y se desmarcaba de la escenificación gráfica de acoso diseñada por el ministerio feminista.


  Imaginen semejante perorata gráfica, pero al revés. Una en la que todos los hombres negros de la foto fueran acosadores de mujer en potencia mientras, la única alma cándida y protectora de la mujer fuera un hombre de raza blanca. El Gobierno responsable hubiera visto prender sus sedes y la Fiscalía de odio hubiera actuado de inmediato. El feminismo, como movimiento instrumental de todas las izquierdas partidistas existentes en los parlamentos españoles, hace tiempo que trabaja normalizando la presencia y el reconocimiento político y social de los islamistas para que estas sociedades paralelas y fundamentalistas, a cambio, otorguen sus votos a los partidos que financian para dicha tarea a las asociaciones feministas.


  Esta idea les surgió, cuando el nacionalismo catalán, perfectamente alineado con la izquierda antiespañola, comprobó que el referéndum de Quebec de 1995 en el que el separatismo había puesto sus ojos como modelo de inspiración, se había perdido por culpa de la caída del voto inmigrante, molesto tras el endurecimiento de los requisitos para entrar en Quebec tras la aprobación de la ley de extranjería de 1991 que dejaba regular a la provincia canadiense el flujo de inmigrantes. Dicha ley supuso que, entre 1990 y 1995, la inmigración bajara un 48% en esta provincia de Canadá, y por tanto, el apoyo electoral a la facción independentista. Aprendieron la lección y, a partir del 2007, el 78% de los inmigrantes llegados a Quebec, 191.674, llegaron a proceder en su mayoría de Marruecos, Argelia, China, Haití y Colombia atraídos, como en España, por las apabullantes propuestas de subsidio socialistas que, a cambio, pedían el vasallaje ideológico y la venta de los votos.


  Además de otros incentivos de índole ideológica, aquella lección llevó a partidos abiertamente separatistas y enemigos de la integridad de las naciones, como el PSC y ERC, a enviar a sus feministas a hacer campaña electoral a mezquitas salafistas de Cataluña. Ejemplo de ello son las de Reus, Roda de Bará, Torreforta y, especialmente, la de Valls en Tarragona, población en la que siete hombres fueron imputados en 2010 por el juzgado número 1 de Tarragona por constituir un tribunal islámico basado en la sharía que llegó a condenar a muerte a una mujer marroquí[77].


  Aquella mujer, único testigo del caso, declaró que 20 hombres «con barba y turbante» la secuestraron durante dos días en una masía de Valls medio derruida en la que los secuestradores deliberaron durante horas para decidir si vivía o moría. Embarazada, explicó que el secuestro fue ordenado por su pareja, también magrebí, porque el hombre quería evitar que ella diera a luz y por ello solicitó que se le aplicara la sharía en una suerte de tribunal. Los Mozos de Escuadra intervinieron los teléfonos de los imputados y emplearon cámaras instaladas en helicópteros para vigilar a los imputados durante ocho meses concluyendo el «establecimiento de un tribunal islámico en Valls y cercanías».


  Desde entonces hasta hoy, esos mismos líderes islamistas y sus adeptos se han constituido en federaciones de Comunidades Islámicas para blanquearse, erigirse como referencia moral, e incluso denunciar en los tribunales a cualquier individuo, organización, o partido político dispuesto a combatir la imposición de sus postulados. Forma parte de la denominada y ya citada Taqiyya, el recurso aceptado en el radicalismo islámico para engañar y esconder su condición. Su coartada para integrarse en la sociedad, e incluso, para poner trabas de cara a posibles investigaciones policiales. Como explicaba la revista Dar Al-Islam, editada en francés por la productora Al Hayat de Estado Islámico: «Sobre todo no os dejéis llevar por un exceso de entusiasmo y no habléis de vuestro verdadero objetivo».


  Forman parte crucial de esa Taquiyya las feministas de la izquierda que han hecho campaña en aquellos lugares concebidos para arrasar con los derechos humanos de las mujeres. Entre otras, la diputada de ERC Raquel Sans Guerra, definida a sí misma como «feminista convencida en la lucha contra el machismo», acudió a la mezquita de Valls el 10 de febrero de 2021 para pedir el voto islamista y ganar las elecciones autonómicas catalanas del 14 de febrero.


  Sans es el paradigma de la feminista legislativa e institucional de izquierdas: otra millonaria que ha llegado a engordar su cuenta bancaria a costa de afirmar que la mujer occidental vive acosada por el hombre mientras, en sus redes sociales esconde que va a hacer campaña al templo de salafistas regido por la fetua, o el decreto islámico, de líderes como Yasir al Burhami, el vicepresidente del Partido Salafista egipcio, quien afirma que, pese a que un musulmán puede casarse con mujeres que no sean musulmanas, concretamente con cristianas y judías, debe odiarlas, y demostrarles que las odia, pues son infieles, aunque pueda disfrutar sexualmente de ellas.


  Las feministas del PSOE, ERC, las CUP, y Podemos, tan fascinadas por los reinstauradores del islam y, a la vez, tan indiferentes a las mujeres y a las niñas oprimidas, atacadas, violadas, asesinadas, y sometidas a la cárcel del hijab que, de ser visibilizadas en las pancartas del 8M, estropearían otro de los grandes negocios del feminismo actual: convertir el sometimiento femenino en «cultura», «diversidad» e «identidad». Untar con miel la trampa para que niñas occidentales, nacidas y desarrolladas en un país libre, caigan como moscas y sean nuevas integrantes del harén multiculturalista.


  Es preciso entender, y difundir sin descanso que, como feministas marxistas, estas mujeres jamás han abogado por la igualdad y la libertad de la mujer sino que, por el contrario necesitan fomentar estas sociedades islamizadas para alimentar su reacción en contra de las estructuras sociales, los valores, y las reglas jurídicas de Occidente.


  Pocos partidos políticos europeos se atreven a hacer frente a este proyecto de ingeniería social suicida y que atenta contra las mejores cualidades del continente europeo, salvo honrosas excepciones como VOX en España, el Fidesz de Orban en Hungría, y otros en los países integrantes del antiguo Pacto de Varsovia. Cualquier intelectual divergente del proyecto multiculturalista, como Douglas Murray en Reino Unido, o Alejandro Macarrón en España, etc. son, y serán, sistemáticamente despreciados por el establishment mediático que, públicamente y en contra del sentimiento social, son, y serán, considerados como «ultraderechistas» irredentos y perdedores ignorantes únicamente votados y amparados por una minoría ciudadana marginal y tratada de forma condescendiente y con un patético desdén elitista por parte de las televisiones hegemónicas y de muchos líderes políticos.


  Sorprendentemente, muchos de ellos conservadores con un miedo insuperable a dar la batalla ideológica, a reconocer que fuera del consenso y de la pereza existen el bien y el mal, sin nada ambiguo en el centro. Ellos también son los responsables adocenados por rendirse y rehusar la batalla cultural y defender la incontestable superioridad moral de la cultura occidental en la que la mujer ya es, irrefutablemente, igual al hombre en obligaciones, derechos, y libertades.


  Las feministas occidentales son ese séquito doctrinario que hace de parapeto a esos partidos políticos conniventes o cobardes frente al modelo social islamista. Desde las cadenas televisivas llegan a legitimar actos sociales y políticos sin la presencia de la mujer o actos en los que hombres y mujeres estaban separados por sexo, y esta grave fisura y adoctrinamiento han sido aprovechados por los islamistas para asentarse en nuestras instituciones y normalizar su presencia.


  Un juego político mecido por la mano de estas mujeres, letal para las sociedades liberales, porque quienes están pagando la factura son los ciudadanos de a pie los que, día día, conviven con las secuelas del «buenismo» y del todo vale.


  Para lograr el éxito de dicha estrategia político-electoral, las feministas del Ministerio de Igualdad siempre han sobreexplotado el concepto étnico para la promoción de sus políticas desigualitarias y paternalistas. El cartel del Ministerio de Igualdad, cuya clara intención era hacer proselitismo multiculturalista, fue publicado en medio del boom migratorio en el que más de decenas de miles de ilegales subsaharianos entraban en toda España a través de Canarias. No fue inocente ni casual. Aludía directamente a la etnia magrebí atribuyéndole, de forma inherente, el garantismo de todos los valores positivos en contra de los de cualquier ciudadano caucásico, el victimismo que justifica sus subsidios, y la inexistencia de violencia hacia la mujer por una mera razón racial. Una forma flagrante de segregación, clasismo positivo y racismo que, en todo caso puede ser bidireccional.


  El feminismo, como el resto de las mutaciones izquierdistas, siempre habla sobre la inmigración y los inmigrantes desde una idea victimista, del mismo modo que devalua a la mujer por su ideal radicalmente elitista y burgués sobre las personas en función de su raza, sexo y orientación sexual. La feminista se presenta como la portavoz de la izquierda, que obviamente carece de una política de inmigración que frene las avalanchas migratorias, como carece de un proyecto serio sobre cómo construir una España moderna y competitiva con una ciudadanía diversa, pues son muchos los españoles de padres inmigrantes los que merecen un trato igualitario, pero que, en contra de los que se prestan al voto por el subsidio, renuncian totalmente a ser el complemento de la foto exótica del político y a seguir creando sociedades paralelas liberticidas e islamizadas.


  Esta campaña de Irene Montero tras otra promoción pública igual de enfermiza que la mencionada y que fue fabricada y lanzada en 2019 por la misma asociación feminista: «El agresor sexual puede ser cualquiera», en cuyo cartel quedaban representados «el chico que te gusta», «el simpático de la fiesta», «el colega militante», y «tu amigo de clase».


  Según el RDL 33/2020 de 3 de noviembre de 2020, la autoría «intelectuales» de dicha campaña era la Federación de Mujeres Jóvenes, que se embolsó exactamente 115.162,70 euros del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 del novio de la ministra Irene Montero en un escenario social de cuatro millones de parados y cientos de miles de personas en situación de ERTE, con España liderando el ranking de la debacle económica y laboral de todos los países civilizados[78].


  La propia cuenta de resultados de la asociación feminista arrojaba la subvención de 342.345, 53 euros recibidos desde el Gobierno en 2019 con 231.866, 25 gastados en concepto de «Gastos de personal». Es decir, un 67,73% de la subvención destinada a sueldos de la red clientelar destinada a dibujar bazofias ideológicas en vez de a la subvención directa de las mujeres víctimas de violencia.


  En 2018 recibieron 132. 535, 09 euros con 96.539, 57 euros gastados con idéntico concepto. Un 73,14% de las subvenciones destinadas al enriquecimiento personal de sus «miembras». Ya saben, el famoso «escudo social» en el que «nadie se queda atrás». Nadie mientras uno sea feminista.


  Si cogiéramos el eslogan «El agresor Sexual puede ser cualquiera: el chico que te gusta, el simpático de la fiesta, el colega militante, y tu amigo de clase», y sustituyéramos los sujetos, «hombre» por «mujer», «negro» o «musulmán», ciertamente nos saldría siempre algo asqueroso y, a todas luces, delictivo, pero en este caso la impunidad, no solo era flagrante, sino, una vez más, patrocinada por los poderes públicos. Ese odio contra el hombre sería radical y fulminantemente repudiado si se dirigiera contra cualquier otro colectivo, ya fuera de mujeres, razas, o religiones. La mente patológica que se dedica a elaborar estas campañas, y muchas otras similares, destinadas a culpar al total de la población masculina por crímenes como los de Laura Luelmo, o Diana Quer- crímenes, no amparados por cierto por la Ley Integral Contra la Violencia de Género- se olvidan de todos los hombres de nuestro presente y de nuestra historia que han corrido para evitar secuestros, violaciones y agresiones contra las mujeres.


  ¿Por qué el asesino y el maltratador representa a los hombres y esos otros salvadores no?. Por el odio inherente a la base feminista representado en el denominado «delito de autor», aquel cuya pena aplicable por la ley implica una condena para una determinada conducta discriminando en función a la condición de la persona que lo comete. En este caso, la sexual.Este tipo de figura legal vulnera el principio de la igualdad jurídica de todos los ciudadanos ante la ley, por lo que en virtud de la declaración de los derechos humanos tiende a ser erradicado en la jurisprudencia actual de todos los países democráticos con una sociedad avanzada y formada, puesto que nuestra ley especifica que todos somos iguales sin discriminación por razón de sexo, edad, religión, ideología o cualquier otra condición personal.El paradigma de este tipo de delito es ejemplificado a la perfección, como en ningún otro movimiento, por el feminismo y por sus leyes, desde el tratamiento que se aplicó para los delitos en Alemania durante el periodo del nazismo, cuando las penas que afectaban a los ciudadanos judíos eran más severas que las que aplicaban a los alemanes que no lo eran.No obstante, el delito de autor no es privativo de una época, cultura o país. Así en España está vigente, avalado por sentencia del tribunal constitucional, en la ley de violencia de género, en el que se discrimina el sexo del autor del delito, de manera que el varón que agrede a su esposa supone la consideración de un hecho delictivo de agresiones, en tanto en el caso inverso a la mujer se le considera que comete una falta. También está vigente en los países islámicos la discriminación en razón del sexo del autor, así se da en la diferente condena del adulterio, donde las penas son inusitadamente más graves para la mujer que para el hombre.


  En la campaña de 2019, resulta llamativa la alusión que las feministas hacen al personaje que encarna al ciudadano de estos países islámicos donde, los derechos fundamentales de las mujeres valen menos que un felpudo de goma o tubo de pasta de dientes.


  Un informe sobre la situación de la mujer en el Magreb y Turquía, de Eulàlia Mestres analiza la situación actual de la mujer desde el ámbito estrictamente jurídico en los países de los cuales proviene el 70% de las «manadas de agresores sexuales» en España y en Europa de los últimos años. Nacionalidades que únicamente han salido a la luz gracias a la presión de los desafiantes de la opinión pública y de la policía en conversaciones privadas con periodistas en las que narran con nitidez como, en su día a día, o se enfrentan en el terreno a estos «nuevos» delincuentes protegidos por el feminismo y demás agentes valedores del globalismo que, no es otra cosa que la imposición de culturas medievales del Magreb y del resto del norte de África donde, con matices, la mujer ocupa la figura de esclava con la ayuda de fundamentos de derecho que serían aplastantemente rechazados por las mujeres occidentales y libres a las cuales las feministas muestran el cartel:


  En Marruecos, desde el Código de Familia, popularmente conocido como Mudauana, y aprobado tras la proclamación de la independencia en el año 1957, se consagraba legalmente el sistema patriarcal vigente basado en la interpretación mayoritaria del Islam de la escuela malaquita, presente en el Magreb, el Código hizo suya la visión de la mujer como eterna menor de edad, sometida a la autoridad de los maridos, los padres y los hermanos. Mantiene la poligamia y el derecho del hombre a repudiar a su mujer. Se mantiene la sanción por delito de adulterio continuando penalizadas las relaciones fuera del matrimonio con una pena que oscila entre un mes y un año de prisión.


  En la regulación del delito de homicidio o del delito de agresión, si el delito se produce entre cónyuges se considera como circunstancia atenuante el hecho de que la victima haya sido descubierta en flagrante delito de adulterio.


  En lo relativo a la regulación del secuestro de una menor, si esta es secuestrada, tanto el proceso penal como la aplicación de la sentencia quedan paralizadas si el secuestrador contrae matrimonio con la niña. En ese caso, el raptor únicamente puede ser perseguido legalmente si presentan denuncia las personas que legalmente pueden pedir la anulación del matrimonio, y solo después de la anulación podría ser condenado. Además, la familia de la víctima puede ofrecer al raptor la celebración del matrimonio con el fin de preservar el honor familiar. Los artículos 494 y 496 determinan que las penas aplicables a la persona que rapta o esconde a una mujer casada van de dos a cinco años de prisión. La ley no considera en modo alguno la posibilidad de que sea la mujer casada quien decida dejar al marido o esconderse de él, por cuya razón, cualquier persona que dé refugio a una mujer maltratada corre el peligro evidente de ser condenada a penas de cárcel.


  Por lo que se refiere a la violación, la legislación no la tipifica como un delito contra la persona, sino como una agresión contra la decencia pública, y no contempla el delito de violación en el seno del matrimonio.


  Argelia es el país del Magreb donde de forma más explícita se niega hasta la plena ciudadanía de la mujer por el mantenimiento de la figura obligatoria del wali o tutor matrimonial, incluso en el caso de la mujer mayor de edad, que necesita de su aprobación para casarse o para rechazar un matrimonio forzoso.


  Los matrimonios de argelinas con no musulmanes están terminantemente prohibidos, tanto en Argelia como en el extranjero. La ley islámica condena así a las argelinas que, ante situaciones jurídicas sin solución se ven obligadas al exilio y a la ruptura con su país. La mujer difícilmente puede oponerse a posteriores matrimonios de su marido, sobre todo, teniendo en cuenta que en el Código se mantiene el deber de obediencia al marido. El Código considera también deberes de la esposa: cuidar de los hijos, la lactancia, si no está imposibilitada para ello, o respetar a los padres de su marido.


  La mujer podrá trabajar únicamente si así se establece en el contrato, y el hombre podrá solicitar libremente el divorcio y repudiar a su mujer sin necesidad de alegar motivos concretos. Por el contrario, la mujer únicamente podrá hacerlo por motivos tasados, como la enfermedad sexual del marido o una ausencia del domicilio conyugal superior a un año.


  El Código todavía sanciona el adulterio con una pena que va de uno a dos años de prisión, para ambos sexos aunque los hombres solteros que cometen adulterio con una mujer casada no reciben castigo alguno si «desconocían que la mujer estaba casada». Por el contrario, una mujer soltera que cometa adulterio con un hombre casado será sancionada, sin excepción alguna.


  En lo relativo al rapto o la violación de menores, el Código Penal permite al culpable evitar la imposición de la pena si este acepta contraer matrimonio con la víctima, al igual que en la disposición del Código Penal marroquí.


  La regulación también tipifica como delito la violación, si bien, no establece una definición de la misma ni tampoco la considera en el marco del matrimonio. La violencia domestica no se contempla como una de las causas que pueden justificar la demanda de divorcio por parte de la mujer. Una mujer que denuncia una violación es muchas veces considerada una «perturbadora del orden social» y, por ello, tampoco se han establecido medidas para proteger a las mujeres que denuncian a sus agresores.


  El artículo 264 del Código Penal es la única norma aplicable en caso de agresión. Según los abogados, únicamente se detiene a los maridos denunciados si la incapacidad provocada por la agresión es superior a quince días. Además, es necesario presentar el certificado de un médico para poder cursar la denuncia, aunque muchas mujeres no tienen autorización para salir de su domicilio.


  Uno de los dudosos logros del feminismo occidental actual, ha consistido en silenciar a las mujeres y a los hombres que rechacen frontal y radicalmente la imposición de este modo de vida tribal a las mujeres en lugares como España. Mientras millones de mujeres se juegan la vida y años de cárcel por quitarse el hijab y ser libres en otras partes del mundo, aquí el feminismo ha denominado a ese retroceso y a ese miedo de otras mujeres, «progreso» y «multiculturalismo». Y se insulta y llama «islamófobas» a las mujeres con cierta repercusión política o mediática que estén en la tarea de desnaturalizar y negar que ser propiedad de un hombre bajo el imperativo del libro sagrado del islam sea progreso en absoluto.


  Es una suerte de suicidio social en masa. Mientras en los países islamizados las mujeres sienten miedo de ir a la cárcel por ofender a su marido o patriarca, en Occidente, el feminismo juega ese mismo rol de agente sometedor de otras mujeres liberales que señalan el proceso de islamización de sus sociedades, y que están empeñadas en preservar su modo de vida y su libertad. Estas son tachadas de fanáticas por el feminismo izquierdista que, además, no dudará en denunciarlas en foros públicos e incluso ante la Fiscalía anti odio por «xenófobas». En resumidas cuentas, el feminismo es el Wali de las mujeres que vivan fuera del Norte de África y que intentará dirigir la vida de todas ellas. Claro está, de las que se dejen. Como intentará dirigir también la vida de las mujeres que, por negarse a ese sometimiento, tengan que vivir bajo el miedo a las consecuencias de no plegarse a los axiomas y las leyes feministas, escritas y no escritas.


  Ese sometimiento, como el blanqueamiento de las consecuencias de las políticas proislamistas en España, y el resto de Occidente, también es misión de los mass media feministas. Un ejemplo tan claro como macabro fue el caso del criminal conocido como el «Melillero», el hijo de un legionario senegalés y una marroquí de nacimiento nacionalizada española. Un adepto del islam, y el ejemplo claro de que un agresor de mujer tiene, en la mayoría de los casos, y según los expertos policiales, varias tipologías de delitos asociados. Se curtió entre robos, armas, amenazas, malos tratos, tráfico de hachís, y acabó quemando con ácido el 60% del cuerpo de su exnovia.


  El tratamiento mediático de las grandes televisiones desprendió la clásica y repetitiva falta de honestidad del gremio ya que, ninguno de los analistas, ni de las fanáticas feministas, ni de los «periodistos» que se hacen perdonar la vida por las feministas, asustados ante la posibilidad de ser expulsados del circuito televisivo, hicieron referencia al auténtico problema: el culto islámico del bastardo. Sin embargo, sí era legítimo invitar al odio contra los hombres usando a la víctima.


  «Habéis dicho que era un monstruo, y no lo era. No era un monstruo. Era un hombre», afirmó la feminista Cristina Fallarás, salsa de todos los programas de Mediaset.


  Imaginen un «No era un monstruo. Era un moro» de boca de alguno ustedes. La cadena les habría reprobado públicamente, sino despedido, y la Fiscalía General del Estado les habría empurado. Sin embargo, el grupo no lo hizo con su tertuliana estrella porque, en España, criminalizar a los hombres no solo sale gratis, sino que garantiza a la feminista, o al «feministo» ganar mucho dinero en los medios condicionados por la línea editorial del Gobierno.


  Así, el periodista Luis Rendueles, antaño curtido periodista de investigación sin condicionamientos ideológicos, y presente ese día junto a Fallarás, puso el lomo al descubierto para dejarse golpear como hombre, afirmando que el crimen era «tribalismo machista». ¿Qué demonios era eso?


  Ocultar la verdad por miedo viene a ser lo mismo que mentir: quemar con ácido, es un crimen de honor, un crimen tribal islamista que esta reservado para matar a las mujeres deshonradas que comienza en la India, en Egipto, Jordania, Líbano, Marruecos, Pakistán, la República árabe, Siria, Turquía, Yemen y otros países del Mediterráneo y del Golfo Pérsico , pero que ha acabado extendiéndose a Francia, Alemania, Reino Unido y, por descontado, a España; donde los hervideros islamistas por excelencia se concentran en Cataluña, Ceuta, Melilla e, incluso, en la Comunidad Valenciana como consecuencia de las políticas públicas de subsidio de la izquierda y de los partidos conservadores que siguen propugnando las mismas estrategias fallidas de apaciguamiento por miedo a ser considerados «racistas» por los medios de comunicación comprados por la izquierda y por los guetos islámicos perfectamente engrasados con el dinero público para funcionar como masa de agitprop del separatismo catalán y vasco y del neomarxismo.


  Obviamente, el feminismo presente en todos los estamentos institucionales, académicos y mediáticos, ha conseguido desorientar a la opinión pública para reducir esta variedad de terrorismo islamista contra la mujer hasta la inexistencia o, peor aún, para circunscribirlo al «machismo». En parte para no soliviantar al colectivo que ya constituye una de sus principales bases de votantes.


  «Agresión machista», una calificación pueril en comparación al verdadero talante criminal de este tipo de asesinos que trabajan por conservar la pureza de la raza y de las tradiciones en todas las sociedades liberales y en pleno corazón de Europa.


  Los medios hegemónicos también han echado el resto para consumar este suicidio colectivo. Su misión ha sido, y es, ridiculizar y estigmatizar a todo el que denuncie que rociar con ácido a una mujer «deshonrada» es una práctica cultural islámica, y no un fenómeno del «matrix» feminista y su encarnizado odio al hombre, y eso es algo que saben muy bien las mujeres sometidas al proyecto islamista.


  Algunas de ellas viven en no-go zones perfectamente afianzadas en barrios españoles como el barcelonés del Raval o el barrio de La Mina.


  En el primero, fue apuñalada el 3 de agosto de 2019 Iffat, una peluquera pakistaní a manos de su expareja, de la misma nacionalidad, y solo cuatro días después, dos mujeres marroquíes me contaron que, en contra de lo publicado, el atentado con esta mujer respondió al procedimiento de ajuste de cuentas contra la mujer instaurado en el código islámico. «Chico quería chica pero chica no quería chico», decían mientras las televisiones, las rotativas, y el Ministerio de Igualdad, daban carpetazo al asunto con el dogma fabricado por todo el feminismo tertuliano que, queriéndolo o no, proporciona amplio amparo social a estos asesinos rigoristas: «Otro crimen machista», decían. «Las queremos vivas».


  Puede, pero no tanto como para reconocer que, para acabar con lo que en realidad las estaba matando, es necesario plantear un debate social que requiere una preparación y un enfoque intelectual periodístico absolutamente arrasado por la censura ideológica, la cobardía, y los intereses económicos feministas.


  En lugar de considerar siquiera la más mínima posibilidad de que crímenes como el del Raval se estén perpetrando ya en España, el feminismo se ha convertido en la mejor Taqiyya de los islamistas, la coartada rigorista recogida en el verso coránico 3:28: «… sabed que Alá ha prohibido a los creyentes ser amables o en términos íntimos con los infieles en lugar de otros creyentes, excepto cuando los infieles están sobre ellos en autoridad. Si ese fuera el caso, permitidles actuar amigablemente con ellos mientras preserváis vuestra religión. Vamos a sonreír a algunas personas mientras nuestros corazones los maldicen».


  Tres años antes del apuñalamiento de Iffat, en 2016, Qandeel Baloch, una modelo y actriz a la que algunos llamaban la «Kim Kardashian paquistaní» fue asesinada por «crimen de honor» a manos de su hermano en Pakistán:


  «Por supuesto que la estrangulé», declaró orgulloso su hermano después del crimen, en una rueda de prensa convocada por la policía.


  «No tengo ningún remordimiento por lo que hice»; tenía una conducta «totalmente intolerable», en referencia a las fotos, vídeos y comentarios que Qandeel colgaba en internet, considerados provocadores según las leyes islámicas imperantes en los países árabes.


  Hasta ese momento el derecho islámico, que rige igual en Pakistán y en el barrio del Raval, recogía la posibilidad de ofrecer a las familias el diyat, o «dinero de sangre, para perdonar a los asesinos legalmente a cambio de una indemnización. La propia policía de dichos países alienta con frecuencia a ambas partes a ponerse de acuerdo sobre el «dinero de sangre», evitando así un colapso de un sistema judicial paquistaní saturado.


  Nadie, ni las autoridades, ni los distintos movimientos por las libertades de las mujeres donde estos son una quimera, hizo siquiera la más mínima referencia al «machismo», único argumento de las liberadas mujeres feministas occidentales quienes, por supuesto, jamás se han hecho eco de las salvajadas perpetradas contra otras mujeres fuera de nuestras fronteras.


  Dichas prácticas islamistas del mundo conviven ya en Europa con más fuerza que nunca en el lógico aumento de sus nacionales en España y el resto de la UE y, en buena medida, son prácticas extendidas gracias al amparo de la corrección política y al infantilismo cuyo máximo exponente es, hoy, el feminismo.


  La cuestión y la realidad inequívoca es que el extremismo islamista justifica la violencia como medida de control de la mujer. Y las propias mujeres de su «etnia» «religión», las señalan para avisar a las otras. Se trata de una táctica de control social como la lapidación y la ablación de clítoris. Por cierto, practicada siempre por otras mujeres de manera pública para que las otras mujeres tomen nota. Esa es la cultura que las feministas defienden con su afición al «multiculturalismo».


  El conocido como «El Melillero» usó esa táctica que se ha extendido, normalizado, y camuflado en Europa como «violencia de género». Y dichas tácticas tienen el origen que tienen, aunque el buenismo actúe como omnímodo método de censura y bloqueo mediático de los peligros reales a los que se exponen las mujeres. La proliferación de los crímenes de honor en España sería imposible con la denuncia de las televisiones y su renuncia a informar con axiomas ideológicos, carentes de toda base intelectual, de sus presentadoras y tertulianas. Los atentados con ácidos o sustancias corrosivas, que pueden ser productos como ácido clorhídrico o, el más frecuente, ácido sulfúrico, se han multiplicado exponencialmente, además, en países como UK y, muy especialmente, en Londres donde, en 2016, se denunciaron 394 casos de un total de 720 en el país; en 2015, 322; y en 2014, 182, según la Policía Metropolitana. Desde 2017, esta práctica se ha disparado aún más, como ha ocurrido en España y en el resto de Europa gracias a la proliferación de los guetos musulmanes que han permitido proteger y hacer pedagogía de estas prácticas en segundas y terceras generaciones de nacionales de origen islámico.


  El debate está cercenado para cualquiera que se rebele contra ese tipo de modelo social, apartado de la vida social por «islamófobo» o «xenófobo», Y las FCSE, permeadas de departamentos «por la igualdad de género» e imposiciones ideológicas de sus mandos políticos son cada vez más presionadas para tratar esta tipología de terrorismo islamista como «crimen machista», dejarán de estudiar e implementar protocolos de prevención y lucha que, por el contrario, si cuentan con la financiación y el estudio serio en países como Suiza y Suecia[79].


  La auténtica mujer fuerte, libre e independiente sabe qué se juega y está en contra del radicalismo islámico, cada vez más protegido por intereses clientelares y políticos que maquillan con el pretexto «machista» prácticas islamistas aterradoras de países en los que las mujeres son sistemáticamente sacadas de las universidades y apartadas de la vida social.


  Para tapar eso se ha creado un selecto grupo de groupies forradas de dinero público para pasearse en hijab en nuestras instituciones de la mano del PSOE, Podemos y Esquerra Republicana. La payasada feminista que apela a la «igualdad real» mientras se fotografía con la prenda que representa la sumisión en el código islámico: defensoras de unas prácticas relacionadas con un modelo social e ideológico y el concepto de la ética y la moral islamista, que es extremista, y que necesita dominar Europa y el mundo.


  ¿Machismo, señores y señoras de las televisiones? La primera vez en su vida que muchas mujeres, y niñas, se han sentido seguras al escapar del yugo y la agresión islamista, ha sido al conocer al hombre uniformado que les ha cogido de la mano, llevado a un hospital, y acompañado haciéndolas sentir seguras después de haber escapado de un matrimonio forzoso o de algún otro tipo de abuso contra la mujer sistemáticamente silenciado por el feminismo.


  La práctica de matrimonios forzosos es tan común que muchos países se han visto obligados a aprobar legislaciones penalizándola, y el Consejo de Europa se ha visto en la tesitura de anunciar resoluciones condenatorias. En la 2233 de 2018 la Unión Europea, el Consejo afirmó que «todos los países de Europa se ven afectados por estas prácticas nocivas, en forma de matrimonios forzados celebrados en Europa, matrimonios forzados de ciudadanos o residentes europeos celebrados en otros lugares, o personas obligadas a casarse antes de llegar a Europa».


  Las feministas, su «perspectiva de género», y las únicas leyes ideológicas validadas a nivel social y jurídico, han logrado que estas prácticas no se recojan en el Derecho Español, en el que únicamente existe una amplia normativa en relación a la regulación de la violencia de género. Las prácticas islamistas contra las mujeres ni siquiera existen como categoría.


  Según cifras del Instituto Europeo de la Igualdad de Género, más de 180.000 niñas son sometidas cada año a la mutilación genital solo en Europa o se encuentran en riesgo de serlo, creyéndose, incluso, que los casos podrían disparar las estadísticas si no fuera por el ostracismo de la comunidad musulmana y el miedo que sufren las mujeres a denunciarlo. Evidentemente, la totalidad de estas víctimas se da en familias inmigrantes, lo que ha obligado, recientemente, y por primera vez desde que nació Europa, a introducir legislaciones condenando dichas prácticas. El mismo Parlamento Europeo emitió una resolución en 2014 sobre la mutilación genital femenina reconociendo lo que cualquier disidente del feminismo tiene prohibido decir en televisión o en redes sociales si no quiere ser denunciado, e incluso juzgado y condenado por delito de odio, que esta es una práctica importada por los inmigrantes musulmanes y, aún más, admitiendo que, a pesar de que la ablación de clítoris es, obviamente, ilegal en Europa, su persecución judicial es ciertamente marginal, y eso es lógico teniendo en cuenta que, bajo el prisma del fanatismo feminista, no existe crimen perpetrado contra la mujer que no obedezca al «terrorismo machista». Ellas prohíben por decreto el enriquecimiento cultural y el conocimiento sobre «los monstruos reales» que amenazan la vida, la libertad o la integridad de la mujer y, según los promotores mediáticos de la corrección política, la ONU, y demás organismos, trae necesariamente la inmigración ilegal proveniente del Magreb y del resto del norte de África, no termina en mayor criminalidad, matrimonios forzosos, agresiones con ácido, o la ablación clitoriana de niñas menores.


  Las feministas de todos los ámbitos privilegiados, incluso de las amateurs que buscan en el movimiento un sentido de pertenencia a la desesperada, son multiculturalistas que pretenden salvar al mundo del maligno y subyugador imperialismo blanco, mientras permanecen impávidas ante la persecución, el abuso, la violencia, e incluso el asesinato perpetrado por hombres en países musulmanes y en aquellos lugares de Occidente enfermos de corrección política y de censura gracias a los medios que siempre se encuentran dispuestos a tachar de racista al que tematiza el problema del terrorismo islámico hacia las mujeres.


  En su libro Yo Acuso, la escritora y activista somalí por los derechos de las mujeres en los países árabes, Ayaan Hirsi Ali, denuncia el maltrato de la inquisición feminista izquierdista contra ella por expresar la idea de que la violencia se encuentra en los textos que fundaron del islam.


  «He sido silenciada, evitada y humillada. He sido considerada una hereje, no solo por musulmanes, sino por occidentales de izquierda cuyas sensibilidades multiculturales se ven ofendidas por dichos pronunciamientos».


  Al calvario de Hirsi Ali, hay que añadirle el hecho de haber sido acusada por las feministas izquierdistas, esforzadas banalizadoras del mal, de «esparcir un discurso del odio». Las pijas occidentales, nacidas en los países más libres y seguros del mundo del movimiento de Occidente, salvadas, defendidas y rescatadas por otros hombres en Europa, persiguiendo cual maltratador a una mujer superviviente de un matrimonio forzoso y de una ablación del clítoris en su niñez. Su pecado original: contar que las mujeres quemadas vivas, o apartadas de colegios y universidades, no son víctimas del machismo del hombre blanco y heterosexual, sino de tradiciones culturales islámicas importadas a Europa desde hace décadas, y especialmente fomentadas durante los últimos años con la invasión ilegal migratoria de los países árabes incitada por nuestros políticos, por el infantilismo suicida inherente a la corrección política, y por la pulsión feminista al sometimiento islámico.


  Mientras el «multiculturalismo del Califato» es defendido por las feministas, la idea difundida por todos los prescriptores mediáticos y los políticos partidarios del femimarxismo en todo Occidente es que la masculinidad del hombre occidental es una suerte de enfermedad vírica, y esa idea y juego frívolo de que los hombres son una epidemia peligrosa, ni siquiera ha cesado por decoro en la situación real de una pandemia que, solo en España, ha matado a decenas de miles de personas. Como todo movimiento minoritario y fabricado en los laboratorios políticos para malversar los recursos privados con la única utilidad social de intoxicar a la sociedad entera, el feminismo no solo no ha frenado su pervertida voracidad extractiva, sino que ha disparado de forma obscena su dotación presupuestaria en medio de un dantesco panorama social en el que España sobrepasa los 6 millones de parados y el Ministerio de Igualdad dispara su presupuesto de 2021 en un 157% hasta los 451 millones de euros de los Presupuestos Generales del Estado.


  Semejante botín, repartido «entre cuatro», bien vale esconder la realidad cultural islámica que marca a millones de mujeres en todo el mundo. Por una motivación política y pecuniaria se ahoga el grito de sus víctimas lo que, en realidad, no es muy distinto a escuchar los gritos de una mujer maltratada y no hacer nada, o a mentirle a la policía diciéndole que la pareja de enfrente se lleva de maravilla para no tener problemas con el vecindario o con el maltratador que, casualmente, es el jefe que cada mes te expide el talonario.


  La mujer no feminista, será impunemente injuriada por colaboracionista del machismo y por «fascista» hasta hacer de ella un sujeto inviable socialmente, imposible de reinsertar, que debería ser profesional y civilmente aplastada por el «bien común» y, sobre todo, en aras del «avance de las buenas mujeres».


  La masculinidad” y «el patriarcado» seguirán avanzando mientras sigan naciendo ese tipo de mujeres, tan culpables como los hombres, y de ahí la eterna e inevitable necesidad de contrarrestar esa realidad natural con un comisariado político que tutele a la sociedad por su propia seguridad. El varón es una suerte de veneno que el feminismo «aguará» feminizándolo hasta hacerle parecer una mujer masculinizada. Pero además de feminizado, el hombre deberá ser, sobre todo, feminista. Es decir; todo varón ha de reconocer, públicamente, su voluntad de convertirse en una especie de eunuco servil que acompañe a estas fanáticas en sus soflamas y reuniones para dar el necesario testimonio que avale la causa, que ser «feminista» es la única vía para alcanzar el estatus de hombre sano hasta que no ha recibido el tamiz y la pertinente lobotomía. ¿Acaso dicho milagro no justificaría el perpetuo torrente de tantos millones de euros?


  Un ejemplo de ese tipo de hombre fue el presidente socialista de la Comunidad autónoma de Extremadura, el señor Fernández Vara, quien el 1 de enero de 2018 dio su habitual discurso navideño afirmando que «a las mujeres las matamos los hombres por haber nacido mujeres». No era, aunque pudiera parecerlo, una auto inculpación del político en un asesinato, sino el necesario peaje de un hombre que, para seguir viviendo del pesebre feminista, necesitaba presentarse en ofrenda a su partido como cordero que quita el pecado del mundo para obtener el perdón y expiar la transgresión biológica de la Ley feminista.


  Teniendo en cuenta que, durante el 2019, 55 mujeres fueron asesinadas por sus parejas o exparejas masculinas, resulta extraño el empeño de Vara de generalizar reduciendo a más de 23.000.000 de hombres a las acciones violentas y delictivas de un 0,00% de la población. Resultado de una simple regla de tres. Bajo ese mismo baremo, y teniendo en cuenta que todos los atentados yihadistas e islamistas son perpetrados por individuos árabes, cualquier ciudadano que se atreviera a expresar en público que los árabes son asesinos de occidentales, sería empitonado por la Fiscalía Antiodio como por un bragado de 600 kilos del hierro de Conde de Vistahermosa.


  Lo mismo sucedería con cualquier ciudadano del pueblo llano, o cualquier político que se atreva a decir en una televisión que, según las estadísticas del Instituto Nacional de Estadística, los extranjeros triplican la cifra de condenados españoles por delitos contra la libertad sexual, aunque sea cierto. Además, recibiría el más rotundo reproche por «xenófobo» por parte de la presentadora feminista de turno que, para más inri, se hubiera encargado de airear dicha estadística en uno de sus directos.


  Esto fue exactamente lo que le sucedió al portavoz de VOX, Iván Espinosa de los Monteros al ser entrevistado en el matinal Espejo Público por Susanna Griso, ésta le arrojó sorpresivamente las siguientes cifras de condenas por delitos contra la libertad sexual de 2018 para tratar de reducir a la categoría de mito «ultra facha» la afirmación de que en España no hay relación entre la inmigración ilegal, especialmente la proveniente del norte de África y del Magreb, y las violaciones:


  
    INE 2018 (delitos contra la libertad sexual)


    312 condenas a españoles (90% de la población en España)


    96 condenas a extranjeros (10% de la población en España)

  


  El de VOX hizo una rápida regla de tres y afirmó que, según esos datos, era absolutamente inapelable que, «según sus propios datos, si de cada 10 habitantes en España, 9 son españoles, un extranjero era 3 veces más propenso a violar». A la periodista, feminista orgullosa y asistente a cada convocatoria del 8M, le pareció «peligrosísimo hacer ese tipo de afirmaciones», a pesar de haber sido ella misma la que aireó la estadística con el único objetivo de estigmatizar a una opción política votada por más de 3,5 millones de españoles. Volvía a confirmarse la llamativa dificultad de las feministas a la hora de comprender las matemáticas cuando estas no refuerzan los principios y los axiomas ideológicos del colectivo. Resultaría hasta normal la indignación de estas feministas ante el peligro de criminalización de la inmigración ilegal, sino fuera por su pasmosa facilidad para criminalizar al hombre de forma sistemática al vincular al sexo masculino con la violencia contra la mujer, y al enunciar en sus programas, sin recato alguno, «a las mujeres los hombres nos están violando y nos están matando».


  A pesar del brutal condicionamiento al que se quiere someter a los hombres con centenares de campañas públicas de odio contra los varones, no van a desaparecer los depredadores de mujeres, como los pederastas y las parricidas, no cesarán de asegurar su actividad criminal, porque no existe sistema perfecto, y el ser humano puede tender al mal para aplacar sus más bajos y enfermos instintos. Sí, en cambio, es probable que cada vez haya menos hombres dispuestos y preparados para defender a una mujer en peligro acosado por la hostilidad política, social y judicial, perpetrada por el feminismo, su culpabilidad preconcebida, y un acervo cultural cada vez más consolidado en el que él es por naturaleza un delincuente sexual en estado latente según las feministas misándricas que no cesan de acumular poder, altavoz, y recursos públicos para el bombardeo efectivo desde estas campañas y la construcción de una sociedad absolutamente inducida en el odio al hombre.


  LA BRECHA LABORAL Y FORMATIVA MASCULINA


  Otro ejemplo del daño que el feminismo ha hecho al sistema educativo y de cómo el movimiento arrasa los derechos fundamentales, son las becas universitarias que discriminan a los estudiantes por el simple hecho de ser hombres y trata a las mujeres como si fueran deficientes mentales que necesitan cuota y ayuda extra para conseguirlas y competir con los hombres.


  Universidades como la pública de Salamanca, USAL, atentan deliberadamente contra el principio de igualdad recogido en la Constitución Española y ofrecen interesantísimas becas de empresas privadas para las que ser mujer es requisito sine qua non. Empresas que, a su vez, también suelen recibir dinero público del gobierno de turno. Al parecer, la discriminación sexual en las ofertas de programas y becas en el campo de las ingenierías está más de moda que las hombreras en los ochenta o la manía de convertirse en runner vegano.


  Al igual que el feminismo ha logrado un apartheid masculino en el ámbito de la Justicia, exige idéntica segregación y exclusión del hombre en la educación. En el fondo, no porque las feministas y el resto del colectivismo marxista crean que las mujeres sufren la opresión patriarcal en profesiones y carreras en las que jamás se les prohibió entrar, sino porque desde su psicología de feminista acomplejada, la mujer es claramente inferior. Los políticos autodenominados «feministas» promulgan leyes y modelos asistencialistas para las mujeres, convencidos de que nosotras nos sentimos mal en el mundo que nos rodea y ven la oportunidad de someternos a cambio de la oferta de una seguridad total que ni existe ni desde luego nos podrá ofrecer jamás una doctrina socialista que ha hundido a las naciones en las que se ha implementado y de la que han huido millones de mujeres de Europa del Este empobrecidas y obligadas a prostituirse.


  Dicha práctica de control, el proteccionismo y la tutela estatal a cambio de la obediencia al colectivo feminista, es calcada en realidad de la de un maltratador de manual. Es el sometimiento de una persona a costa de minar la personalidad de la víctima. La política es una industria económica y ninguna industria que se proponga ser viable y hegemónica «sale a bolsa» sin hacer un estudio de mercado. Si el socialismo impone la representatividad igualitaria a través de las cuotas y miente sobre nuestra «explotación laboral» e inexistentes agravios educativos, lo hace consciente de que las mujeres se sienten inseguras y de que las políticas de ayudas construidas ad hoc para las mujeres representan un modo ideal de perpetuar esa sensación de inferioridad que, no solo no desaparecerá nunca, sino que se incrementará, porque solo mientras la mujer viva con miedo y necesite la tutela socialista podrá mantenerse toda la inmensa red clientelar feminista.


  La empresa Accenture Technology ofrece a través de la universidad el Programa ADA exclusivo para «mujeres de carreras técnicas».


  El Banco Santander convoca anualmente las Becas Santander Talento Mujer. La entidad bancaria de Ana Patricia Botín ofrece alrededor de medio centenar de becas que cubren hasta el 75% del importe de la matrícula, con un límite máximo de 5.000 euros y trabajos exclusivamente para mujeres que cursen másteres o posgrados en matemáticas cuantitativas, estadística, informática, telecomunicaciones, físicas, tecnología digital, finanzas e ingeniería. En 2018 becó a 40 que ya están incorporadas en plantilla tras un proceso de selección en el que, por descontado, se enviaron a la basura centenares de demandas de trabajo de tipos despistados o de convencidos de que el proselitismo sexual en el ámbito laboral estaba felizmente extinguido en pleno siglo XXI.


  La Sociedad Estatal de Participaciones Industriales, SEPI, en colaboración con Telefónica, lanza cada año el programa de becas Ahora Tú, dirigido específicamente a mujeres estudiantes o tituladas universitarias de las disciplinas denominadas STEM, ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas. Dicho Programa incluye un periodo de formación práctica como becarias, desarrollado en la multinacional española de telecomunicaciones, una dotación económica de hasta 975 euros y la incorporación a la Seguridad Social.


  Universidades de todo el mundo occidental, como la de Sydney, exigen requisitos más laxos a las mujeres para acceder a una carrera de ingeniería,[80] en un reconocimiento explícito de que la población femenina es discapacitada intelectual por defecto y de que si hasta ahora ha habido menos mujeres que hombres en estas materias, es porque ellas reconocían que, en igualdad de condiciones, son inferiores que los hombres.


  Sin importarles en absoluto qué carreras prefieren las mujeres, el estúpido razonamiento feminista para discriminar a los hombres frente a oportunidades formativas y laborales y bajar los baremos de acceso para ellas, siempre ha consistido en que hay muy pocas mujeres en las carreras técnicas y que ello se debe al maltrato masculino o a algún tipo de privilegio concedido por una entelequia paranoide fabricada por el PSOE y Podemos en sus círculos y comités federales: el patriarcado.


  Basta con que alguna feminista, que casualmente ha elegido libremente periodismo, derecho, o que ha sacado cum laude en la brigada antipatriarcado, se saque de la manga en las televisiones la típica frase «oh, en las clases de ingeniería mecánica las mujeres no llegan al 15%». «Ay, el techo de cristal».


  Entonces, ¿hay becas reservadas para hombres en la carrera de medicina, donde ellos no llegan al 30% y las mujeres representan el 74 por ciento? ¿No es eso desigualdad de «género»? ¿Deberíamos obligar por ley a las mujeres a estudiar una ingeniería aunque no quieran? ¿Quizá la solución para conseguir la manoseada igualdad sea impedir al 24% de mujeres que sobran en las aulas de medicina meterse a picapedrero de martillo hidráulico?


  La respuesta a todas estas preguntas tal vez resida en huir en dirección contraria de la estrategia feminista de confrontación social y de su obsesión igualitarista impuesta por el lobby en todos los ámbitos: el profesional, el educativo, el interpersonal, el privado… y hay que huir de su perpetua agresión contra la libertad, el mérito, la capacidad y el sentido común. Su objetivo es volver estúpida, blanda y pueril a la población para tutelarla y colocarla en el regazo del político totalitario, generando, de paso, un emporio mercantil de dimensiones gigantescas y que justifique la extracción del dinero ajeno depositado en el pozo sin fondo de los Presupuestos Generales del Estado y los fondos europeos.


  El sector político no es el único que ha encontrado una importantísima vía para malversar dinero público. Muchas empresas privadas han visto una atractiva oportunidad de negocio en el victimismo y los dogmas feministas místicos y acientíficos.


  En la última década, han nacido centenares de másteres millonarios elaborados en «pesebres feministas» para inflar la masa del pastel clientelar de ciertas universidades que reparten los fondos de formación gestionados por la élite político-universitaria, como también han surgido decenas de nuevas y extravagantes profesiones con las que uno se moriría de hambre si desapareciera la gran multinacional mundial feminista.


  La misión autoasignada de todas las profesoras y artífices feministas siempre es, cómo no, «empoderar» a las estudiantes y al resto de las mujeres para que estudien tal o cual cosa, o que se acuesten con tal o cual persona en función de su «género». Regir los destinos de la mujer como lo haría el carca del siglo XVI, aunque con una prospectiva económica que siempre llena el bolsillo de los mismos.


  Desde asesorías para empresas públicas y privadas «para la adopción de procesos de calidad orientados a diagnosticar y reducir brechas de género» en la organización y avanzar en el «cambio organizacional para una gestión libre de discriminaciones», a aquel «Máster en Estudios Interdisciplinares de Género» que estudió la exministra de Sanidad superfeminista Carmen Montón y costó a los españoles 399.000 euros que fueron inyectados por Bibiana Aído y Leire Pajín en la Universidad Rey Juan Carlos (URJC) en 2010.


  Junto a la teoría de que los hombres son maltratadores en potencia, la «brecha salarial» es la gran baza feminista para justificar este tipo de negocios destinados a «exorcizar» y «democratizar» las empresas privadas ante la opinión pública y para poder contratar con la Administración Pública.


  El agravio salarial por ser mujer es el gran mito pueril según el cual los hombres atentan de forma sistemática y generalizada contra la legislación laboral y la Constitución, que prohíbe la discriminación laboral por razón de sexo. Ha sido creado y promulgado por mujeres intelectualmente mal terminadas en el hervor de las facciones juveniles de sus partidos. Mujeres que han pasado a los más altos puestos de la Administración Pública y de la política sin haber olido jamás una empresa privada ni los problemas de los hombres y las mujeres que los ponen en marcha. Mujeres socialistas de cuentas millonarias que han creado, promocionado y blindado la única brecha salarial que sí existe en España, la de los privilegios económicos de las vividoras del feminismo partidista, clientelar, mediático y académico con respecto a cualquier otra mujer empresaria y/o autónoma. ¿Van a garantizarnos el feminismo y el Gobierno de España que todas las mujeres tengamos las mismas oportunidades que la mujer del vicepresidente segundo, Pablo Iglesias?


  Como seguro que no, lo mejor es que las feministas sigan como hasta ahora; silbando, mirando hacia otro lado y retratando al pérfido empresario, porque el «opresor» siempre es él, nunca ella.


  Desde su profunda mentalidad machista y acomplejada, las feministas insisten en que los «empresarios oprimen a mujeres» porque no conciben que ellas puedan desempeñar un rol de poder que emane del mérito y del esfuerzo sin la cuota, sin el baremo rebajado, o sin las becas y plazas reservadas.


  El legislador feminista que presume de existir para construir una sociedad en pro de la mujer, sin embargo no tiene ningún pudor a la hora ningunear, parodiar y esquilmar económicamente a las mujeres empresarias y autónomas que pagan sueldos y cotizaciones sociales y que soportan los mismos costes laborales que cualquier hombre a la hora de abrir un negocio y de resistir la persecución de un Estado socialista que utiliza a la mujer como excusa para sovietizar las empresas, para acabar con la iniciativa privada.


  Cuando se azota al empresario no hay lenguaje inclusivo, porque por ese irrefutable paralelismo mágico establecido por el feminismo, toda mujer es un ser de luz inmaculado e incapaz de ser «una malvada empresaria capitalista» que oprime a sus trabajadores. De forma que las mujeres hemos sido convertidas en una especie de campesinitas desvalidas que, por ser incapaces de valerse por sí mismas, han cambiado al macho de torso homérico a caballo por Pedro Sánchez, por Adriana Lastra y por las millonarias expertas en estudios de género.


  Frente a los clichés ideológicos y electoralistas sacados de algún argumentario o panfleto baratos marxistas del tipo luchadeclases.org, tenemos la realidad retratada por los datos reales del Ministerio de Educación y del INE, según los cuales, del total de alumnos matriculados en el sistema universitario, estudios universitarios de primer y segundo ciclo y de grado, en el curso 2019-2020, el 55,6% fueron mujeres.


  El mayor porcentaje de mujeres matriculadas en el sistema universitario, estudios universitarios de primer y segundo ciclo y de grado, en el curso 2019-2020 corresponde a la rama de Ciencias de la Salud con un 70,8% y en segundo lugar, con el 61,9, en la rama de Artes y Humanidades, por delante el 60,14 de Ciencias Sociales y Jurídicas y del 50,70 en la rama de Ciencias.
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  El 55,6% de los alumnos matriculados en estudios universitarios de máster oficial fueron mujeres en el curso 2019-2020, de las cuales, el 72,47%, en el campo de Ciencias de la Salud eran mujeres, el 61,48 lo eran también en la rama de Arte y Humanidades, el 60,62 en la de Ciencias Sociales y Jurídicas y el 48,34 en el de Ciencias. En el curso 2018-2019, del total de alumnos que terminaron los estudios de másteres oficiales universitarios, el porcentaje de mujeres fue del 56,9 %.
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  Como los datos son incontestables, el femimarxismo ha convertido la filosofía política y las emociones victimistas en ciencia y la ciencia y los datos en una especie de reminiscencia tardofranquista o «neoliberal» para fabricar una realidad inexistente en la que los hombres, según ellas, aplastan los derechos y las posibilidades de las mujeres. Cuanta más gente haya acatado esa doctrina, menos valdrán los porcentajes y los argumentos empíricos. Si hay más mujeres universitarias que hombres, habrá que refabricar el problema para enfrentar a hombres y mujeres y tejer cientos de fundaciones, observatorios y asociaciones. Vale, por ejemplo, que las mujeres son minoría en el sector de la ingeniería o que, a pesar de que son más del 60% de la judicatura, el patriarcado es el culpable de que no estén en la cúpula judicial. ¿Es posible que se deba a que haya menos mujeres que hombres que desean estar ahí?¿Se ha analizado estadísticamente cuántas mujeres lo solicitan en comparación con los hombres?


  Si lo piden ocho hombres y dos mujeres, ¿las probabilidades no dirían que el seleccionado será hombre? ¿A ninguna empoderadita le parece machista que se incluya a mujeres en elencos de ponentes, o en listas cremallera de la carrera judicial «porque eres mujer y cubre lo de la paridad»?


  Lo cierto es que, en pocos asuntos relativos a la mujer veremos tan fielmente retratadas a las feministas como en su exigencia a la mujer de que cope los puestos mejor pagados. En su paradoja, las ochoemeras moradas se declaran anticapitalistas en las pancartas, en sus gritos de «lucha» y en sus manifiestos del 8-M, mientras exigen a la mujer que gane más dinero que su marido, que esté en la cúspide del CGPJ, o que logre llegar al Ibex 35. Anticapitalistas exigiendo cuotas femeninas en términos economicistas. Delicioso.


  Como he comentado anteriormente, la «brecha salarial» es la otra gran punta de lanza del feminismo para hacer valer su proyecto comunista y el elemento legitimador para seguir monopolizando los inmensos recursos económicos, sus tentáculos operativo-legales y la estrategia de manipulación de masas, además de todos los refuerzos que suponen sus tinglados supranacionales.


  El bienestar y la seguridad de las mujeres siempre les importó un bledo, pero la injusticia salarial es una de sus más eficaces herramientas para disolver los avances laborales y de libertad reportados a la mujer por el capitalismo, como uno de sus principales elementos emancipadores y representa una vía de emponzoñamiento ideológico y de generación de conflictos nuevos que, además de ser rápida y dinámica, condiciona las campañas de los políticos de la oposición. Políticos del Partido Popular como Pablo Casado, Ana Pastor, o Cuca Gamarra que, al asegurar que en España la mujer es víctima de la «brecha salarial» sin dar un solo dato o ejemplo, o al afirmar que «a la mujer la mata el hombre por el mero hecho de ser mujer», comparten el argumentario de la violencia estructural patriarcal de todas las feministas radicales, legitiman el levantamiento de toda la red ideológica que roba sus recursos económicos a los ciudadanos y ayudan a establecer un nuevo orden social donde la libertad individual simplemente se esfuma.


  El 12 de febrero de 2018 la secretaria de Igualdad de la Ejecutiva Federal del PSOE y luego vicepresidenta del Gobierno de España, Carmen Calvo, anunció «dos proposiciones de ley en el Congreso de los Diputados para combatir la brecha salarial»:


  
    A) «Sancionar a las empresas que paguen más a los hombres que a las mujeres desarrollando los mismos puestos, creando una estructura que vigile, controle y sirva de espacio de reivindicación antes de la llegada a la vía judicial». Opio de confrontación social para el pueblo, pues la discriminación salarial por razón de sexo es ilegal en nuestro ordenamiento legal y está penalizada durísimamente.


    B) La obligación de los consejos de administración de las empresas de ser paritarios. «La presencia de las mujeres en los puestos de decisión debería ser obligada». O lo que es lo mismo, Calvo anunció la imposición a las empresas de primar el sexo por encima de la valía de los trabajadores y directivos. Valía que solo es inherente al órgano sexual en la imaginación salvaje de las feministas.

  


  En base a ello, la ministra de Hacienda y Administración Pública, María Jesús Montero, en pleno alarde propagandístico, anunció ante el Consejo Andaluz de Participación de las Mujeres, órgano que representa a 270.000 mujeres de 2.277 asociaciones y federaciones feministas, que el presupuesto íntegro para «romper la brecha de género» en el ejercicio 2019 sería de 18.896 millones de euros.


  Los que siguen son los datos totales de las actuaciones y resultados en materia de relaciones laborales, donde se ve el número de actuaciones y, fundamentalmente, las comprobaciones que acaban con acta de infracción en el año 2018. Dentro de «relaciones laborales», están las «actuaciones en discriminación por razón de sexo», «acoso sexual», «protocolo de acoso sexual», «planes de igualdad», «acoso discriminatorio por razón de sexo» y «discriminación en la negociación colectiva»[81]:


  Del total de 3.340.000 actuaciones aleatorias sobre empresas en España, el Informe Anual de la Inspección de Trabajo y Seguridad de 2016[82], en su página 90, especifica que del total de infracciones en materia de «Relaciones laborales» solo el 3,51% son relativas a «otros derechos de los trabajadores», apartado en el que entran las actuaciones sobre igualdad y discriminación por sexo.


  Dentro del Plan de Actuación 2016 sobre el cumplimiento de la normativa en materia de medidas para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres se realizaron las actuaciones y obtuvieron los resultados que se reflejan en el cuadro siguiente


  En la página 100 del mismo documento, la Inspección explica los datos deducidos de la última de las «Campañas especiales en materia de discriminación salarial por razón de sexo» de 2016. El resultado fue que, con 408 empresas auditadas, resultaron tres incumplimientos, que dieron lugar a dos actas de infracción y a un requerimiento. El total de los trabajadores que formaban parte de las plantillas de esas 408 empresas fue de 32.701, de los que 16.719 eran hombres y 15.982 mujeres. Igualdad de sexo al 99,8%. Unos datos que aplastan todo el argumentario feminista de que existe todo un sistema laboral de «discriminación machista» en el que los derechos laborales e la mujer son violados sistemáticamente. Como aquella campaña puso en evidencia los actuales axiomas victimistas de las formaciones políticas feministas, nunca más volvió a promoverse en los años posteriores.


  El ministerio lleva diez años sin presentar las cifras a la opinión pública, consciente de que estas desmontarían todas las redes clientelares feministas y la inexistente supremacía moral social-comunista y terminaría con las excusas de muchísimas mujeres inseguras que predominan en los medios de comunicación y utilizan la patraña de la pandemia machista para encontrar un sentimiento de pertenencia al grupo. Si la izquierda ya no hace campañas buscando discriminación desde el año 2017 es evidente que los resultados no han servido para avalar sus apriorismos tendenciosos.


  La pregunta es a dónde van a parar casi 20.000 millones destinados a acabar con la «brecha salarial», si la propia Inspección de Trabajo y del CES[83] demuestra que los casos de discriminación laboral por razón de sexo son marginales. ¿A sus asociaciones y organismos ideológicos? ¿A la persecución a la empresa privada? ¿A la financiación del machaque discursivo victimista de los medios de comunicación destinado a engañar a la opinión pública? ¿A los adláteres políticos subsidiados en la Administración Pública? Cualquier ciudadano libre del aleccionamiento ideológico y con pensamiento crítico puede llegar a la conclusión de que 20.000 millones destinados a las feministas son 20.000 millones que no son destinados a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para luchar contra la violencia intrafamiliar sin intermediarios, sin comisionistas ideológicos y sin mordidas.
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En definitiva, cal concloure que les manifestacions realitzades per la collegiada Sra.
Lépez relatives al pare de la menor, als seus comportaments i acttuds, sense haver
mantingut cap entrevista amb ell, i sense contrarestar ni fonamentar suficientment les
seves afiacions, en un context com aquest de conflite familiar, consfitueixen una
wuineraci6 de farticle 33 del Codi Deontologic.

IV.- A més, sha de valorar que en el recurs de reposicio presentat no sacredita que
S'hagin produit modificacions substancials dels fefs i de les circumstancies que es van
tenir en comple i van servir e base per adoptar la resolucié impugnada

V.- Considerant que la Resoluci de la Junta de Gover del COPC, s'ha adoptat amb una
correcta valoracid de les proves aportades per les parts a lexpedient, sense que la part
recurrent hagi proposat ni aportat en aquesta instancia cap prova que contradigui aquesta
Resolucié

Per tot fexposat, la Junta de Govem del Col-legi Oficial de Psicologia de Catalunya va
adoptar en la seva sessio del dia 12 de febrer de 2020 (JG-587) el segiient acord:

“Desestimar el recurs de reposicié interposat per la Sra. M* Carmen L6pez Cotcho contra
facord de la Junta de Govem e data 3 de gener de 2019, confimant integrament la
resolucié recorreguda, fent-ho saber a la part recurrent.”

El que i notifiquem, significant-i que contra aquesta resolucio que esgota la via
corporativa pot interposar-se recurs contencios-administratiu en el termini de dos mesos
davant els Jutjats el Contencids Administrtiv, d'acord amb el que disposa larticle 46.1
de la Llei 29/1998, de 13 de juliol de la Jurisdicci Contenciés Administrativa.

Barcelona a 18 de febrer de 2020
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ANEXO

Acuerdo por el que se formalizan, para el afio 2005, los criterios

objetivos de distribucién de 10.000.000 € entre Comunidades

Auténomas, en concepto de ayuda para coadyuvar a la puesta

en funcionamiento de los servicios que garanticen el derecho

a la asistencia social integral a las mujeres victimas de
violencia de género

Aprobar los criterios objetivos que servirin de base para la distribu-
cién del Fondo, consignado en los Presupuestos Generales del Estado
para el afio 2005 con 10.000.000 €, con el fin de coadyuvar a la puesta en
funcionamiento de los servicios que garanticen el Derecho a la Asistencia
Social Integral, reconocido en el articulo 19 de la Ley Orgénica 1/2004, de
28 de diciembre, de Medidas de Protecci6n Integral contra la Violencia de
Género.

Criterios de distribuci6n de la ayuda:

4) El 66,5%, se reparte atendiendo a diversos criterios que se consi
deran indicadores de la incidencia de la violencia de género en cada una
de las Comunidades Auténomas y Ciudades de Ceuta y Melilla:

Ntmero de denuncias interpuestas por mujeres contra sus parejas ¢
ex parejas por delitos y faltas relacionados con violencia de género.
Niimero de mujeres que se declaran maltratadas.
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ESTUDIANTES MATRICULADOS EN ENSENAMZAS DE GRADO
Y DE PRIMER Y SEGUNDO CICLO. CURSO 2019-2020 (datos provionales)
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